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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 37ª, ordinaria, en 31 de julio, y 38ª, en 1 de agosto del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio al proyecto que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecúa normas de otras leyes (boletín Nº 8.492-13) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (boletín Nº 7.898-04).



2.- Proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (boletín N° 7.308-06).



3.- Proyecto que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980 (boletín N° 8.333-06).



Con el último hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecúa normas de otras leyes (boletín Nº 8.492-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que dio su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (boletín N° 7.308-06) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el segundo informa que aprobó el proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo de Relaciones de Socios entre la República de Chile y la Federación de Rusia, suscrito en Yokohama, Japón, el 13 de noviembre de 2010 (boletín Nº 8.388-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 2.331 del Código Civil; 781 del Código de Procedimiento Civil, y 5°, inciso segundo, de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.



--Se toma conocimiento y se expiden los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Envía copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 41, inciso final, del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840, de 1964, orgánica de ese Ministerio, y del decreto con fuerza de ley N° 206, de 1960, sobre construcción y conservación de caminos.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Prosecretario de la Cámara de Diputados:



Acompaña, a petición de la Diputada señora Ximena Vidal Lázaro, copia de su intervención en la Sala de esa Corporación relativa a las conclusiones del “Taller Nacional y Debate Regional sobre Parlamentos Sensibles al Género”, organizado por la Cámara de Diputados y la Unión Interparlamentaria en esta ciudad entre los días 10 y 12 de julio del presente año.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Adjunta, en atención a solicitud remitida en nombre del Senador señor Navarro, informe del señor Superintendente de Seguridad Social sobre las actividades que realizan las Cajas de Compensación de Asignación Familiar y, en especial, acerca del costo de los préstamos de dinero a sus afiliados.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Acompaña informe elaborado por el señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de Magallanes y de la Antártica Chilena, a requerimiento del señor Intendente de esa Región, sobre mantención de los colectores de la red de aguas lluvias en la ciudad de Punta Arenas; materia consultada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto.



Remite informe del señor Director General de Aguas (s), que atiende consulta efectuada en nombre del Senador señor Prokurica concerniente a denuncias de los regantes de San Félix, comuna de Alto del Carmen, sobre situación de los glaciares ubicados en las cercanías del proyecto minero Pascua Lama.



Del señor Ministro de Salud:



Comunica, respecto de información sobre traspaso de personas a la modalidad de libre elección del Fondo Nacional de Salud, solicitada en nombre del Senador señor Bianchi, que ella fue enviada directamente a Su Señoría por el señor Director del FONASA.



Del señor Ministro de Agricultura:



Da respuesta a petición, dirigida en nombre de los Senadores señor Navarro, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Quintana, para que Su Excelencia el Presidente de la República envíe a tramitación un proyecto de ley que dé continuidad al fomento y al incentivo de las plantaciones forestales.



Del señor Ministro de Energía:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, acerca de los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión durante los años 2010, 2011 y 2012.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia:



Contesta petición de información, remitida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, tocante a los gastos efectuados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión durante los años 2010, 2011 y 2012.



De la señora Subsecretaria de Minería (s):



Dirige, atendiendo a una solicitud expedida en nombre de la Senadora señora Allende, copia de las “Bases de Licitación Pública, Nacional e Internacional, para la Suscripción de un Contrato Especial de Operación para la Exploración, Explotación y Beneficio de Yacimientos de Litio”.



Del señor Fiscal Nacional Económico:



Da respuesta a consulta, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre resultado de presentaciones hechas por clientes de VTR a la Subsecretaría de Telecomunicaciones relativas a la supuesta negativa de esa empresa a permitir el ingreso a condominios y a edificios de otros operadores del servicio de televisión por cable.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad:



Informa, en atención a petición de antecedentes expedida en nombre del Senador señor Cantero, acerca del estado de tramitación de la investigación sumaria llevada a cabo por la Dirección Regional de Antofagasta sobre el presunto acoso laboral sufrido por las funcionarias señoras Jocelyn Franco Corbo y Yasna Salvo Iraira.



De la señora Directora del Trabajo:



Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, referida a instrucción de sumarios y aplicación de multas u otras sanciones a la planta de celulosa Laja, de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones, en los dos últimos años, como resultado de infracciones laborales.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental:



Responde petición, enviada en nombre del Senador señor Navarro, con el objeto de que se informe si la empresa Biosigma S.A. ha presentado algún proyecto o actividad al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Desarrollo Social de Magallanes y de la Antártica Chilena:



Especifica, en respuesta a consulta dirigida en nombre del Senador señor Bianchi, las interpretaciones que esa Secretaría Regional hace de las expresiones “insumo” e “insumos de la zona”, utilizadas en el artículo 1° de la ley N° 18.392, denominada “Ley Navarino”.



Del señor Secretario Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social de Atacama:



Contesta solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Allende, concerniente a las medidas que se adoptarán para cautelar los derechos de los trabajadores de Agrocomercial AS Ltda. (Agrosuper) ante su cierre temporal y la aplicación del plan de manejo del proyecto Agroindustrial del Valle de Huasco, decretados por el Ministerio de Salud.



Del señor Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente del Biobío:



Informa avance de construcción del proyecto Ampliación Central Termoeléctrica Bocamina Segunda Unidad, de Endesa S. A., en materia de cumplimiento de normas y condiciones para su marcha blanca y de resultados de procedimientos de fiscalización y medición de temperatura del agua utilizada en procesos industriales, materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Alcalde de Ránquil:



Señala, en respuesta a solicitud cursada en nombre del Senador señor Navarro, que a la municipalidad de esa comuna no le compete realizar inspecciones técnicas a la pavimentación desde Puente Amarillo hasta Coelemu y que tampoco hay compromiso de financiamiento municipal para nuevas obras ni para mejoras a la ejecutada.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Desarrollo Social:



Remite copia informativa del oficio con el que el gabinete de esa Secretaría de Estado se ha dirigido al señor Jefe de Gabinete del Ministerio de Justicia, a fin de requerirle responder directamente la carta enviada a Su Excelencia el Presidente de la República en nombre del Senador señor Navarro, con la adhesión del Senador señor Horvath, referente a la violencia y vulneración de los derechos del niño por el Servicio Nacional de Menores y el sistema de protección infantil.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión Mixta constituida para proponer, conforme a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esa práctica en las faenas de pesca (boletín Nº 3.777-03) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para ampliar el giro de la empresa (boletín Nº 8.273-15) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Patricio Walker y Bianchi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que extiende las penas de inhabilitación a quienes cometan delitos sexuales contra menores, en los casos que indica (boletín N° 8.491-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Siete del Senador señor Chahuán, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



Proyecto de reforma constitucional que encarga al Estado la promoción efectiva del desarrollo de las actividades productivas de la pequeña y la mediana empresas (boletín N° 8.500-03) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Proyecto que establece en la ley N° 19.418 una nueva causal de cesación en el cargo de dirigente de junta de vecinos y demás organizaciones comunitarias funcionales (boletín N° 8.499-06) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Proyecto que modifica la Ley sobre Violencia Intrafamiliar con el fin de regular el pago de la multa por maltrato (boletín N° 8.494-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



Proyecto de ley que aumenta la pena del delito de infanticidio (boletín N° 8.495-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



Proyecto de ley que impone la obligación de denunciar delitos a quienes estén encargados de empresas que operen sistemas de grabación en lugares públicos (boletín N° 8.496-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



Proyecto de reforma constitucional que legitima la presentación de querellas por personas distintas de las ofendidas (boletín N° 8.497-07) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Proyecto que tipifica como delitos la comercialización y la sustracción de sangre en la ley que establece normas sobre trasplante y donación de órganos y en el Código Sanitario, respectivamente (boletín N° 8.498-11) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Salud.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Bianchi, Horvath, Rossi y Patricio Walker, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de una iniciativa que modifique el decreto ley N° 3.500, de 1980, para establecer la exención total de la cotización previsional de salud que afecta a las pensiones que señala su artículo 85 (boletín N° S 1.502-12) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación



De la Delegación Identidad Territorial Lafkenche, con la que expone su reclamación por estimar vulnerados los derechos de los pueblos originarios en la tramitación del proyecto que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos, del acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y de las regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura.



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta. 

ACUERDOS DE COMITÉS 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta hoy, a las 17, al proyecto que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley 3.551, de 1980 (boletín N° 8.333-06).



2) Fijar plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 13 de agosto, a las 12, al proyecto que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (boletín N° 7.898-04).



3) Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley sobre protección de ecosistemas marinos, hasta mañana miércoles, a las 15, en la Secretaría de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (boletín N° 6.485-03). 



4) Citar a sesión especial para el día miércoles 5 de septiembre, entre las 10:30 y las 13, con el fin de recibir al Banco Central para que realice su presentación sobre la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso y acerca del informe de las proposiciones para el año calendario siguiente, según lo dispone el artículo 80 de su ley orgánica constitucional.



5) Autorizar a la Comisión Especial para el Estudio de Reformas al Sistema de Administración de Fondos de Pensiones para sesionar mañana simultáneamente con la Sala, con el solo objeto de constituirse.



6) Autorizar a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura para sesionar hoy en paralelo con la Sala, a partir de las 18.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no alcancé a oír todos los acuerdos de Comités de que dio cuenta el señor Secretario. Y por eso no sé si se acogió una solicitud que, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Constitución, pedí que se formulara a través del Comité de la UDI.



Se trata de que el proyecto sobre firma electrónica, respecto al cual se ha autorizado que sea visto en el primer informe primero por la Comisión de Economía y luego por la de Constitución, no pase al último órgano mencionado, con el propósito de agilizar su trámite. Pero que en la discusión en particular esa iniciativa sea examinada, al igual como se hizo en el caso del proyecto sobre modificación a la Ley de Quiebras, en Comisiones unidas.



Si ello no fue planteado, lo solicito en este momento, porque la Comisión acordó hoy día en forma unánime que, para el análisis de la iniciativa sobre firma electrónica, siguiéramos el modelo de tratamiento aplicado en el proyecto al que me referí. Para esto se requería modificar lo resuelto la semana pasada en el sentido de que la iniciativa en comento fuera a Economía y luego a Constitución, pero manteniendo que pasara en el segundo informe a Comisiones unidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, no hay ninguna diferencia significativa. Sucede que lo que Su Señoría ha precisado no fue exactamente lo que manifestó el Comité de la UDI en la sesión en cuestión. Por ende, se ha generado una confusión.



El señor Secretario nos puede aclarar el punto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Entiendo que habría que resolver que en el primer informe el proyecto solo fuera visto por la Comisión de Economía, y en el segundo por las Comisiones de Economía y Constitución, unidas.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor TUMA.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor TUMA.- La propuesta del Presidente de la Comisión de Constitución innova en lo ya resuelto, que corresponde a lo que señaló recién el señor Secretario, en cuanto a que la Comisión de Economía emitiría el primer informe. 



Lo que plantea el Honorable señor Hernán Larraín es que nosotros aprobemos la idea de legislar de la iniciativa y que el debate en particular lo realicemos en Comisiones unidas, lo cual es una cosa distinta. No tendría inconveniente en dar la unanimidad para los efectos de que tratemos el proyecto en general en la Comisión de Economía, y en particular en las Comisiones unidas.

El señor LARRAÍN.- Muy bien.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que la iniciativa sobre firma electrónica sea analizada en el primer informe solo por la Comisión de Economía y, en el segundo, por las de Constitución y Economía, unidas?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Lo hay.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias.



--Así se acuerda.


ELIMINACIÓN DE CONSTANCIA EN ESCRITURA PÚBLICA SOBRE PROHIBICIÓN DE CAMBIO DE DESTINO AGRÍCOLA PARA PREDIOS RÚSTICOS SUBDIVIDIDOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo informar a la Sala que en sesión del 11 de julio del presente año se aprobó en general el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.516, de 1980, referido a la subdivisión de predios rústicos. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (5049-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican: 

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 92ª, en 4 de marzo de 2009.


Informe de Comisión:


Agricultura: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012. 

Discusión:



Sesión 34ª, en 11 de julio de 2012 (se aprueba en general).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como no se han presentado indicaciones en el plazo fijado para el efecto, corresponde dar por aprobada la iniciativa también en particular, a menos que se solicite un nuevo lapso para formularlas.



--Se aprueba en particular, reglamentariamente, y queda despachado el proyecto.

V. ORDEN DEL DÍA


CAMBIO DE REGULACIÓN SOBRE ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS Y POSIBILITACIÓN DE INSCRIPCIÓN EN REGISTRO ARTESANAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la regulación de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y franquea la inscripción en el Registro Artesanal de los recursos que indica, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8389-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 27ª, en 19 de junio de 2012.


Informe de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos del proyecto son:



1) Fomentar la asociación entre armadores artesanales, a fin de permitir que estos, además de ser titulares de dos embarcaciones, puedan ser socios de hasta una organización de pescadores titular de una embarcación.



2) Permitir la constitución de organizaciones de pescadores artesanales entre dos o más pescadores, a las que podrán aportar hasta dos embarcaciones, de cuya inscripción aquellas serán continuadoras.



3) Extender el área de operación de los pescadores artesanales, respecto de la pesquería de peces, a más de una Región o a varias Regiones, previo acuerdo del Consejo Zonal de Pesca correspondiente.



4) Disponer la inscripción por el Servicio Nacional de Pesca de distintos recursos marinos en favor de pescadores con inscripción vigente para determinados productos en las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena (congrio dorado y reineta), en la de Arica y Parinacota (jurel) y en la isla Santa María de la Octava Región (sardina común y anchoveta).



5) Permitir a los pescadores artesanales de las Regiones de Los Lagos, de Aysén, y de Magallanes y de la Antártica Chilena la cesión a los armadores industriales de toneladas que tengan asignadas por un año determinado, con las limitaciones contempladas en el artículo 55 I de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García-Huidobro, Horvath y Rossi.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado de que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión la idea de legislar de la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, este proyecto que estamos debatiendo en general es misceláneo, y en el trámite en particular lo vamos a cambiar -por así decirlo- por un texto que hemos analizado en la Comisión de Intereses Marítimos, de manera de asegurar a lo menos los siguientes objetivos:



1) Que no se aumente el esfuerzo pesquero.



2) Que no se deteriore la relación entre los pescadores artesanales de las distintas Regiones.



3) Que en caso de que las condiciones de pesca en la zona austral, que se entiende integrada por las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena, hagan inviable la captura de sus cuotas por un tema circunstancial de precios, donde el costo por capturar sea mayor al precio que les pagan en cualesquiera de las situaciones de mercado directo; o sea a través de los industriales, puedan excepcionalmente cederlas a estos últimos, de manera de no perderlas. Esto se encuentra reglamentado en la propia ley.



Las limitaciones de los pescadores artesanales hoy en día son por definición de hasta dos embarcaciones de una eslora máxima de 18 metros y pueden tener hasta 80 toneladas de registro, medidas en una fórmula de volumen. Hay que tener una particular visión acerca de esto.



En nuestro país, la gente piensa que el pescador artesanal, por lo general, es una persona que anda en bote o en una panga -es cierto- y que arriesga su vida y se desempeña en condiciones, por así decirlo, desmedradas ante la naturaleza de nuestro mar, el océano Pacífico. Pero algunos pescadores artesanales son propietarios de dos naves del tipo que señalé, lo que equivale a poseer tres o cuatro camiones grandes; y a través de su familia o de terceras personas llegan a contar con hasta diez o catorce. O sea, en el fondo, son industriales que se encuentran dentro del área de los artesanales de las cinco millas.



Entonces, hay que tener particular cuidado al respecto, de manera de no aumentar el esfuerzo laboral ni tampoco identificarlos con los pescadores artesanales.



Otro tema no menor es el planteado en el inciso nuevo que se incorpora en el numeral 3) del artículo 1°, en el sentido de extender “el área de operación de los pescadores artesanales a más de una región o regiones (...), con el mismo procedimiento del inciso quinto de este artículo”; es decir, el que vale para las zonas contiguas. En otras palabras, para que los pescadores artesanales de una Región entren en otra deben lograr -según lo planteamos hace diez años en la modificación del artículo 50 de la Ley General de Pesca- que los integrantes del Consejo Zonal de la Región a la cual se pretende ingresar otorguen su anuencia. Y eso normalmente se logra por acuerdo con los pescadores artesanales, por compromisos. Pero también tenemos claro que estos después no se cumplen. Por ejemplo, que quienes entren desde otra Región vayan con su posicionador satelital, a fin de que haya una clara posibilidad de saber dónde se encuentran, qué están extrayendo y tener control sobre ello, porque entre lo que se captura y lo que se desembarca hay un abismo.



Por consiguiente, creemos que ese inciso en particular resulta inconveniente, porque, además, permite que de otras Regiones acudan a zonas en las cuales no hay supervigilancia alguna. Por lo tanto, es necesario revisar esta materia acuciosamente. Y, desde luego, la posición mayoritaria de la Comisión de Pesca es no aprobar la norma de esa manera.



El que se inscriban en el Registro Artesanal los pescadores y embarcaciones de las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena (en el registro de congrio dorado y reineta con espinel los inscritos en la pesquería de merluza del sur; en el de reineta con espinel los registrados en la pesquería de congrio dorado, etcétera), en el fondo normaliza la situación que actualmente ocurre. Y esto también vale para la Región de Arica y Parinacota y para la isla Santa María, en la Octava Región.



Finalmente se busca que los pescadores artesanales, en las condiciones particulares establecidas en la ley, si no tienen mercado y no quieren perder su cuota, tengan la posibilidad de cederla en forma excepcional -durante el segundo informe queremos aterrizar las condiciones-, porque, si no, pierden pan y pedazo: se quedan sin la cuota. Y esto tampoco significa que los industriales puedan entrar a las áreas reservadas a los pescadores artesanales. Me refiero a las cinco millas desde Arica a Puerto Montt, y a la extensa área reservada -nueve veces mayor en superficie- existente en la zona austral, constituida por fiordos, canales y golfos.



Bajo esas consideraciones, la Comisión votó unánimemente a favor del proyecto, pero con la claridad de que algunos artículos no van a aceptarse en la discusión particular o serán sustancialmente modificados.



Por las razones expuestas, la Comisión solicita a la Sala aprobar en general la iniciativa.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, hablé antes con el Senador Horvath para pedirle antecedentes sobre el proyecto en análisis. Ello, porque, en el último tiempo,  en el Senado y en el Parlamento en general hemos estado legislando sobre pesca en tres o cuatro iniciativas diferentes. Y ahora tenemos un nuevo proyecto, a pesar de que se encuentra en el Senado una modificación a la Ley General de Pesca, la llamada “Ley larga”. Hubiera sido mejor que todo este asunto lo discutiéramos orgánicamente. Pero se nos ha dicho que es necesario aprobar la iniciativa que nos ocupa.



El Honorable señor Horvath formuló dos observaciones que es importante tener presentes.



En primer término, debiéramos preocuparnos de definir, de una vez por todas, qué es pescador artesanal y también ese otro tipo que hoy recibe tal nombre, pero que se acerca más bien a semindustrial. Me refiero a los pescadores con embarcaciones de más de 12 y de hasta 18 metros. Incluso, en la jerga de tal actividad se habla de estas naves como “preñadas”, porque han pasado a ser casi circulares, para darles mayor capacidad y volumen de pesca. Tienen gran cantidad de pesca pero pasan por artesanales.



No se trata de que esté en contra de eso, pero creo que la situación debe regularse como corresponde.



Siempre que a uno le hablan de un pescador artesanal, se imagina a la persona que antiguamente estaba en un bote con remo, pero ahora es uno con motor fuera de borda. Pero las otras embarcaciones a que hice mención son ya de mediano tamaño, con motor dentro de borda y con una gran capacidad de pesca.



Quiero hacer presente algo -me parece muy bien lo que manifestó al respecto el Senador señor Horvath- que afecta por lo menos a la Séptima Región. La modificación a la Ley General de Pesca, que hemos analizado con dirigentes de los pescadores y con todos los Senadores de la Región, sin excepción, autoriza la pesca en zonas contiguas. Consideramos que esto no se debe permitir, salvo que los pescadores artesanales de la zona que va a ser penetrada den su aceptación. Lo que sucede en nuestra Región es que embarcaciones no pequeñas -principalmente medianas- se introducen en ella y efectúan pesca de cerco, con lo cual le quitan al verdaderamente artesanal la pesca, que es su subsistencia.



Por eso, anuncio desde ya que me pronunciaré en contra de la norma del numeral 3) del artículo 1°, que establece en el artículo 50 la posibilidad de que haya pesca artesanal en zonas contiguas con la sola aprobación del Consejo Zonal de Pesca, porque, a mi entender, atenta contra los intereses de los pescadores artesanales de la Región que represento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero hablar en el mismo sentido en que lo hicieron los Senadores señores Horvath y Zaldívar.



La disposición que se busca introducir a través del numeral 3) del artículo 1° -esto es, incorporar al artículo 50 de la Ley de Pesca una facultad para extender “el área de operación de los pescadores artesanales a más de una región o regiones, en pesquerías de peces, con el mismo procedimiento del inciso quinto de este artículo”-, previo informe técnico debidamente fundado de los Consejos Zonales de Pesca correspondientes, atenta en forma grave contra los intereses de la pesca artesanal de la Región de La Araucanía.



La pesca artesanal de la Región que represento está reducida a su mínima expresión, no porque tengamos pocos peces. Al contrario, la biomasa es bastante significativa frente a nuestras costas. El problema radica en que son  muy pocos los pescadores artesanales que han logrado inscribir sus embarcaciones. Y, por lo tanto, la cuota que se asigna a la Región de La Araucanía es realmente insignificante y se agota en muy poco tiempo.



Si a través del proyecto en análisis, además, autorizamos la perforación de las Regiones por otros pescadores artesanales, claramente los de Queule y de Puerto Saavedra quedan en situación de absoluta imposibilidad de mantener a sus familias y también la actividad pesquera en sus respectivas caletas. 



Por eso, anuncio mi voto favorable al proyecto. Pero, con la misma energía, señalo que, de no haber una modificación sustantiva al numeral 3) del artículo 1º y, también, al artículo 2º, que autoriza la inscripción en el Registro Artesanal a nuevos pescadores y embarcaciones, me pronunciaré en contra de tales disposiciones. 



Asimismo, debo agregar que, al decir que se autorizará la pesca en zonas contiguas, previo informe técnico de los Consejos Zonales de Pesca -comparto lo señalado al respecto por el Senador Zaldívar-, la negociación se tiene que dar entre organizaciones de pescadores artesanales, porque dichos Consejos están integrados también por pescadores industriales. Entonces, no es admisible que representantes de este último sector terminen tomando decisiones que, finalmente, solo afectarán a los pescadores artesanales. 



De ahí que lo razonable es que aquí se produzca -por así decir- una negociación en el buen sentido de la palabra entre organizaciones de pescadores artesanales de zonas contiguas o discontinuas. Si hay acuerdo entre ellas, por haber beneficio mutuo, no tengo inconveniente. Pero no creo que los Consejos Zonales de Pesca sean los que deben dar las autorizaciones respectivas, sino que ellas tienen que provenir de la negociación entre organizaciones de pescadores artesanales. 



Por eso, espero que se introduzcan modificaciones al numeral 3) del artículo 1º y  que se incorpore la Región de La Araucanía al artículo 2º. En tal entendido, voto favorablemente la idea de legislar. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Economía.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, pedí intervenir para aclarar dos cosas que considero importantes antes de la discusión general del proyecto.



La primera es que, como lo dijo el Senador informante, Presidente de la Comisión de Pesca, Honorable señor Horvath, nos hallamos ante una iniciativa de ley miscelánea, originada, principalmente, en el acuerdo de la Mesa Social de Aysén, que abordó muchas materias diferentes. Pero la urgencia y la separación de algunas de ellas obedecen a que gran parte de los asuntos contemplados por la normativa en estudio tuvo su origen en un tiempo distinto al de la “Ley larga de Pesca”. 



Por esa razón -y en respuesta a una inquietud planteada por el Senador señor Zaldívar-, actualmente se encuentran en tramitación simultánea varios proyectos relativos a la pesca, por lo que considero importante la aplicación de las normas de este proyecto antes de que ingrese a la Sala la “Ley larga” -a la cual también hizo referencia el señor Senador-, que introduce modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, que, como todos sabemos, fue despachada por la Cámara de Diputados y hoy día se encuentra en la Comisión correspondiente del Senado. 



Hay dos mociones más que yo, como Ministro de Economía y ex parlamentario, accedí a mantener en tramitación paralela y no incluir en la “Ley larga”. Una de ellas, define el descarte de especies hidrobiológicas - se encuentra en su trámite final, después de pasar por Comisión Mixta; le pusimos urgencia y le otorgamos nuestro patrocinio-; la otra también se halla en la Comisión de Pesca del Senado, y se refiere a protección de ecosistemas marinos. 



Por lo tanto, hay tres proyectos en tramitación paralela: el de la “Ley larga de Pesca”, el de ecosistemas marinos y el de descarte de especies hidrobiológicas, respetando estos dos últimos las mociones de un conjunto de parlamentarios. 



Y un cuarto proyecto de ley es este  misceláneo, que aborda un cúmulo de materias, entre las cuales figura a la que he hecho referencia, relativa a la forma de resolver la situación de pescadores artesanales que históricamente han pertenecido a una Región, pero que pescan y desembarcan sus productos en otra. 



Creo importante señalar que en la discusión particular tendremos que analizar ese punto, porque hay miradas diferentes en cada Región. Es muy relevante que Sus Señorías sepan que eso se cambia en la “Ley larga”. Como dijo el Senador señor García, se modifica la fórmula para pasar de una Región a otra (zonas contiguas), que ahora requiere el acuerdo de los pescadores artesanales. 



Esa es la enmienda propuesta en el proyecto. 



Por lo tanto, una vez que ingrese la norma vinculada a la perforación de zonas contiguas, las discontinuas van a seguir la misma suerte. Eso significa que no se podrá pasar de una región a otra, sea contigua o discontinua, si no se produce acuerdo entre los pescadores artesanales, incluso de la misma pesquería, porque en ciertas Regiones algunos de ellos tienen autorización para ejecutar actividades pesqueras diferentes. 



Todos los asuntos que deberemos discutir en particular pueden ser perfectibles. 



Solo pido el respaldo al informe de la Comisión sobre este proyecto misceláneo. Es de interés del sector que las materias incorporadas estén resueltas antes del 31 de diciembre. Ojalá lo podamos hacer cuanto antes, con las correcciones y perfeccionamientos que se puedan introducir. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no ha sido fácil tomar la decisión de qué hacer con este proyecto de ley, porque todos los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra han señalado que sufrirá profundas modificaciones, lo que comparto completamente. 



Entonces, en este momento de la discusión en general, uno podría perfectamente pensar actuar en sentido contrario a los argumentos explicitados aquí. 



Nos encontramos en pleno debate de la “Ley larga de Pesca”. Lo deseable hubiese sido que lo relativo a las zonas contiguas formara parte de su análisis. 



Como bien señaló recién el propio Ministro, lo propuesto ahora implica una enorme discusión. Nosotros no solo no lo compartimos, sino que defenderemos, a como dé lugar, la actividad que desarrollan los pescadores artesanales en cada una de las Regiones que representamos. La actuación de ellos en ese cuerpo legal, aunque recién lo estemos discutiendo y no lo hayamos votado. 



Por lo tanto, mi deseo era que el Ministro se hubiese allanado a acoger de inmediato la idea de mejorar este proyecto de ley, pero no fue así. Señaló que eso sería corregido en la “Ley larga de Pesca”. 



Entonces, el asunto es complejo, señor Presidente. 



Sin embargo, a propósito del debate sobre esa legislación, hay otra materia que me preocupa, la cual deseo explicar. 



El artículo 50 de la Ley de Pesca y Acuicultura establece: “El régimen de acceso a la explotación de los recursos hidrobiológicos para la pesca artesanal es el de libertad de pesca. No obstante, para ejercer actividades pesqueras extractivas, los pescadores artesanales y sus embarcaciones deberán previamente inscribirse en el registro artesanal que llevará el Servicio, salvo que se configure algunas de las causales denegatorias del artículo 50 A.



“No obstante, con el fin de cautelar la preservación de los recursos hidrobiológicos, cuando una o más especies hayan alcanzado un estado de plena explotación, la Subsecretaria, mediante resolución, previo informe técnico debidamente fundamentado del Consejo Zonal de Pesca que corresponda, podrá suspender transitoriamente por categoría de pescador artesanal y por pesquería, la inscripción en el registro artesanal en una o más regiones”.



Lo anterior es importante -salvo que no haya entendido el problema, lo cual puede ser posible-, por lo que nos señaló el Ministro en la Comisión de Pesca, en una contundente exposición que nos hizo la semana pasada, respecto del estado en que se encuentran las principales pesquerías en nuestro país. Y en el caso de la Región que represento las especies congrio dorado y merluza del sur están sobreexplotadas o en colapso.



Entonces, obviamente, para los pescadores artesanales y para la pesca en general de la Duodécima Región, este tema es altamente complejo. 



Por ejemplo, hay una cuestión que todos hemos debatido y que dice relación con las zonas contiguas. La legislación actual establece lo siguiente:



“Podrá extenderse el área de operaciones de los pescadores artesanales a la región contigua a la de su domicilio permanente y base de operaciones, cuando éstos realicen frecuentemente actividades pesqueras en la región contigua. Para establecer esta excepción, se requerirá de la dictación de una resolución de la Subsecretaría, previos informes técnicos debidamente fundamentados de los Consejos Zonales de Pesca que corresponda.



“Mediante igual procedimiento al señalado en el inciso anterior se podrá extender el área de operación de los pescadores artesanales a más de una región, tratándose de pesquerías de especies altamente migratorias y demersales de gran profundidad, con acuerdo de la mayoría de los representantes de la Región contigua del Consejo Zonal respectivo”.



Por lo tanto, digámoslo con claridad: la disposición propuesta ayuda a los industriales, porque posibilita que se mande a quienes se dedican a la pesca artesanal a otras Regiones, a otras zonas, a buscar recursos, para luego vendérselos a ellos.



Entonces, me hace sentido el que uno pueda aprobar en general el proyecto -de hecho, así lo hice en la Comisión-. Pero, ¿sabe qué, señor Presidente? Como estoy seguro de que aquí, en la Sala, habrá votos suficientes para tal efecto, que la aprobación de la idea de legislar está asegurada, yo, en lo personal, intentaré tener consecuencia absoluta con el criterio de no permitir, bajo ningún punto de vista, que exista este concepto de las zonas contiguas; vale decir, que pescadores de otras Regiones vayan a penetrar una Región o Regiones donde sus pobladores ya desarrollan actividad pesquera artesanal.





Por lo tanto, no votaré afirmativamente en general esta iniciativa, sino en forma negativa. De acuerdo con lo que he expuesto, es lo lógico. 



Me hubiese gustado que la presente discusión se realizara a propósito de la “Ley larga de Pesca”, que es donde correspondería debatir estos temas. Sin embargo, reitero que, entendiendo que la votación será favorable a este proyecto en general, yo me pronunciaré en contra.



He dicho.

El señor HORVATH.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Me permite 30 segundos, Su Señoría? Tengo que hacer un paréntesis.

El señor HORVATH.- Conforme.

MODIFICACIÓN DE ESCALA DE SUELDOS BASE PARA 

PERSONAL DE MUNICIPALIDADES

El señor ESCALONA (Presidente).- Quiero hacer un anuncio con referencia al proyecto que modifica la escala de sueldos base fijada para el personal de las municipalidades.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8333-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 33ª, en 10 de julio de 2012.


Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.



Certificado de la Comisión de Hacienda: sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.



Discusión:



Sesión 37ª, en 31 de julio de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Con respecto a esta iniciativa, los Comités acordaron hoy abrir un nuevo plazo para formular indicaciones hasta esta tarde, a las 17 horas.



Pues bien, el plazo ya venció y se presentaron tres indicaciones, las cuales son inadmisibles,...

El señor PROKURICA.- ¡Claro!

El señor ESCALONA (Presidente).-... como era lógico, por la naturaleza del asunto. De manera que ofrezco la palabra, por si hubiera alguna nueva.

El señor LARRAÍN.- ¡Que se dé por aprobado, señor Presidente!

El señor PROKURICA.- ¡Sí, aprobémoslo no más!

El señor ESCALONA (Presidente).- En consecuencia, se debe dar por aprobado también en particular.



--Se aprueba en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se agradecen los aplausos, amigos de las tribunas.

CAMBIOS A REGULACIÓN SOBRE ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS Y POSIBILITACIÓN DE 

INSCRIPCIÓN EN REGISTRO ARTESANAL
El señor ESCALONA (Presidente).- Volvemos, entonces, a la discusión general del proyecto de ley que modifica la Ley de Pesca.



Senador Horvath, ¿desea usted exponer un punto de reglamento?

El señor HORVATH.- Sí, señor Presidente. Y además hacer una precisión.



Cuando se plantea que esta iniciativa miscelánea pase a la “Ley larga”, en el fondo se perjudica a los pescadores artesanales, porque lo que ellos requieren...

El señor ESCALONA (Presidente).- Eso no es tema de reglamento, señor Senador.

El señor HORVATH.-
 Es que se están mezclando las cosas, Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador Horvath, usted conoce el Reglamento tanto como yo.

El señor HORVATH.- ¡Para qué negarles un derecho a los pescadores artesanales, a quienes beneficia este proyecto de ley!



Por tal razón, pido que se someta a votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se le otorgó el uso de la palabra para hacer observaciones de reglamento, no de contenido, señor Senador.

El señor HORVATH.- Sí. Pero estoy inscrito.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha solicitado abrir la votación.



¿Le parece a la Sala?

El señor BIANCHI.- Sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Acordado.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay varios oradores inscritos.



De acuerdo con el orden que aparece en pantalla, le corresponde intervenir primero al Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, de la cual soy miembro. Y lo que se solicita ahora a la Sala es despacharlo solo en general, fijando un plazo para presentar indicaciones a fin de mejorarlo en la segunda instancia en ese órgano técnico.



Su objetivo, como ya se ha señalado, es fomentar la asociación entre armadores artesanales, posibilitando que estos, además de ser titulares de dos embarcaciones, puedan ser socios de hasta una organización de pescadores que sea titular de una embarcación; permitir la constitución de organizaciones de pescadores artesanales entre dos o más pescadores, a las que podrán aportar hasta dos embarcaciones, y extender el área de operación de los pescadores artesanales a más de una Región o Regiones, previo acuerdo del Consejo Zonal de Pesca de la Región que va a recibir a los pescadores.



A ello se agrega el disponer la inscripción por el Servicio Nacional de Pesca de distintos recursos marinos en favor de pescadores con inscripción vigente en determinados productos en las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena (congrio dorado y reineta); en la Región de Arica y Parinacota (jurel), y en la isla Santa María, de la Octava Región (sardina común y anchoveta).



Por último, se busca permitir a los pescadores artesanales de las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena la cesión de toneladas que tengan asignadas por un año determinado a los armadores industriales.



El principio orientador del proyecto es flexibilizar el sistema regionalizado establecido por la Ley General de Pesca.





Cabe señalar que la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH) consideró que existe apresuramiento respecto a esta iniciativa, por cuanto se encuentra en tramitación la llamada “Ley larga”, en tanto que el Presidente del Consejo Regional de la Pesca Artesanal de los Fiordos y Archipiélagos de Aysén (CORFAPA), don Iván Fuentes, estimó que ella no da soluciones de largo plazo ni favorece la sustentabilidad del recurso pesquero. No obstante, él también piensa que es necesario legislar sobre esta materia.



Por eso la Comisión, después de escuchar a representantes de 15 organizaciones, aprobó el proyecto solo en general, para seguir discutiéndolo en particular más adelante si así lo estima procedente la Sala.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Está inscrito a continuación el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, es indudable que uno preferiría, como punto de partida, discutir todos estos temas en la “Ley larga”, que ya empezamos a estudiar en la Comisión. De hecho, ayer realizamos una sesión extraordinaria donde escuchamos a personeros de varias ONG relacionadas con todo lo concerniente al manejo y administración de recursos hidrobiológicos. Asimismo, hemos visto varias iniciativas de ley misceláneas, por así decirlo: una sobre descarte de especies, a la que se refirió el Ministro señor Longueira; otra atinente a la protección de ecosistemas marinos vulnerables, que también es fundamental, y hemos estado trabajando en lo referente a los observadores científicos, porque es muy importante certificar efectivamente qué, cuánto y dónde se captura, esto último, mediante los posicionadores. 



Lo que se busca con el proyecto, para ser bien claros, es, ante todo, establecer una regulación sobre las organizaciones de trabajadores para favorecer la asociación entre armadores artesanales.



Eso, por un lado.



Y es cierto lo que señalaba el Presidente de la Comisión: aunque no es materia propia de esta iniciativa, en el fondo resulta imprescindible separar a los artesanales. 



Cada vez que se habla de ellos pareciera ser que nos estuviéramos refiriendo a los boteros. Pero resulta que hoy tienen naves de hasta 12 metros de eslora, y los que poseen embarcaciones de entre 12 y 18 metros de eslora -son 1.100 naves- capturan más del 50 por ciento de todo el recurso. ¡Ojo! El llamado “sector artesanal” -mal llamado “artesanal”- o semiindustrial, con naves de eslora entre 12 y 18 metros, captura cerca del 55 por ciento de la cuota.

El señor LETELIER.- Sí, pero ¿de qué cuota?

El señor ROSSI.- De la cuota global, Senador Letelier.



La ley establece que no pueden tener más de dos embarcaciones, con un valor de hasta 300 millones de pesos cada una. Entonces, ¡pequeños artesanales no son! ¡300 millones! Y hay “palos blancos”, como aquí se ha dicho, por lo que pueden poseer una, dos, tres. 



Por eso, resulta superimportante fijar reglas claras para todo el sector. Yo lamento mucho -ojalá que en el Senado no se repita lo que ocurrió en la Cámara- que cada parlamentario defienda intereses corporativos de su Región.

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¡Es obvio que debe ser así!

El señor ROSSI.- Es que a mí me parece que aquí debe haber otra mirada.



El tema central, el principio rector del debate en este proyecto, a mi juicio, debiese ser la sustentabilidad del recurso hidrobiológico porque, si no, vamos a estar tirados por los intereses regionales de un lado y del otro. A unas Regiones les interesa pescar en la zona contigua; a otras no. Unas quieren que se pesque en la primera milla; otras no. Unas son partidarias de la perforación; otras no. 



Entonces, si cada parlamentario empieza a legislar pensando en intereses regionales y de acuerdo a la conveniencia de un sector minoritario del país, lo que vamos a estar realizando es un esfuerzo que, en mi opinión, no considerará el bien de Chile.



Para mí es superimportante tener en cuenta eso al inicio de esta discusión. Por supuesto, yo tengo una visión crítica de lo que es la pesca en zonas discontinuas, pues justamente se trata de racionalizar la actividad pesquera. Hoy existen muchas pesquerías sobreexplotadas, al borde del colapso. De ahí que lo más relevante ahora es contar con una buena regulación para la determinación de las cuotas, basada en criterios avalados por organismos técnico-científicos que reemplacen el criterio político, “el dedo”, que nos ha hecho llegar a esta situación tan dramática, donde cuotas de investigación de 2 por ciento se usan -digámoslo- para pagar favores políticos o para “apagar incendios” cuando hay algún problema en una Región.



Por lo anterior, creo que al legislar en esta materia debe haber una mirada de Estado.



De otro lado, quiero señalar que a mí no me gusta esto de la cesión de cuotas artesanales en favor de los industriales. Sin embargo, debo admitir que se trata de casos excepcionales, donde al artesanal prácticamente le sale más caro salir a capturar la cuota asignada. Estoy hablando de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena. Además, recordemos que aún estamos en la discusión general.



Coincido en que los tres primeros temas -regulación de zonas discontinuas; cesión de cuotas artesanales a industriales, y regulación de organización de pescadores- debieron haberse visto en la “Ley larga”, pero lo que sí considero bastante urgente, señor Presidente, es la inscripción en el Registro Artesanal, por el Servicio Nacional de Pesca, de distintos recursos en favor de los pescadores con inscripción vigente. Es un asunto bien importante, contenido en este proyecto de ley misceláneo, cuyo despacho están esperando muchos artesanales que se han acercado a nuestra Comisión a plantear su relevancia.



Así que, en síntesis, creo necesario aprobar la idea de legislar en esta materia, sin perjuicio de que estoy por rechazar varias normas en la discusión particular. Pero, principalmente, pido hacer el esfuerzo de pensar en el país como un todo, porque, de lo contrario, vamos a estar desempeñando mal nuestra labor. 



Todos sabemos que aquí hay diversos intereses en juego. A todos nos llegan cientos de correos electrónicos solicitando audiencia por parte de cada grupo que defiende determinado interés. Hay que escucharlos a todos, con mucho respeto; ser capaces de acoger las buenas ideas y de rechazar las malas, pero lo más importante -insisto, y con esto termino- es que el principio rector sea la sustentabilidad del recurso, pues, de no ser así, vamos a terminar de depredar los recursos marinos, como ya pasó con el jurel.



El caso del jurel es emblemático; lo mismo el de la merluza austral. Lo que está ocurriendo en numerosas pesquerías es dramático.



Es lo que quería aportar a la discusión, señor Presidente.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Aparece inscrito a continuación el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo hacer muy breves comentarios, porque en lo sustantivo ya se ha dicho lo que quería plantear a raíz de algunas inquietudes que vengo formulando en esta Corporación desde hace muchos años.



El primero se refiere a la preocupación que han manifestado algunos señores Senadores en cuanto a que no es bueno que este proyecto no se vea dentro de la “Ley larga”. La verdad es que, pensando en los intereses de los pescadores artesanales, quizás sea mejor que eso no ocurra, pues de esta forma es posible realizar una discusión más concentrada en un tema específico y despacharlo con mayor rapidez, sin caer en un debate complejo, como es y será la tramitación de la llamada “Ley larga de Pesca”.



Lo mejor es enemigo de lo bueno. Y además, en este caso, “lo bueno” resulta bastante significativo.



Por cierto, aquello no afecta para nada uno de los objetivos centrales de la legislación pesquera, que es proteger el recurso, más allá de cualquier otra consideración.



Adicionalmente, quiero manifestar mi preocupación por el comentario de un señor Senador que me precedió en el uso de la palabra en el sentido de que defender intereses regionales equivale a defender intereses corporativos.



Ese me parece un concepto profundamente equivocado, porque uno no es elegido Senador de la República, sino Senador de la República en representación de una Región. Y si uno no es capaz...

El señor ROSSI.- ¡Hable en general!

El señor LARRAÍN.- Por favor, le ruego que se contenga, Senador.



Cuando usted haga uso de la palabra...

El señor ROSSI.- ¡Y usted, hable en general, no sobre mí!

El señor LARRAÍN.- ¡El Senador no se contiene! ¡Es incontinente!

El señor ROSSI.- ¡Es usted el que tiene incontinencia! ¡Y conmigo nomás!

El señor LARRAÍN.- ¿Qué quiere que haga, Presidente, con los Senadores cuando no contienen el uso de la palabra?

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.

El señor ROSSI.- ¡Usted tiene una persecución contra mí!

El señor LARRAÍN.- ¡Continúa hablando, señor Presidente!



¿Es posible intervenir sin que uno sea interrumpido?

El señor ESCALONA (Presidente).- Es perfectamente posible, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Voy a reiterar la idea, señor Presidente.



Aquí, un señor Senador ha manifestado que defender los intereses de una Región equivale a defender intereses corporativos. Y repito que a mí eso me parece un error conceptual, porque uno se debe a los ciudadanos electores.



En mi caso personal, cuando voto, siempre lo hago, en primer lugar, en conformidad a mi conciencia; pero, en seguida, lo hago pensando en la gente que me eligió, que es a quien yo represento, poniéndola incluso antes de intereses partidistas, porque me parece que en democracia uno se debe a los ciudadanos que lo eligieron.



Todas las realidades son distintas. Hay Regiones que tienen intereses en el ámbito minero; otras, en el ámbito pesquero. En la mía, lo central está vinculado con la agricultura. Y siempre he procurado defenderla de aquellas normas que perjudican el desarrollo de dicha actividad. 



En este caso, si bien nuestra representación pesquera no es muy significativa, la materia en debate sí lo es para los pescadores artesanales.



Por lo anterior, señor Presidente, hacer presente la inquietud que tiene una Región respecto de sus intereses en relación con la pesca artesanal no implica para nada defender intereses corporativos: es defender los intereses de la gente que yo represento en este Senado, cuestión que vengo haciendo desde hace muchos años.



Y lo hago ahora, en particular, porque los pescadores artesanales de mi Región han sufrido por dos motivos: uno, porque las cuotas de captura que les han asignado no corresponden a la disponibilidad del recurso pesquero, lo cual ha resultado imposible cambiar, a pesar de los numerosos intentos desplegados durante este período; y dos, porque pescadores artesanales de embarcaciones mayores de regiones contiguas abusan y, más allá de lo que la ley autoriza, perforan los límites y entran en la Región del Maule, quitándoles a los nuestros el pan de su boca.



Por lo tanto, señor Presidente, si esos son intereses corporativos, los voy a defender hasta la saciedad, por cuanto pienso que corresponde a la legítima defensa de un derecho de los pescadores artesanales de mi zona.



Por esa misma razón, me preocupa la disposición contenida en el numeral 3) del artículo 1° del proyecto, que agrega un inciso nuevo al artículo 50 de la ley, el cual flexibiliza, por lo menos en su texto, la posibilidad de que los pescadores artesanales de regiones contiguas, simplemente con la autorización del Consejo Zonal respectivo y previos informes técnicos, entren en aquellas donde no existe el mismo derecho, por su naturaleza y por su situación geográfica.



En ese sentido, me parece tranquilizador que el Ejecutivo haya anunciado la voluntad de modificar tal disposición en orden a circunscribirla más.



Sin embargo, me parece que no solo hay que hacerlo respecto al inciso quinto, al que se refirió el Ejecutivo y sobre el cual informó el Presidente de la Comisión de Pesca, sino también en relación con el inciso sexto. Porque si bien la situación es distinta cuando se trata de especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, me parece que la norma a través de la cual se establecen las limitaciones es demasiado restrictiva.



Por lo tanto, quiero solicitar -o de lo contrario lo haremos por nuestra cuenta- que el Ejecutivo, en el momento de presentar la indicación referida al inciso quinto del artículo 50, también incluya el inciso sexto, para evitar cualquier tipo de flexibilidad que signifique que los pescadores de una determinada Región puedan entrar en otra e invadir ciertas zonas reservadas a pescadores artesanales, abusando de su condición superior en cuanto a contar con una flota más poderosa o disponer de mayores recursos y posibilidades.



Es menester añadir que los distintos dirigentes de los sindicatos de pescadores artesanales de mi Región -por lo menos los del Maule Sur- han manifestado su rechazo completo a esta disposición. Yo la aprobaré en general solo en el entendido de que el Ejecutivo presentará una indicación para corregirla. Si eso ocurre la aprobaremos en particular. Si no, intentaremos buscar la eliminación de la norma o su corrección para asegurar que los derechos de los pescadores artesanales no sean violentados por sus colegas de Regiones contiguas, quienes van más allá de la zona que les corresponde e invaden territorios a los cuales no deberían acceder.



Esa es la filosofía que subyace en esta normativa.



Dicho lo anterior, reitero que aprobaré en general esta iniciativa porque a mi entender contiene normas que flexibilizan los intereses de los pescadores artesanales en muchos sentidos, resuelve problemas concretos en algunas Regiones a los cuales hace referencia su texto y permite avanzar con mayor rapidez, a nivel nacional, en cuanto a proteger y cautelar los intereses de los pescadores artesanales, con la excepción a que he aludido, contenida en el numeral 3) del artículo 1° del proyecto, cuyo texto apunta a modificar en forma indebida, a mi juicio, la proyección de los pescadores artesanales en las Regiones contiguas.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, quiero expresar, por mandato de los pescadores artesanales de la Novena Región, que, si bien el proyecto en debate recoge las inquietudes de las distintas zonas del país, La Araucanía -se supone que ella debe ser objeto de un plan especial, el que no figura en la presente iniciativa- no ha sido considerada desde el punto de vista de los intereses de la pesca artesanal. 



La Región de La Araucanía cuenta con un par de caletas pesqueras y no tiene potencialidad de pesca, pero reúne las mejores condiciones para la reproducción de recursos, razón por la cual deberíamos declararla como una zona eminentemente reproductiva y hacer que la pesca artesanal, la más pequeña -aquella con embarcaciones inferiores a doce metros de eslora-, pueda desarrollar actividades con una cuota determinada.



Hoy día, dicha Región no tiene cuotas en la “Ley corta de Pesca” ni tampoco en la “Ley larga” o ellas son absolutamente insignificantes. Por lo tanto, en mi opinión, como en la de los pescadores artesanales de la Novena Región, la legislación en comento no los representa por cuanto no han sido debidamente escuchados.



Además, la amenaza de permitir que pescadores de otras Regiones puedan incursionar en zonas contiguas, con o sin autorización de los consejos zonales de pesca, sobre la base de un informe técnico que diluye bastante la situación, provocará que los que se desempeñan en nuestra Región, que poseen una baja cuota y pocas embarcaciones, puedan verse perforados en su zona de extracción.



En consecuencia, no me parece adecuado el marco en que estamos desarrollando esta discusión, motivo por el que, en representación de los pescadores artesanales y en virtud del mandato que nos entregaran en una reunión previa llevada a cabo en Queule a la cual no pude asistir -sí lo hizo el Senador Quintana-, vamos a votar en contra de esta legislación, con el objeto de que el Ejecutivo envíe otra iniciativa legal que nazca de un debate más profundo, de un diálogo que implique escuchar más a una Región que no ha tenido la atención que se merece.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra al Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, aunque por lo visto usted no esperaba tanto mi intervención como la anterior, debo expresar que la iniciativa en debate contiene tres ideas matrices que conviene resumir.



La primera tiene que ver con temas relativos a asociación, lo que ha sido múltiplemente pedido tanto por el Congreso como también por la pesca artesanal. Por ello, fomentar la asociación entre armadores artesanales y permitir la constitución de organizaciones de pescadores artesanales entre dos o más de ellos, significa avanzar en la misma línea. 



En resumen, aquí hay un ánimo declarado del Ejecutivo en el sentido de señalarnos algo que consideramos muy relevante: la asociación es útil en este mundo, resulta clave en el futuro de la organización y constituye el nervio de los pescadores artesanales de aquí al horizonte que uno puede avizorar.



Por eso, me parece bien que este proyecto se haga cargo de estos aspectos, que se dan de hecho, que no están prohibidos y que, por este lado, se fomentan.



Eso apunta en el sentido correcto.



Una segunda línea de la idea matriz de la iniciativa dice relación con situaciones locales, regionales -es bueno que así sea- que ocurren particularmente en Los Lagos, Aysén, Magallanes, la Antártica o en la Octava Región. Aunque ninguna de ellas corresponde a la zona que represento en el Senado, resulta conveniente que el Servicio Nacional de Pesca disponga la inscripción de distintos recursos marinos en favor de pescadores con inscripción vigente en determinados productos en las Regiones señaladas.



Según me explicaron los parlamentarios de esas zonas, ello claramente llena un vacío que hoy día se puede ocupar de buena forma, permitiendo la inscripción de pesquerías bajo una modalidad que actualmente no existe.



Del mismo modo, el proyecto se hace cargo de situaciones excepcionales -según me señalaban, especialmente en Aysén y Magallanes-, mediante las cuales pueden cederse determinadas toneladas, sobre la base de un sistema decreciente, a armadores industriales, con ciertas limitaciones. Conforme a lo que me indicaron, a veces el costo de extracción de las cuotas se hace imposible, por lo que conviene operar a través de otro tipo de armadores,  y para que esto no se convierta en un negocio de rentistas, con  una disminución gradual de las cantidades susceptibles de extraer.



Creo que lo anterior aplica el sentido común, son normas propias de la pesca artesanal que apuntan en la buena línea.



El tercer aspecto -y este ha sido el más discutido- tiene que ver con la extensión del área de operaciones de los pescadores artesanales. Y aquí me parece que existe un entendimiento muy importante en orden a que esta materia debe contener un elemento central, que es el acuerdo de los pescadores de la zona en cuanto a que esta eventualmente podría ser objeto de extracción por trabajadores de Regiones contiguas. 



Tal como está redactada la norma -y así lo planteó el Ministro en forma muy clara-, obviamente puede producirse un problema en el sentido de que una mayoría en el Consejo Zonal de Pesca disponga algo que, desde la perspectiva de la pesca artesanal local -y este es un conflicto que no solo ocurre en mi Región, sino también en otras-, afecte derechos legítimamente adquiridos por estos pescadores.



Al respecto, entiendo que la fórmula, que de alguna manera está encaminada, es pedir el acuerdo de los pescadores artesanales de la zona, entre comillas, afectada. Sin duda, si ellos se hallan en condiciones de acceder podrá generarse ese tipo de pesca. De lo contrario, no. De esa manera, es factible cautelar lo que en la Ley General de Pesca será parte del ADN del nuevo modelo que estamos instalando, a los efectos de normar de mejor forma esta actividad que por descuido, por despreocupación, por mala regulación, por un sentido equivocado, hoy día se encuentra en una situación muy difícil.



Ya vimos, con motivo de la tramitación de convenciones internacionales, lo que pasa cuando no hay una comprensión adecuada ni incentivos bien colocados en materia de pesca del jurel, por ejemplo. 



En definitiva, creo que esta iniciativa constituye un avance y, obviamente, va a tener su elemento tensional máximo cuando se apruebe -espero yo- el proyecto sobre modificaciones a la Ley General de Pesca. Por cierto, ella está enfocada a tres ideas precisas vinculadas con la pesca artesanal, respecto de las cuales yo concuerdo con la mención de que las cesiones de cuotas deben efectuarse con el acuerdo de esa pesquería.



Así que me parece que la iniciativa en debate está bien ideada, y espero que la sigan a la brevedad los restantes proyectos que van a configurar la nueva institucionalidad pesquera que Chile tanto necesita.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, la verdad es que he escuchado atentamente las exposiciones de los Honorables colegas.



Sobre el proyecto que nos ocupa, debo decir que, la semana pasada, los Senadores del Maule y los pescadores artesanales de nuestra Región tuvimos una larga reunión con el Ministro de Economía, señor Pablo Longueira.



Y si uno lee su contenido, lo cierto es que no entiende el sentido de la tramitación de la iniciativa y siente -yo en particular (a lo mejor, estoy absolutamente equivocada, pero él podrá sacarme de mi error)- que hay aquí contrabando. Porque son cuatro las materias que se regulan, una de las cuales tiene que ver -y me quedó clarísimo al escuchar a dicho Secretario de Estado- con determinadas Regiones, en particular con el conflicto de Aysén. Pero también existen otros asuntos vinculados a la Región de Arica y Parinacota y a la isla Santa María, de la Octava Región.



Es posible entender que haya efectivamente urgencia y que el proyecto persiga regular una situación y hacerse cargo de una demanda que aparece justa y legítima. Sin embargo, al analizar los otros tres aspectos que figuran en él -la regulación de las organizaciones de pescadores, la regulación de las zonas discontinuas o la cesión de cuotas por parte de los pescadores artesanales a los industriales-, inevitablemente uno se pregunta: ¿por qué en esta normativa miscelánea legislamos acerca de materias que son propias de la “Ley larga de Pesca”?



Yo no entiendo el sentido de ello, salvo que se quiera pasar como contrabando una normativa que ha de discutirse en esa otra legislación.



Por cierto, en este Parlamento resulta imposible votar en contra de un proyecto que contiene algo tan anhelado por los pescadores de Aysén, liderados por Iván Fuentes, porque ¿cómo le explicaríamos a él, a su gente y a todo el país que estamos oponiéndonos a algo que parece justo y legítimo?



Sin embargo, los otros tres puntos, francamente, van en contra de todo lo conversado, de lo que uno entiende por sustentabilidad, participación y protección de los recursos.



Yo represento a la Región del Maule Sur, que no cuenta con este tipo de industria y donde los pescadores artesanales no quieren que se perfore su zona, ni siquiera respecto de las zonas continuas. ¡Para qué hablar de lo que puede ocurrir con las zonas discontinuas! 



Por eso, creo que esos tres aspectos deben ser discutidos en la “Ley larga de Pesca”, aunque, por lo demás, no estoy de acuerdo con casi todos ellos. 



En realidad -como dijo el Senador Coloma-, pareciera que, en definitiva, estamos haciendo de esta una actividad de rentistas, donde la cuota de los más pequeños se la vendemos a los grandes, donde no posibilitamos la sustentabilidad, donde no nos hacemos cargo de algo que se ha instalado en nuestro país: la discriminación.



La discriminación en Chile no es un tema que afecte solo a los grupos minoritarios: al final del día, afecta a la inmensa mayoría de los hombres y las mujeres de nuestra tierra y, por supuesto, también de los pescadores artesanales.



Considero, señor Presidente, que de esta forma no ayudamos a construir un país distinto, sino que vamos, por la vía del chantaje y del contrabando, acrecentando diferencias que son injustas y que a mí, en particular, no me gustan.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, quiero partir señalando que entiendo la importancia de este proyecto de ley misceláneo; lo significativa que es la pesca artesanal; la relevancia de contar con normativas que permitan la explotación de los recursos pesqueros de manera sustentable y que los protejan. Pero me gustaría hacer una reflexión.



Comprendo las demandas de los pescadores artesanales de las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes en lo relativo a la cesión de cuotas. Sobre el particular, me sumo a lo expresado por otros Senadores en cuanto a que esta materia debe ser regulada de manera bastante acotada, muy delicadamente, porque, de lo contrario, podemos terminar aplicando estos principios al resto de las normas de la Ley de Pesca; concluir  -como se ha señalado acá- con rentistas o pescadores que, en lugar de salir a pescar, de cuidar la pesca artesanal -lo cual tiene un elemento cultural detrás, un significado muy importante-, arriendan o ceden sus cuotas a terceros. 



Desde ese punto de vista, se terminaría con la pesca artesanal propiamente tal, y lo mejor sería regular derechamente la pesca industrial.



Ahora bien, señor Presidente, deseo formular el siguiente comentario.



Las materias que se regulan en la presente iniciativa se refieren a las organizaciones de pescadores; al fomento de asociaciones de este tipo; a la regulación de zonas discontinuas; a lo que señalaba recién, que es la cesión de cuotas por parte de pescadores artesanales a los industriales; a la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal. Y me parece muy pertinente que podamos acoger, sobre todo, este último punto. 



Ciertamente, el proyecto se aprobará hoy día en general. Pero me gustaría decirles -y lo señalo con respeto; no se me ocurre una palabra más fina- que, tal vez, lo que ha hecho en forma subrepticia el Gobierno no procede. Creo que muchos de estos temas son parte de la “Ley larga de Pesca”. 



Y, al respecto, deseo recordar que en esto ha habido una intención, cierto espíritu del actual Gobierno con los Ministros anteriores. ¿En cuanto a qué cosa? A tratar de sobrepasar la discusión de la Ley General de Pesca, cuya vigencia vence este año, a través de iniciativas misceláneas.



También quisiera señalar que no hace mucho discutimos, entre otras cosas, a propósito de la estructura, de la forma en que debe desarrollarse la actividad de los pescadores artesanales, la idea de instalar posicionadores satelitales. Y eso fue desechado acá -ganamos aquel debate- porque dijimos que ello debía ser discutido con motivo de la Ley de Pesca, la general, la que vence este año, la normativa que se acaba de aprobar en la Cámara de Diputados. 



Asimismo, deseo recordar que en su oportunidad, cuando resultaron severamente dañados algunos puertos producto del terremoto y cabía hablar de su reconstrucción, se dijo “Prorroguemos la vigencia de la Ley de Pesca actual”. ¿Con qué objeto? Con el de poder incentivar a que los privados invirtieran en aquellos y de estar seguros de que pudiesen recuperar lo invertido como consecuencia del mejoramiento de los puertos.



Señor Presidente, a ratos, me parece un poquito vergonzoso que se trate de esquivar la discusión de fondo, como ocurrió a mi juicio en buena parte de la Cámara de Diputados. Y no entiendo por qué razón el proyecto viene en la forma descrita, salvo en lo que respecta a uno o dos aspectos puntuales. Además, se dijo -así se lo entendí al Senador Horvath- que era necesario aprobarlo rápidamente para un sector específico de nuestro país. Sin embargo, estimo que algunas de sus disposiciones debieron ser parte de la Ley General de Pesca.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo quiero precisar algunos puntos.



La verdad es que la Comisión debatió con las organizaciones respectivas si resultaba o no conveniente dejar las materias contenidas en este proyecto para su análisis con ocasión de la denominada “Ley larga de Pesca”, que vence en diciembre del presente año y que establece el límite máximo de captura por armador y los fraccionamientos. 



Dicho límite máximo corresponde a un porcentaje de la cuota anual que se define -sobre la base de algunos mecanismos que son más complejos de explicar- entre lo que se ha pescado históricamente y el promedio de autorizaciones. Eso da holgura para saber en forma anticipada con qué cuota se contará año a año, para así poder contratar gente, regular la flota y no entrar en lo que antes se llamaba “carrera olímpica”, donde se determinaba una cuota global y cada uno podía sacar lo que deseaba hasta completarla. Esta se enteraba a mitad de año y se cerraban las pesquerías. Por lo tanto, no existía tiempo para agregarle valor; se hacía un sobreesfuerzo; había demasiadas naves; no se observaba continuidad en el trabajo, etcétera.



Las pesquerías han sido llevadas a riesgo y al colapso -como se ha señalado aquí- porque se han entregado cuotas por sobre la sustentabilidad. En el caso del jurel, en un minuto dado, fueron 4 millones de toneladas anuales; en el de la merluza austral, en los años 80, se estuvo por encima de las 80 mil. Hoy en día, respecto del jurel, apenas se llega a las 300 mil toneladas, y son cuotas exiguas, como para no detener la actividad.



Lo que nosotros no podemos permitir es que se siga repitiendo el hecho de que se asignen recursos naturales para resolver problemas sociales. Estos se solucionan a través de programas sociales, pero no con cargo a aquellos, pues no se garantiza la sustentabilidad.



En tal sentido, en el proyecto de “Ley larga” se abordan las materias en profundidad. Por ejemplo, el potenciamiento de las instituciones: IFOP, SERNAPESCA, Subsecretaría. Además, el Gobierno crea mediante él once comités técnico-científicos que definirán los parámetros que se usarán para tomar las decisiones.



Todo eso lo veremos en la iniciativa de “Ley larga”. Pero siempre hay cuatro pilares organizadores: el económico, el social, el ambiental y el cultural. 



En esa línea, hago un llamado, incluso a quienes se pronunciaron a favor en la Comisión y ahora están cambiando el voto, porque esto, en algunos de sus números, beneficia a los pescadores artesanales. Me estoy refiriendo, por ejemplo, a los que permiten inscribir ciertas pesquerías, como aquí se ha expresado.



Tratándose de las zonas discontinuas, solo hemos recibido un caso concreto: el de los pescadores de Lebu, quienes tienen una pesquería desarrollada en determinados lugares y que desembarcan en la Décima Región. Y eso debe acordarse entre las organizaciones pertinentes, situación que, para acotarla, abordaremos durante la discusión particular.



En el caso de la zona austral, según se manifestó, no se puede obligar a los pescadores artesanales si ello les significa perder fondos, medios, por cuanto extraen su cuota con dificultad y están logrando un precio inferior al que necesitan para cubrir los costos.



Las empresas tampoco reciben las cuotas con entusiasmo, porque el precio internacional se halla muy bajo. 



Esta es una situación coyuntural, y de ello se hace cargo la ley miscelánea en proyecto.



Por lo tanto, reitero la conveniencia de aprobar ahora la idea de legislar y acotar el texto en términos muy breves durante el debate particular, de manera que, en sus aspectos positivos, el articulado empiece a regir este año. 



Las restantes materias serán vistas con motivo del proyecto de “Ley larga”, que ya estamos discutiendo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, acá hay varios objetivos que perseguimos todos, especialmente quienes representamos a zonas pesqueras donde la actividad artesanal es muy fuerte. Pero, sin duda, el más importante es la preservación de recursos hidrobiológicos que han tenido un agotamiento preocupante.



En tal sentido, la discusión del proyecto de “Ley larga” será muy relevante.



La iniciativa que nos ocupa esta tarde es más acotada, y se hace cargo de aspectos bien puntuales.



Yo discrepo totalmente de la posibilidad de permitir que los pescadores de las zonas continuas y discontinuas pesquen en otras Regiones. 



En la de Aysén hemos tenido muy mala experiencia con las zonas contiguas. Pescadores de la Décima Región han ido con sus embarcaciones a algunos lugares provistos de permisos acotados, con el compromiso de, por ejemplo, usar posicionador satelital, pues allí no hay fiscalización del SERNAPESCA ni de la Armada. Y teníamos muchas expectativas de que esa norma y otras se empezaran a cumplir. Desgraciadamente, no ocurrió así. No pusieron aquel dispositivo; comenzaron a afectar los caladeros, los recursos de la Undécima Región, etcétera. Entonces, los pescadores artesanales locales, quienes toda la vida han cuidado el litoral, los fiordos, en fin, se vieron muy perjudicados, pues se estaba atentando contra la preservación de la biomasa.



Por eso, es clave regular bien la materia. Y ojalá se impida que embarcaciones de una Región accedan a otra, porque los pescadores artesanales, quienes cuidan los recursos locales, se ven muy perjudicados. 



Por cierto, hay que tener una mirada de bien común, de país. Sin embargo, nosotros representamos a Regiones específicas.



Yo voy a defender, por supuesto, los intereses de los pescadores artesanales de la Región de Aysén, a la que represento en el Senado.



Abrigo, sí, una preocupación mayor por la falta de regulación de los semiindustriales.



Las embarcaciones de 12 metros de eslora o menos nada tienen que ver con las de 15 a 18 metros. Estas últimas son naves semiindustriales que generan rentabilidades mayores y reciben la totalidad de los beneficios de las del sector artesanal: pueden trabajar dentro de las 5 millas, con todos los privilegios derivados de ello, etcétera. Pero muchas veces depredan los recursos, compiten de manera desleal, afectando a nuestros pescadores artesanales, cuyas embarcaciones, según indiqué, tienen 12 metros de eslora o menos.



Es necesario, pues, regular dicho aspecto. Y esperamos abordar el punto con motivo del proyecto de “Ley larga”.



De esa forma quiero decir que, en consecuencia, durante la votación particular nos pronunciaremos en contra de la posibilidad de penetrar a Regiones continuas o discontinuas.



Por otra parte, señor Presidente, debo poner de manifiesto que una norma especial para las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes permite ceder cuotas de los pescadores artesanales a los industriales.



Nadie quiere fomentar la actividad de pescadores artesanales rentistas; a nadie le interesa. Lo que sucede es que la realidad es más fuerte que el ideal. ¿Y qué indica la realidad? Que nuestros trabajadores artesanales pescan merluza, por ejemplo, pagando combustible de alto costo, usando carnadas de elevado valor, y obtienen para el producto extraído un precio de venta que no les permite solventar los gastos en que incurren. Entonces, es imposible que subsistan si no les resulta factible ceder sus cuotas a los industriales.



Por consiguiente, para que los pescadores artesanales no se vean privados de las cuotas, para que no pierdan el registro histórico, para que no deban enfrentar el problema derivado de la baja rentabilidad de la extracción, es fundamental buscar un paliativo.



En tal sentido, somos partidarios de que los pescadores artesanales puedan ceder cuotas a los industriales, con restricciones legales dirigidas a evitar que se fomente la condición de rentista.



Asimismo, es muy importante -y probablemente lo veremos en el proyecto de “Ley larga”- permitir que las cuotas sean no solo para el dueño de la embarcación, sino también para el acompañante.



En la Región de Aysén existen acompañantes, quienes, si bien no son dueños, tienen permiso. Y, por cierto, nos interesa preservar esta situación. 



Esperamos ver el punto en el proyecto de “Ley larga”.



Hay varias materias pendientes. Y nos gustaría hablar de ellas. Por ejemplo, de las licitaciones, del descarte. Sin embargo, los abordaremos en la iniciativa de “Ley larga”.



Por eso, aprobaré la idea de legislar, pero con la clara intención de pronunciarme en contra de algunas normas durante la votación particular; por ejemplo, de la que permite el acceso a las zonas contiguas.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Para plantear una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, tenemos citada a la Comisión de Educación a partir de las 19, como es habitual.



Hay audiencias públicas y está prevista la votación del proyecto que prohíbe los aportes estatales a las entidades que persigan fines de lucro en la educación.



Por tanto, le pido a Su Señoría que recabe la autorización necesaria para que dicho órgano funcione paralelamente con la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo, señor Senador.

)---------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, yo me inclino a votar en contra de la idea de legislar más que nada porque la Cámara de Diputados ya está despachando el proyecto modificatorio de la Ley General de Pesca y Acuicultura -lo mandará al Senado-, donde abordaremos todas estas materias.



Todavía no entiendo cuál es la urgencia específica para tratar hoy los aspectos misceláneos contenidos en la iniciativa que nos ocupa esta tarde. No he escuchado ningún argumento que me convenza de proceder en esa forma.



Son dos los tópicos que más inquietan, señor Presidente, y tienen que ver con la regulación de las zonas continuas y discontinuas.



En mi concepto, debe asumirse que, cuando existe una sobreinversión en la capacidad extractiva, no hay que hacer el ajuste sobre el recurso, sino que la industria tiene que efectuar su ajuste -valga la redundancia- y evitar que él caiga por completo en los trabajadores. 



Aquí, señor Presidente, se da una autorización para perforar Regiones continuas y discontinuas. No veo por qué -para hablarlo en plata- la gente de la Quinta Región o la de la Octava va a ir a meterse a la Sexta o a la Séptima para extraer sus recursos. Y se pueden dar otros ejemplos.



Ese es un debate para la modificación de la Ley General de Pesca.



Tampoco visualizo ninguna razón para que los pescadores artesanales cedan cuotas a los armadores industriales.



Sé cuál es el espíritu de lo que planteó el colega Patricio Walker. Lo entiendo como una defensa a familias de trabajo. Y, si se necesita una norma de excepción para territorios de zonas extremas, consideremos la realización de otro debate. Pero el criterio general no puede ser el indicado, que, de adoptarse como se expresa en este proyecto, es el rentista: me inscribo como pescador artesanal; les arriendo mi cuota a los industriales, y, sin moverme de mi escritorio, tengo asegurado un ingreso mensual. La pregunta, entonces, es por qué debo estar yo en ese registro, y no otra persona, si no voy a ejercer la actividad. 



La esencia de figurar en un registro es ejercer la actividad. No se trata solo de reunir algunos requisitos para inscribirse, sino también de dar cumplimiento a ciertas exigencias en el tiempo al objeto de permanecer en él. Y uno de ellos, en este caso, es pescar.



Señor Presidente, en verdad, no veo el sentido de este proyecto. No lo voy a votar a favor. Creo que es malo seguir con la teoría del salame.



En esta materia hay demasiados intereses creados en un sector de la economía donde fuimos la séptima potencia planetaria en cuanto a extracción de recursos hidrobiológicos. En los últimos casi 18 años hemos hecho con la Ley General de Pesca un ensayo que ha demostrado ser un ejercicio, no de luces, sino más bien de sombras, durante el cual agotamos recursos, tenemos al borde del colapso a numerosas pesquerías. Y esta forma de actuar no hace más que tratar de tapar el sol con un dedo.



Señor Presidente, hablé con dirigentes de agrupaciones de pescadores (entre otros, con los de CONAPACH), quienes dijeron no ver ninguna urgencia para sacar hoy la iniciativa en debate y que estas materias deberían estar contenidas más bien en el marco de la Ley General de Pesca.



Por ello, quiero manifestar mi discrepancia respecto a esta manera de legislar.



Si hay un proyecto modificatorio de la Ley General de Pesca, el cual se debatió con intensidad en la Cámara de Diputados, llamo a no seguir con el procedimiento de llevar a cabo una discusión paralela que en nada contribuye.



Me parece que en torno a la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal de distintos recursos marinos existe una reflexión que puede ser interesante para las Regiones de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica, particularmente en lo que concierne al congrio dorado y la reineta.



No entiendo bien por qué para Arica y Parinacota se abre la inscripción de la pesquería del jurel, porque no deberían haber tenido dificultad en todo este tiempo.



Tampoco comprendo por qué se hace lo propio en la isla Santa María, de la Octava Región, en cuanto a los recursos sardina común y anchoveta.



Me abro al debate, pero no veo ninguna razón para que aquello se haga mediante una legislación miscelánea y no en el marco de la Ley General de Pesca, donde el criterio del Congreso Nacional, más que resolverles el problema a actores, debe ser el de conservar el recurso; asegurar una legislación marco que permita que diferentes personas con evidentes conflictos de intereses entre sí concurran a su extracción, y certificar un marco regulador que garantice la sustentabilidad.



Este proyecto, señor Presidente, no hace más que reflejar que el marco legal que tenemos no sirve para eso.



El autorizar perforaciones demuestra la debilidad de la institucionalidad actual.



El traspasar cuotas de pescadores artesanales a industriales evidencia que -discúlpenme; no debería decirse- tiene que ver con la cueca y con la forma en que uno está vestido.



A decir verdad, esta situación es inexplicable, a mi juicio, por la forma como se halla redactado el proyecto.



En consecuencia, señor Presidente, no voy a votar a favor de él.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, salí un momento de la Sala para hablar con dirigentes de la CONAPACH. Y hay coincidencia, pues también les extraña que estemos viendo esta iniciativa miscelánea si el Senado ya inició la discusión, en segundo trámite constitucional, del proyecto de “Ley larga”.



Es la misma reflexión que yo me hago. Incluso, no logro entender que la Comisión de Pesca haya acordado tramitar esta iniciativa miscelánea cuando al menos tres de sus cuatro puntos son parte de la Ley General de Pesca. 



Los aspectos que nos ocupan esta tarde deberían verse al discutir el proyecto de “Ley larga”, con tiempo suficiente y toda la capacidad para escuchar a la gente.



Por lo demás, no es primera vez que nos enfrentamos a esta situación. O sea, hasta ahora hemos estado analizando lo concerniente a la pesca a pedacitos: tratamos de parchar cuando urge solucionar un problema con algunos actores.



A mi juicio, eso nos está haciendo un grave daño.



Señor Presidente, para la discusión del proyecto que modifica la Ley General de Pesca la Cámara de Diputados ocupó más de tres meses. Yo espero que el Senado también se tome todo el tiempo necesario, para debatirlo en profundidad, pues tenemos un tremendo problema. 



Todos sabemos que algunas especies se hallan absolutamente sobreexplotadas. Pero si damos una mirada más general, independiente de las particularidades existentes en cada Región, que son reales, ella debe enfocarse en la conservación de los recursos hidrobiológicos, que nos pertenecen a todos los chilenos. Es la única forma de dar una mirada de país, antes de ir a las particularidades, que son específicas de cada zona.



Por lo tanto, siento que aquí, incluso con alguna rapidez, se trata de favorecer a ciertas personas. Puede ser legítimo. Sin embargo, hecho de la manera planteada, no tiene determinadas consideraciones. Y ello no deja de llamar la atención.



Los pescadores de Huasco, por ejemplo, no poseen cuota de jurel, y son boteros.



Entonces, si uno está arreglando la situación de los lancheros, debe tener en cuenta que es distinta de la de los boteros, quienes dependen de una cuota que les traspasa la industria.



Yo pienso, señor Presidente, que los tres primeros puntos -la regulación de las organizaciones de pescadores; la regulación de las zonas discontinuas, sobre todo, y la cesión de las cuotas de los artesanales a los industriales- deberíamos discutirlos en el proyecto modificatorio de la Ley de Pesca. Tendría mucho más sentido, habría bastante más lógica, y sería harto más responsable de nuestra parte hacerlo escuchando a todos los actores. Y varios colegas coinciden en eso.



Además -por lo que he alcanzado a estar en la Sala esta tarde-, es absurdo que buena parte de los Senadores digan: “Aprobaré en general el proyecto, pero en la discusión particular me voy a oponer”.



Inclusive, algunos miembros de la Comisión de Pesca se pronunciaron a favor en ella, pero ahora, aquí, en este momento, anuncian su voto en contra.



Eso dificulta todavía más el entendimiento.



En todo caso, la gran mayoría ha sostenido: “No. Yo no puedo estar de acuerdo con la extensión del área de operaciones a las zonas discontinuas”.



Volvemos, pues, a lo que estábamos diciendo.



Parte importante de nuestras Regiones tienen un grado de sobreexplotación de los recursos tanto bentónicos como pelágicos. Y este proyecto de ley, en vez de -para la mejor conservación de la especie- incentivar la disminución del esfuerzo pesquero en Regiones donde hay una clara explotación excesiva, estimula la sobreexplotación. Ello, porque en Regiones que hoy exhiben un equilibrio de sustentabilidad mínimo, bastante precario, se permitirá la captura de recursos por nuevos actores, quienes van a competir con los que ya están operando en ellas. Entonces, es realmente muy grave que el Gobierno incentive el que la captura entre Regiones ya no diga relación solo con las contiguas, sino, además, con las discontinuas. Creo, con franqueza, que ello resulta profundamente erróneo, y no podría votar a favor específicamente sobre el punto, por ejemplo.



Estimo que lo único que podemos hacer cuando discutamos el proyecto de ley de pesca es ojalá escuchar a los artesanales y conocer su opinión. Al final de cuentas, juzgo que son, en verdad, los más involucrados y los que tienen otro tipo de escalas.



Tampoco me parece muy lógico contemplar la transferencia de pesca entre artesanales e industriales, porque considero que la de los primeros no es solo una actividad económica. En efecto, constituye, asimismo, un universo de valores, de tradiciones, muchas veces transmitido en familia y que implica un ámbito cultural que es preciso ponderar, porque, además, involucra una serie de aspectos anexos. Es decir, se da una cantidad de situaciones muy diferentes de lo que ocurre en el otro caso.



No cabe ninguna duda de que la pesca artesanal proporciona muchos más puestos de trabajo; de que se registra un cierto dinamismo en zonas rurales de alta vulnerabilidad social. No es el caso de la pesca industrial, que se traduce en mucho menos empleo.



En consecuencia, la verdad es que no se entiende qué sentido tendrá la posibilidad de que el cien por ciento de la cuota de la primera se traspase a la segunda. En un corto plazo, ¿esos pescadores van a desaparecer? ¿Se van a transformar en rentistas? ¿Cuál es la situación real?



Porque lo que se requiere fomentar es la mantención de la pesca artesanal, la cual exhibe los valores que hemos señalado e implica un modo de vida, un empleo mucho más intensivo y rubros conexos.



Por lo tanto, señor Presidente, diría que lo lógico habría sido que no estuviéramos considerando aquí el punto. Lo otro es pedir formalmente una segunda discusión, para que el asunto se analice con más calma, con más detalle. Pero lo que no me parece adecuado -y me resulta profundamente incómodo- es tener que votar ahora el proyecto.



De los cuatro asuntos comprendidos en la iniciativa miscelánea que nos ocupa, la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal es quizás lo único que presentaba realmente más sentido. Pero eso -y se lo digo al señor representante del Gobierno que se encuentra en la Sala- se podía haber solucionado con una indicación o con una disposición transitoria en la Ley de Pesca, en fin. Ello, si había mucho apuro por resolver un compromiso contraído a favor de pescadores con inscripción vigente. Mas no era necesario incluir lo otro.



Con sinceridad, no estimo conveniente tratar la materia de esta manera y no creo que pueda sentirme interpretada por ello. A mi juicio, ha sido un error de la Comisión de Pesca el no haber reparado en la cuestión y no haber pedido que se formulara una indicación para el punto cuarto, junto con dejarse los otros tres para el proyecto de ley general.



He dicho.

)----------(

El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Es algo de carácter reglamentario, Su Señoría?

El señor CANTERO.- Solo deseo reiterar mi solicitud de que se recabe la autorización para que la Comisión de Educación sesione simultáneamente con la Sala a las 19, atendido lo que hemos conversado en el sentido de evitar un pronunciamiento ahora y de efectuarlo mañana.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿No se votará hoy?

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeciones,...



No existe unanimidad todavía, Honorable señor Cantero.

)----------(

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía).- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Ministro, como estamos en votación, solo se la puedo ofrecer en caso de que vaya a rectificar alguna afirmación formulada en el curso de la sesión, no para intervenir nuevamente. Ello se encuentra regulado por el artículo 37 de la Constitución.



Si le parece a la Sala, el Senador señor Zaldívar me reemplazará por algunos momentos.



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, cuando uno observa el objeto de la iniciativa, como lo han expresado con anterioridad varios señores Senadores, no entiende por qué se está buscando la manera de aprobar aquí materias pertenecientes a la “Ley larga”. Ello lo han expuesto también los pescadores de la Región de Magallanes, a la cual represento, y los integrantes de la CONAPACH.



Entonces, cabe presumir fundadamente que con la discusión y aprobación del proyecto se intenta eliminar un debate más profundo, de bastante más sabiduría respecto de esos puntos, propios de un contexto mucho más amplio. Asuntos tales como una regulación sobre organizaciones de pescadores y zonas discontinuas y la cesión de cuotas artesanales a industriales no son para una normativa miscelánea. El pronunciamiento afirmativo amerita una mayor discusión, un mayor conocimiento. Por eso, debieran ser propios -reitero- de la “Ley larga”.



Ahora, si el texto en estudio forma parte del acuerdo que el Gobierno tomó con Aysén como consecuencia de las movilizaciones, debiera haber presentado una iniciativa especial para esa Región, y nosotros lo habríamos apoyado.



Pero no es así. Se trata de incluir en el articulado aspectos bastante sensibles, bastante delicados para la preservación del recurso. Porque he escuchado acá hacer referencia a la sustentación, a la protección de los peces, y lo que menos se logra con este proyecto misceláneo es precisamente ese propósito.



La señora Senadora que me precedió en el uso de la palabra manifestaba que se ha optado por incentivar la sobreexplotación y -lo que es aún más grave- que no solo se permitiría que la captura pudiera hacerse en zonas contiguas, sino también en cualquier Región del país.



Lo anterior comprendería, indudablemente, a las de Aysén y de Magallanes. Esta última cuenta hoy con recursos sanos, pero lo único que puede ocurrir en el mediano plazo es la pesca excesiva.



En la Duodécima Región enfrentamos problemas en el sentido de que nuestros pescadores artesanales han estado solicitando año a año, por ejemplo, cuotas especiales de merluza. En el texto en examen, con una visión muy general, se han señalado algunas especies que ellos no están en condiciones de capturar.



En consecuencia, como representante de esa circunscripción, me opongo terminantemente a que sus recursos sean extraídos por personas de otras Regiones.



Los pescadores de Magallanes han venido señalando la posibilidad de regionalizar una zona, al objeto de determinar la cantidad de recursos de cada Región y de tender a que cada uno de los artesanales pertenecientes a ella puedan optar por aprovecharlos.



Nosotros no hemos registrado experiencias felices con la invasión de pescadores artesanales de otras Regiones, fundamentalmente de la Décima y de la Undécima. Nos compiten en una situación bastante delicada y frágil.



Ahora, respecto a la transferencia de la cuota de pesca entre artesanales e industriales, voy a asumir todo lo que aquí se ha dicho. Lo único que quiero agregar es que con el sistema se pretende terminar con la pesca artesanal. Como dijo una señora Senadora, estos últimos pescadores se van a transformar en rentistas.



La actividad que ellos realizan, como se expresó, no solo tiene un carácter económico, sino también cultural. Pero, además, ejercen soberanía. ¡Cómo puedo plantearles a los de Puerto Toro, quienes se encuentran también en este último caso, que a lo mejor lo más fácil sería entregar su cuota y ser rentistas!



O sea, si quieren poner fin a la pesca artesanal, que lo digan, pero que lo hagan en el proyecto de Ley General y no en el misceláneo que nos ocupa.



Por tales consideraciones, señor Presidente, voy a votar en contra de la idea de legislar, porque, claramente, se trata de un articulado que, de una u otra manera y en forma bastante aviesa, está burlando, por las materias que comprende, lo que debería ser el debate de esa otra iniciativa.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, el Honorable señor Tuma, con su intervención, reavivó mi interés en el debate...

El señor TUMA.- Muchas gracias, Su Señoría.

El señor ESCALONA.-... y me ha permitido confirmar mi opinión en el sentido de votar en contra, por dos razones fundamentales.



La primera de ellas es que considero que la disposición -son tres las modificaciones de la Ley General de Pesca, de manera que dos constituyen ya lo esencial del proyecto- de autorizar la constitución de organizaciones de pescadores artesanales entre dos o más de ellos se convierte, a mi juicio, en la puerta de entrada a la atomización en ese ámbito, la cual atenta contra toda posibilidad de racionalizar la explotación del sistema.



Si ya se registró, con motivo de la llamada “mesa de trabajo” entre el sector industrial y el artesanal, una división en las organizaciones de este último -así ocurrió, lamentablemente-, con el mecanismo que nos ocupa vamos a observar una proliferación de entidades que van a entrar en una disputa feroz, pues todos sabemos que se trata de un medio de vida para esa gente, y el que no tiene posibilidad de pescar ve afectada ni más ni menos que su sobrevivencia. Entonces, imaginemos a 10, 20 o más de ellas intentando obtener una cuota.



Me parece que la norma conlleva la anarquía completa. De manera que, a pesar de ser, como manifestaba el Senador señor Hernán Larraín, una cuestión regional, considero que además es un asunto de país. Es decir, anarquizar la pesca artesanal va contra el interés nacional.



¡Cómo se va a regular; cómo se va a racionalizar; cómo se va a poder orientar el sector si una decisión de esta naturaleza promueve la existencia de decenas o más de organizaciones!



El segundo motivo se refiere al traspaso de cuota desde el sector artesanal al industrial.



Estimo que con ello confirmaríamos la existencia de un fantasma que ronda por lo menos desde el Biobío hasta los fiordos de la Región de Los Lagos. Porque, al final de cuentas, los pescadores artesanales han llegado a la siguiente conclusión: “Lo que le importa al sistema político, en realidad,” -no distinguen partido: los tratan a todos por igual- “es que los industriales sobrevivan. Le interesa bien poco que ello se extienda a nosotros, caso en el cual cada uno tiene que rascarse con sus propias uñas”. Entonces, cuando le decimos al pescador artesanal: “Pásele su cuota al industrial y que este pesque por usted”, ¿qué estamos haciendo? Le confirmamos sus sospechas, ya que no estamos generando políticas ni de sustentabilidad ni de fomento ni de valoración de su cultura ancestral. ¡Nada! O sea, le estamos expresando: “Haga el traspaso y, con los pesitos que eso le dé, sobreviva. Por cierto, de sus tripulantes no se preocupe, pues el que le compró la cuota verá si los lleva o no en la embarcación; y si consiguen o no pega será problema de ellos. Pero usted va a tener unos pocos pesos en el bolsillo, con los cuales aguántese como pueda, porque la verdad es que yo, Estado de Chile, me quiero desentender de la actividad. Así que vaya y negocie con los de la pesca industrial cuánto le dan”.



En suma, señor Presidente, la señal del Estado, de nosotros, como sistema político, confirmaría todas las sospechas que a mí, por lo menos, me han transmitido los dirigentes de la pesca artesanal: no interesa la sustentabilidad de largo plazo de la pesca artesanal, por representar una dificultad.



Y como pienso que todas estas materias tendrían que discutirse en el proyecto de Ley General, el cual viene después, no veo ninguna razón para tratarlas por separado, porque es precisamente en esa iniciativa donde cabe tratar cuestiones de largo plazo y la sustentabilidad del sector. ¿Qué sentido tiene debatirla si lo relativo a la sobrevivencia de la pesca artesanal lo vamos considerando aparte, aplicando la vieja táctica de la estrategia geopolítica de Henry Kissinger en el Medio Oriente denominada “teoría del salame”: ir rebanando por partes los problemas?



Está bien. Lo comprendo. No condeno al señor Ministro por aplicar este último sistema. ¡Pero el punto que nos ocupa es el corazón de la cuestión de la pesca artesanal! O sea, trataríamos la situación del sector haciendo un experimento y razonando: “Los problemas relacionados con el corazón de la pesca artesanal los analizo aparte y arreglo el resto en la Ley General”. En verdad, no encuentro argumentos a favor de esa posición.



Insisto en que la intervención del Senador señor Tuma ha confirmado mi idea de votar en contra del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer término, deseo realizar una reflexión sobre la sustentabilidad del recurso pesquero.



Y no es cosa de que lo exponga hoy día el Senador que habla, sino de que lo manifestaron ayer las organizaciones no gubernamentales en la discusión de la “Ley larga”: esta es la primera vez que se entiende que ese factor resulta fundamental para considerar el futuro de la actividad. ¡En los Gobiernos anteriores, todo lo solucionaba definitivamente la pesca de investigación!



Y esa no fue la mejor manera de ayudar a la sustentabilidad del recurso.



Hoy día se rasgan vestiduras hablando de la sustentabilidad. Pero como dijeron las ONG -gran parte de las cuales no son muy partidarias de la actual Administración ni mucho menos; son ambientalistas-, ellas valoran el que por primera vez en este país se trabaje seriamente en la protección y la sustentabilidad del recurso pesquero. ¡Por favor, estimados colegas, lean sus intervenciones!



En segundo lugar, en la Comisión se aprobó unánimemente la idea de legislar respecto de esta iniciativa. Aquí no estamos votando en particular, sino discutiendo primero algunos de los acuerdos, acerca de los cuales estamos todos contentos, surgidos del paro ocurrido en Aysén. Y hay un compromiso que se incorporó en su texto.



Entonces, sería interesante que nos explicaran las razones para votar en contra de los compromisos asumidos con ocasión de las movilizaciones en Aysén.



¿Por qué lo digo? Porque el presente proyecto recoge, en parte, justamente una solicitud en el sentido de modificar el número de embarcaciones que pueden tener los armadores artesanales. Esto se encuentra incorporado. Y se pretende fomentar la asociación entre armadores artesanales. Queremos que cada uno pueda trabajar mancomunadamente y mejorar la venta de sus productos.



Por otro lado, se persigue permitir la constitución de organizaciones de pescadores artesanales entre dos o más pescadores.



Eso va en la línea correcta de lo que se pidió en el paro de Aysén. Porque, si bien la ley actual posibilita que las organizaciones de pescadores artesanales tengan la calidad de armadores, no se encuentra regulada la factibilidad de que dos o más de aquellos constituyan una organización y que le aporten sus embarcaciones. Lo que hoy se halla vigente es la figura del reemplazo, que imposibilita la constitución de organizaciones de pescadores artesanales a las cuales se pueda realizar un aporte en forma inmediata a su creación.



Entonces, señor Presidente, se trata justamente de algo que solicitaron nuestros pequeños pescadores artesanales.



En cuanto al punto más conflictivo, relativo a extender el área de operación de los pescadores artesanales, actualmente la ley es bastante clara y lo permite. Y el proyecto que ahora nos ocupa avanza en resguardarlo más y en tener en cuenta la voluntad de los pescadores de cada una de las Regiones.



El Ejecutivo -así se manifestó en la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura- se halla disponible para presentar una indicación con el fin de incorporar -como mencionó el señor Ministro- la exigencia de planes de manejo; la realización de consulta obligatoria a los pescadores de la Región a la que accederán los de otras, y que la resolución que autorice la extensión del área de operación pueda establecer algunas limitaciones. Por ejemplo, un número de embarcaciones máximas que opere en la Región; un tiempo específico para la ejecución de las labores de pesca; la precisión del área de extensión, de los días de captura, de las toneladas máximas; la determinación del puerto de desembarque, y el uso del posicionador satelital por la flota que se traslade a otra Región.



En consecuencia, el Gobierno pretende poner una mayor cantidad de exigencias que las que hoy día existen en la ley; ir mucho más allá.



Por consiguiente, no entiendo que se vote en contra de la idea de legislar. Me produce preocupación. Da la impresión de que queremos proteger a nuestras Regiones y la sustentabilidad del recurso. Pero hay discursos que no comprendo, pues lo propuesto deriva precisamente de las peticiones que los mismos pescadores artesanales plantearon tanto en la Comisión como durante el movimiento de Aysén.



Por lo tanto, voto a favor de este proyecto, entendiendo que, como lo dijeron el Presidente de la Comisión de Intereses Marítimos y el Ministro de Economía, deberemos perfeccionarlo en la discusión en particular, con el fin de que esta iniciativa de ley miscelánea vaya en el sentido correcto y, fundamentalmente, de que apoye a nuestros pescadores artesanales en su desarrollo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- El señor Ministro ha solicitado intervenir. De acuerdo con la Constitución, puede hacerlo para rectificar conceptos emitidos por los señores Senadores al fundamentar su voto.



Tiene la palabra.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, en efecto, quiero corregir una serie de conceptos emitidos por Sus Señorías.



Primero, aclarar que aquí no existe norma alguna que no haya sido solicitada por pescadores artesanales. Lo señalo para que eliminemos cualquier sospecha o insinuación al respecto. Y me sorprende que se sostenga que se quiere hacer desaparecer la pesca artesanal. Creo que sería muy bueno que se entregaran argumentos de cómo ella podría desaparecer, en circunstancias de que en este proyecto misceláneo no hacemos otra cosa que recoger situaciones que los pescadores artesanales necesitan que resolvamos antes del 31 de diciembre. Si no lo hacemos, los perjudicaremos. ¡Así de claro! Y dejaremos su solución para la “Ley larga”.



Deseo precisar cuáles son las materias que se abordan aquí.



En cuanto a lo planteado respecto de las Regiones discontinuas, el origen de la indicación que se ha propuesto radica en resolver el problema de los pescadores artesanales de Arauco y de Lebu, de la pesquería de la reineta, que desembarcan en los puertos de la Décima Región.



¿Por qué necesitamos hacerlo ahora? Porque la pesca de investigación se acabó -recordemos que terminamos con esta práctica que depredó los recursos pesqueros del país-, y resulta que hay naves pertenecientes a la Octava Región que bajan su carga en los puertos de la Región de Los Lagos. Por eso se sugiere -ya expliqué que se corrigió el mecanismo para pasar a una Región contigua o discontinua- que deba haber un acuerdo para ello.



Eso nos pidieron los pescadores artesanales. Y de no acogerse, se podría establecer un precepto muy claro: “Ningún pescador artesanal puede cruzar el límite de una Región”. Pero si Chile adopta esa norma, creo que resultará imposible lograr la paz social en este sector. Porque será inviable.



Por lo tanto, tenemos que establecer un mecanismo. Y el que dispusimos en la “Ley larga” para las Regiones contiguas es, precisamente, que los pescadores artesanales de la misma pesquería que reciban la pesca, no los consejos zonales, han de estar de acuerdo.



Necesitamos resolver esa situación. Y los pescadores de los puertos de la Décima Región así lo quieren, porque percibirán rentas de los pescadores artesanales de la Región del Biobío cuando desembarquen la reineta. Pero resulta que estos tienen las naves en su Región, porque hace algunas semanas se acabó la pesca de investigación. 



De ahí que se requiere una solución con urgencia. Si no, estaremos perjudicando a todos los pescadores artesanales de Lebu -ahí está la pesquería de la reineta- y de Arauco. Me he reunido con estos -de todos los partidos políticos, obviamente-, quienes tienen este problema: históricamente un recurso que consideran migratorio es extraído en una zona y desembarcado en los puertos de otra. Si lo impedimos, se acabará la pesca en esas ciudades. De modo que pretendemos que se establezca un mecanismo de acuerdo entre ellos. Y es necesario resolverlo antes de fin de año.



Una segunda materia a la que quiero referirme dice relación con cuestiones propias de Aysén, que incorporamos en este proyecto fruto de una mesa de diálogo, y que precisamos solucionar antes.



¿Qué nos pide Aysén? Estoy hablando de Iván Fuentes, de la pesca artesanal, de los dirigentes que hemos conocido, a quienes recibimos y todos escuchamos.



Allí tienen un problema, porque, por la crisis de España, el valor de la merluza no les permite extraer su cuota. Y pudiendo vender este año el 50 por ciento de la cuota de la merluza, señalan que no quieren rentistas. ¡Nadie los desea! Entonces, si Sus Señorías leen la norma actual, verán que un pescador artesanal puede transferirle el 50 por ciento de su cuota a un industrial en tres años, y nosotros establecemos que en uno de estos le sea posible vender el cien por ciento de ese porcentaje. ¿Por qué? Porque ellos lo necesitan excepcionalmente este año.



Lo anterior fue solicitado por la gente de Aysén y formó parte del petitorio de la movilización llevada a cabo allí. Pues, debido a no poder enajenar el cien por ciento de su cuota, los pescadores no reciben ingresos por algo de lo que son dueños. ¿Por qué no dejar que ellos, si así lo desean, puedan traspasarla durante un año de bajo precio, derivado de la crisis española, a efectos de que un recurso sin valor sea sacado por los industriales en alta mar?



No podemos seguir con esta mirada confrontacional, que distingue entre artesanales e industriales. Tenemos que generar paz en el sector. Solo se les permitirá por un año vender el cien por ciento de la cuota correspondiente. Y, de hacerlo, en los tres años no podrán sumar más del 50 por ciento, porque no queremos rentistas.



Además, eso se establece solo para algunas Regiones, porque, por razones de precio, se vieron perjudicados los pescadores artesanales. Esto lo solicitaron ellos -nadie más- y formó parte de la mesa de diálogo. Por eso se incorporó.



Si no lo resolvemos ahora y lo dejamos para la “Ley larga”, el presente año habrán perdido su cuota de captura. Tal sería el efecto de rechazar el proyecto.



Y cuando hablamos de inscribir a ciertas pesquerías (como el congrio dorado; como la sardina común y la anchoveta, en el caso de la isla Santa María, en la Octava Región) es porque, si no lo hacemos este año mediante la presente norma y lo incorporamos en la “Ley larga”, los pescadores perderán el semestre. No podrán salir a trabajar, porque tenían asignadas pescas de investigación que ya no existen.



Entonces, les pido a Sus Señorías una mirada un poquito más consensuada. Si el Ejecutivo establece que necesitamos sacar algunas normas de la “Ley larga”, no es porque estemos tratando de no realizar una discusión, que ha sido intensa, apasionada. Ya tendremos la oportunidad de acometerla aquí, también, con la misma intensidad con que se hizo en la Cámara de Diputados. Se plantea de esa manera porque, de lo contrario, estaremos perjudicando a los pescadores artesanales: de no aprobar la iniciativa de aquí a fin de año, no podrán salir a pescar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Ministro.



Se le concederá un minuto adicional.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Muchas gracias.



Cada uno de los preceptos los podremos modificar, perfeccionar, pero existe una clara explicación de por qué necesitamos aprobarlos antes de fin de año: lo han solicitado los pescadores artesanales de algunas Regiones y en ciertas pesquerías. Lo único que estamos haciendo con la iniciativa es atender su situación, pues de lo contrario van a estar un semestre sin poder ejercer su actividad.



Por esa razón se han propuesto estas modificaciones, y cada una de ellas es fruto de un diálogo con pescadores artesanales de las respectivas Regiones involucradas y para pesquerías y situaciones específicas, las cuales tiene sentido solucionar por fuera de la norma general. 



Y como señalé al comienzo, señor Presidente, consideramos necesario legislar al respecto antes de que se vea la “Ley larga”. De lo contrario, los únicos perjudicados serán los pescadores artesanales del país.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (21 votos a favor, 10 en contra y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma.



Se abstuvieron la señora Rincón y los señores Gómez y Pizarro. 


--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay que fijar plazo para formular indicaciones. 



La Mesa sugiere el lunes 27 de agosto, a las 12.



Si le parece a la Sala, así se aprobará.

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, hemos trabajado con mucha anticipación en el proyecto en la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y nos hallamos en condiciones de informarlo en particular. Además, en paralelo hemos estado analizando la “Ley larga”: ayer escuchamos a las organizaciones no gubernamentales; hoy a los pescadores artesanales, y mañana oiremos a los representantes del sector trabajo. 



Así que nos encontramos en condiciones de estudiar esto en profundidad y de incorporar todo lo que aquí se ha mencionado si se da plazo para formular indicaciones hasta el lunes 13 de agosto, a las 12.

El señor LARRAÍN.- Está bien.

El señor HORVATH.- De esa forma, podríamos trabajar el 14 y el 16 de agosto, antes de la semana regional.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si me perdona, señor Senador, creo que ha sido notorio y evidente que incluso los votos a favor que obtuvo la iniciativa se alcanzaron sobre la base de que se realizara una discusión en particular que diera plena garantía a todos,...

El señor HORVATH.- Así será.

El señor ESCALONA (Presidente).-... por lo que me parece razonable establecer el lunes 27, a las 12.

El señor HORVATH.- A mi juicio, es demasiado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.

El señor HORVATH.- ¡No, pues! No estamos de acuerdo. 

La señora ALLENDE.- Es facultad de la Mesa.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Eso significará dilatar.

El señor HORVATH.- Estamos proponiendo una fecha más cercana.



Para lo demás, disponemos de la tramitación de la “Ley larga”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me parece que estamos ante una iniciativa legal que producirá impactos, por mucho que se la trate de calificar de miscelánea. Su redacción no permite considerar que sus normas se hallan circunscritas a una Región puntual y a un recurso determinado.



A nosotros nos parece prudente fijar el lunes 27 como plazo para presentar indicaciones. Estamos en agosto, e incluso el señor Ministro ha dicho que el problema se producirá en diciembre. Por ende, no hay ninguna razón para estar, nuevamente, legislando a matacaballo sobre un asunto que no reviste mucha urgencia.



Tratar de generar la idea de que leyes tan importantes para la patria deben salir de un día para otro no hace más que reflejar la ineficiencia de quien se halla a cargo del sector regulador. El querer tramitarlas tan rápido da esa impresión.



Señor Presidente, considero -como lo ha manifestado el señor Ministro- que si la dificultad surgirá de aquí a fin de año, el plazo del lunes 27 es más que prudente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay acuerdo, se tendrá que votar.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, la materia es un poco abstrusa. Pero, así y todo, queda en claro una noción: la velocidad con que se apliquen las disposiciones en comento irá en beneficio, precisamente, del sector artesanal, al cual se quiere proteger. O sea, el tiempo, en este caso, resulta esencial.



La normativa va a surtir efecto de aquí al mes de diciembre próximo. Se ha explicado hasta la saciedad por el señor Ministro y por otras personas intervinientes que, si no entra en aplicación pronto, habrá sectores completos de la pesca que no podrán beneficiarse de su propia actividad.



Entonces, ¿con qué fin estirar el plazo para formular indicaciones?



El Senador Horvath, quien se dedica a estos temas, ha señalado también con claridad diáfana que la labor de la Comisión ha sido muy intensa y detallada, y que se realizó un trabajo serio.



Por tanto, reitero: para qué tratar de estirar la aplicación de la ley en proyecto, así, de manera oblicua. Dígase, pues, que no se quiere que rija la normativa a tiempo. Pero la Mesa, en esto, tiene que facilitar el trámite legal y no dificultarlo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamento que Su Señoría aluda a la Mesa. ¡En ningún caso se intenta dificultar el trámite de la iniciativa!



Como ha dicho el señor Ministro, sus disposiciones regirán del 31 de diciembre en adelante. De manera que lamento que usted haga estas afirmaciones enteramente subjetivas.

La señora ALLENDE.- ¡Y gratuitas!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡Pero si Su Señoría acaba de pronunciarse en contra de la iniciativa!

El señor ESCALONA (Presidente).- En consecuencia, hay dos opiniones sobre el particular.



El señor Secretario va a clarificar el procedimiento.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente ha propuesto que el plazo para formular indicaciones sea el lunes 27 de agosto. 



Quienes se hallen de acuerdo deberán votar que sí, y los que estén en desacuerdo, que no.

El señor LETELIER.- Van a forzar a que después se vote en contra.



¡Muy bien...!

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de fijar plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 27 de agosto (16 votos contra 9). 



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi y Uriarte.



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- El Honorable señor Horvath ha pedido la palabra.



Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, proponemos que se establezca el lunes 13 de agosto, a las 12, con la misma votación pero en contrario. Es un lapso más que suficiente para analizar el proyecto y considerar todas las observaciones que aquí se han expresado.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación la propuesta en orden a fijar el lunes 13 de agosto, a las 12, como plazo para formular indicaciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo, votan “Sí”; y los contrarios, “No”.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se fija el lunes 13 de agosto, a las 12, como plazo para presentar indicaciones (16 votos contra uno).



Votaron a favor las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Uriarte y Walker (don Patricio).



Votó en contra el señor Escalona.

SANCIÓN A TRANSPORTE DE DESECHOS HACIA VERTEDEROS CLANDESTINOS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Letelier y Pizarro, en primer trámite constitucional, que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7908-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Letelier y Pizarro):


En primer trámite, sesión 49ª, en 6 de septiembre de 2011.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es sancionar con presidio menor, en su grado medio a máximo y, en su caso, con la suspensión de la licencia de conductor o inhabilidad para obtenerla hasta por cinco años; con el retiro del vehículo y su depósito en los corrales municipales, y con multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, al que realice tráfico vehicular destinado a transportar y acopiar basura en vertederos y rellenos sanitarios ilegales. Igual pena se aplicará a quien mantenga, administre, opere o explote los sitios señalados.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier.



El texto que se propone aprobar figura en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, nos encontramos ante un proyecto muy sencillo que busca desincentivar una práctica que aqueja a todas las ciudades, pero particularmente a las zonas rurales, consistente en que personas inescrupulosas botan basura en las carreteras, en los caminos, generando focos de insalubridad y dañando la estética de nuestros territorios y de zonas turísticas.



Basta salir por los caminos rurales de San Fernando, por ejemplo, para constatar que está lleno de lugares donde se arroja basura. En zonas como Melipilla, Lampa, Colina, uno aprecia que por los caminos aledaños se tiran desechos y se constituyen focos de insalubridad. Muchas veces se trata de basura domiciliaria o proveniente de actividades de demolición.



Evidentemente, tal situación tiene que ver con un problema más global, pues no hay espacios para estos depósitos. Entonces personas inescrupulosas utilizan normalmente camiones y camionetas, para crear estos acopios ilegales.



Al respecto, nosotros creemos que el pago de multas no constituye hoy un efectivo impedimento. Nos hemos dado cuenta de que el mayor desincentivo consiste en que a quien conduce un vehículo con basura para botar se le retire su licencia y, al mismo tiempo, su vehículo sea trasladado a los corrales municipales.



Ese tipo de sanciones es mucho más apropiado y permitirá recuperar ciudades que se encuentran llenas de sitios eriazos con basura.



Particularmente quiero insistir en lo que sucede en las zonas rurales. La idea es que quien quiera realizar este tipo de actos lo piense dos veces, porque los costos que tendrá que asumir, principalmente el retiro de la licencia de conductor y el traslado de su vehículo a los corrales municipales, constituirán un elemento disuasivo.



Se trata de un proyecto simple, que busca resguardar la ecología e impedir una práctica que está transformando al país -particularmente, a las comunas más pobres- en un verdadero basural. Basta mirar, cuando uno ingresa a Santiago por la Costanera Norte, zonas del río Mapocho que se encuentran plagadas de terrenos con escombros, de esquinas con sitios eriazos, o de caminos rurales, muchas veces completamente contaminados o llenos de desperdicios.



Señor Presidente, reitero que la iniciativa es muy simple e importante. Será de gran ayuda y muy eficaz para resolver un problema dramático que estamos sufriendo en Chile, y que afecta fundamentalmente la salud y la dignidad de las personas, pero también la posibilidad de desarrollar un turismo como corresponde, porque muchas veces zonas maravillosas, prístinas, son contaminadas o se constituyen finalmente en basurales como consecuencia de estas prácticas absolutamente nocivas y que atentan contra los derechos y el respeto a nuestras comunidades.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como señaló el Senador Girardi, el proyecto busca evitar lo que sucede hoy: mucha gente deja de asumir el compromiso de llevar la basura solo a los vertederos autorizados.



Lo que recibimos permanentemente en cada uno de los barrios y en sectores rurales de las comunas que representamos es el reclamo de los vecinos por las personas que van a arrojar basura de todo tipo. Y con tal costumbre transforman en vertederos algunas áreas -normalmente quebradas, espacios públicos, sitios eriazos-, donde lisa y llanamente van y tiran todo tipo de desechos sin control y, por supuesto, sin posibilidad de ser sancionadas. Se supone que en las denuncias respectivas deben consignarse las patentes de los vehículos involucrados y el nombre de los conductores. Se desarrolla todo un proceso que a la larga termina en que los municipios  a veces pueden cobrar una multa.



Mediante la presente iniciativa, se  busca generar sanciones mucho más drásticas y duras que inhiban a quienes tiran basura o escombros en áreas no autorizadas. Estas personas lo hacen por dos razones. En primer lugar, por ahorrar combustible y evitar el pago por llevar la basura a los vertederos autorizados. Y por otro lado, lisa y llanamente por haber una mala costumbre, una incultura, que origina abuso en estos sectores.



¿Cuál es la idea? Sancionar donde más les duele a quienes desarrollan esta actividad de manera permanente. Así, a quienes sean declarados culpables por esta falta se les suspenderá la licencia de conductor o se los inhabilitará para obtenerla, hasta por un plazo de cinco años. Además, se considera el retiro del vehículo y multas muchísimo más elevadas.



También se disponen sanciones para quienes, en la práctica, hacen operar estos vertederos clandestinos. Así, la norma pertinente establece: “Igual sanción será aplicada al que mantuviere, administrare, operare o explotare los sitios antes señalados”; es decir, aquellos lugares que se transformen en botaderos de basura de manera permanente.



Se trata de un proyecto sencillo. Obedece a una moción de los Senadores Girardi, Letelier y quien habla.



Como ya mencioné, la iniciativa persigue corregir una situación que a diario se presenta en muchas localidades de sectores urbanos y sobre todo en áreas rurales, donde, más allá de lo que significa esta acción bastante deleznable, se coloca en riesgo la salud de las personas que viven en esos sectores. 



Insisto: se trata de reclamos que recibimos en forma permanente. Imagino que a los Honorables colegas les pasa exactamente lo mismo cuando llegan a sus circunscripciones, donde este tema se transforma en un problema grave desde el punto de vista sanitario, pero también porque la gente, conscientemente, desarrolla esta actividad buscando obtener beneficio económico. 

El señor GIRARDI.- ¿Podría abrir la votación, señor Presidente? 

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha solicitado la apertura de la votación. 



No hay acuerdo. 



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

La señora RINCÓN.- Pido la palabra. 

El señor ESCALONA (Presidente).- La Senadora señora Rincón ha solicitado intervenir para una cuestión reglamentaria. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, solo quiero pedir autorización al Senado para que la Comisión de Agricultura pueda sesionar en paralelo con la Sala, a partir de las 19. 

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo. 



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor COLOMA.- ¡Pero viene gente invitada de todas partes!

El señor ESCALONA.-. No hubo acuerdo, Su Señoría. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, tengo la convicción de que todos los presentes, en más de una ocasión, cuando hemos viajado por algún camino secundario de nuestras circunscripciones, hemos visto vehículos botando en la berma desechos de la construcción, residuos domiciliarios, basura. 



Tales prácticas van en perjuicio no solo del medio ambiente, sino también de las comunidades ubicadas en esos sectores y, por cierto, de los mismos municipios, que no siempre tienen los instrumentos ni los recursos para recoger desperdicios arrojados reiteradamente  de manera irresponsable por particulares. Eso se pretende desincentivar mediante la iniciativa en análisis. 



Lo innovador en ella no es la tipificación del hecho que alguien “conduzca, traslade o deposite basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales” -lo que rige desde hace mucho tiempo-, sino la aplicación de un castigo a la persona, consistente en la suspensión de su licencia de conducir o la inhabilidad hasta por cinco años para su obtención, además del retiro del vehículo y su depósito en corrales municipales, aparte de la multa. 



Con ello buscamos la adopción de un criterio de tolerancia cero para quienes arrojan basura en los caminos rurales de nuestro país. Así, los que están acostumbrados -como las empresas constructoras- a tirar escombros en lugares que no corresponden, tendrán claro que si son detectados se les aplicará el tipo de sanciones descrito. 



Este es un proyecto de ley simple; de aprobarse tendrá tremendo impacto, porque facultará a Carabineros, a inspectores municipales, al Estado, para reaccionar de forma muy, muy dura contra quienes realicen dichas prácticas. 



Vamos a votar a favor la idea de legislar y ojalá haya unanimidad al respecto, pues daríamos una señal única a las personas que dañan nuestro medio ambiente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra al Honorable señor Novoa. 

El señor LETELIER.- Pido abrir la votación, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo, señor Senador. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, coincido con el espíritu del proyecto, porque es evidente que hay una práctica generalizada de botar residuos, basuras o desechos en distintos lugares. 



Ello no solo se da en las Regiones, sino también en la Región Metropolitana. De hecho, incluso estos días, he visto la quema de basura en la ribera del río Mapocho, con lo cual se comete no solo la infracción de arrojar escombros en lugares no habilitados, sino que además se contamina. 



No obstante lo anterior, considero que la iniciativa en análisis requiere ser perfeccionada por varias razones. 



En primer lugar, no me parece razonable que la misma sanción se aplique al que opera un vertedero ilegal que al chofer que transporta los desechos a ese lugar, quien, incluso, tiene la pena agravada de la suspensión de la licencia de conducir y el retiro de su vehículo. 



En segundo término, será muy difícil determinar si una persona está trasladando residuos hacia un vertedero legal o ilegal. 



Entonces, la construcción del tipo penal va a generar gran cantidad de problemas. 



Asimismo, estimo que el nivel de la pena debiera ser correlativo con lo dispuesto en otra norma de la ley respectiva, porque, por ejemplo, tendría la misma pena falsificar una licencia de conducir que transportar desechos de una construcción a lugares prohibidos. No estoy seguro de que eso sea lo adecuado. 



Por último, se habla de “vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales”, y la verdad es que el tipo debiera ser más amplio, porque muchas veces las basuras o residuos se botan en la vía pública o sitios eriazos y no en un vertedero o depósito clandestino. 



Entonces, debe tenerse cuidado con la redacción. 



Hago tal prevención, pues, como se trata de una iniciativa de artículo único, soy partidario de aprobarla en general -por eso me opuse a la apertura de la votación- y de que, en su análisis en particular, se corrija el tipo penal. 



Hay que ser muy precisos en la forma de crear ese tipo penal. Tenemos que analizar si las sanciones por aplicar son las mismas tanto para el que transporta como para el que opera. A lo mejor está bien la norma para el primero y se debe endurecer la que castiga al que explota un vertedero ilegal, pero también puede ser al revés. 

El señor ESCALONA 
(Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, ante todo, reconozco que los autores de la iniciativa han tocado un problema que importa mucho a comunas rurales, por la falta de regulación y de fiscalización, con la falta de vertederos y, a menudo, con la carencia de servicios por parte de los municipios. 



En mi zona hay muchísimos loteos irregulares, donde las municipalidades respectivas no se preocupan de la recolección de basura, por lo que sus habitantes se ven obligados a improvisar vertederos. De tal modo que, en mi opinión, se debe avanzar en la regularización de esas poblaciones. 



Al mismo tiempo, quiero felicitar a los autores de la iniciativa, dado que no se puede continuar avalando la contaminación, cualquiera sea el mecanismo autorizado en la construcción de viviendas. 



Considero muy acertado el proyecto en estudio, porque evitará que muchas personas se sientan incentivadas a prestar servicios de recolección de basura, que luego botan en depósitos clandestinos o deciden que es más barato trasladar los escombros a vertederos ilegales que entregarlos en el lugar donde corresponde, seguramente por la distancia, por el costo del flete, en fin. El efecto que ello ha generado es una multiplicación significativa de vertederos clandestinos de alta contaminación.



Me preocupa, sí, señor Presidente, el cómo va a operar la ley en proyecto. 



Yo revisaba si su cumplimiento va a ser fiscalizado por un inspector municipal; si va a ser ese funcionario quien presente la respectiva querella, porque entiendo que esta materia no es de competencia de los juzgados de policía local y que la fijación de la penalidad, en los niveles de privación de libertad, tendrá que recaer en un tribunal oral en lo penal. Y para ello deberá constituirse una sala penal, tendrá que hacerse cargo del asunto el Ministerio Público y habrá que entablar las querellas correspondientes e imputar a las personas involucradas. 



Me parece que la normativa es de difícil ejecución y penalización, por la forma en que está concebida, pues no señala quién se encargará de aplicarla. ¿Será el Ministerio Público? Y la persona que detecte un vehículo depositando basura en un vertedero clandestino, ¿ante quién hará la denuncia? ¿Ante dicho organismo? ¿Será Carabineros, Investigaciones o la propia Fiscalía la institución que persiga el delito?
Tengo esas dudas. Y quisiera consultarles a los autores del proyecto cómo se contempla zanjar esta anomalía de que, tratándose de un delito incluido en la Ley de Tránsito, pueda ser resuelto por el Ministerio Público en un juicio oral. No sé, no lo tengo claro.



Luego, entiendo que las penas de privación de libertad, suspensión de la licencia de conductor o inhabilidad para obtenerla hasta por 5 años, retiro del vehículo y su depósito en corrales municipales, y la multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, que determinará el juez, son copulativas.





Además, ignoro si los corrales municipales se hallan disponibles o existen en todas las comunas como para resguardar los vehículos que sean retirados de circulación.



En definitiva, creo que estamos frente a un buen proyecto, que apunta en la dirección correcta. Pero me complica y tengo dudas respecto de cómo se van a perseguir y sancionar estos delitos, que verdaderamente ameritan ser castigados y que se muestre eficacia en la materia.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, aunque por supuesto me adhiero a la intención que movió a presentar esta iniciativa de artículo único, debo hacer un alcance en cuanto a que la conducta que sanciona se encuentra sumamente mal descrita. 



En efecto, se castiga “al que transporte, conduzca, traslade o deposite basuras”. Si la conducta sancionada se hubiera centralizado en el depósito de basuras, estableciendo, simplemente, algo como que “El que sea sorprendido en el acto de depositar basuras, desechos,” etcétera, al menos se concentraría el efecto de la futura ley. 



Además, las sanciones consignadas son muy duras. En la descripción contenida en el informe se asimilan a las que se aplican a conductas tales como la de falsificar licencias de conducir.



Hoy por hoy, hay muchas personas que transportan basuras. ¿Por qué? Porque en varias comunas existen, por ejemplo, centros de clasificación de desperdicios como parte de procesos de mejora en su tratamiento. Asimismo, alguien que juntara seis bolsas de basura, de esas negras, y las pusiera en la parte de atrás de una camioneta, podría perder su licencia de conducir y también su vehículo. 



Yo fui alcalde durante algún tiempo y concejal por muchos años, y sé que muchos municipios hacen esfuerzos tremendos y muy onerosos para combatir los llamados “microbasurales”.

El señor PIZARRO.- ¡Hay quienes botan la basura en las plazas!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- La dispersión de basura está sancionada, tanto en la ley como en muchas ordenanzas municipales.



En realidad, creo que el proyecto debería ser analizado más a fondo para que describiera mejor la conducta que se sanciona, porque, tal como está, resulta excesivo. Asimila el traslado de basura a la mantención, operación, administración y explotación de depósitos o rellenos sanitarios clandestinos. Y repito: el traslado de basura puede ser perfectamente legítimo. ¡En lo personal, mi auto parece basurero...! ¡Les paso el dato a los potenciales inspectores...!



Del mismo modo, habrá que contratar regimientos de controladores. O sea, entre los fiscalizadores del consumo de cigarrillos, los del alcohol y los de la basura, ¡la Administración Pública se va a pegar una “esponjada” absolutamente sensacional! ¡Y también el gasto fiscal, con gran deleite de algunas personas...!

El señor PIZARRO.- Y si el chofer fuma, ¡habrá que agravarle la sanción...!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Exacto: no hemos agregado todavía lo del consumo de tabaco.

El señor PIZARRO.- Y si se ha tomado un “copete”, ¡ahí ya se va preso de por vida...!


El señor COLOMA.- ¡O se le aplica la pena de muerte...!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- O sea, ¡olvídense! ¡Las islas, como la de Más Afuera, no van a dar abasto para todos los exiliados por estos hechos...! ¡Va a ser una cuestión tremenda!




Y, además, el traslado de basura puede tener incluso una finalidad benéfica. ¡Hay muchos lugares donde se clasifica la basura!

El señor PIZARRO.- ¡Y puede servir de abono!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Bueno, ¡eso ya sería un beneficio colateral...!



En fin, mi propósito es solo hacer notar que el texto presenta serios problemas de redacción que sugiero examinar.



Es cuanto puedo decir al respecto, señor Presidente.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque creo que lo expresado por muchos señores Senadores (quien me ha precedido y los colegas Tuma y Novoa, entre otros) interpreta las inquietudes que suscita la iniciativa.



Sin duda, uno comparte que el traslado y depósito de basura en vertederos clandestinos o en cualquier lugar no habilitado es algo no solo ilegal, sino atentatorio contra el medio ambiente, así como también que se hace necesario realizar muchos esfuerzos para evitarlo. 



Esto es lo que se nos propone ahora. Y por eso que la idea, en sí misma, es buena. Sin embargo, la normativa resulta muy discutible y, adicionalmente, desde el punto de vista de la técnica legislativa, el desarrollarla dentro de la Ley de Tránsito la hace doblemente discutible.



Por lo tanto, yo no sé qué quiere hacer la Sala. Tal vez lo más prudente sería devolver el proyecto a la Comisión, para que lo reestructurara y lo discutiera con más calma. Porque aquí el ánimo de aprobarlo existe.



Eso es lo que yo sugeriría, señor Presidente, para avanzar en la materia con una buena iniciativa.



Conocida la voluntad de sus autores y del respectivo órgano técnico en orden a darle curso; conocidas las observaciones que el texto genera, y tratándose de un proyecto de artículo único, quizás sería prudente, como digo, que volviera a la Comisión para que esta, recogiendo las inquietudes planteadas, hiciera una nueva presentación.



He dicho.

El señor GIRARDI.- Pero podemos votarlo en general.

El señor LETELIER.- Sí, votemos la idea de legislar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en verdad, creo que la intención del proyecto es loable. Naturalmente, la existencia de vertederos ilegales es algo que nos preocupa a todos. Pero tengo las mismas inquietudes que acá se han expuesto.



En primer lugar, me asisten muchas dudas respecto a la tipificación de la conducta que se desea sancionar. La iniciativa habla del “que transporte, conduzca, traslade o deposite”, etcétera. ¿El que conduzca qué: la basura, un vehículo con basura? 



Y hay otro problema en cuanto a la proporcionalidad de la pena. ¡Cómo va a ser igualmente grave trasladar basura a un depósito o relleno sanitario ilegal o clandestino que administrar, operar o explotar un vertedero ilegal! 



¡Es obvio que las penas tienen que ser distintas!

El señor LETELIER.- Administrar es diferente de trasladar.

El señor WALKER (don Patricio).- Naturalmente, administrar, lucrar u operar uno de esos sitios es algo distinto. Por ende, un chofer contratado por un mandante para trasladar basura no puede ser castigado del mismo modo que alguien que lucra y vive de esta actividad de manera permanente, sistemática y constante. Claramente es peor, en mi opinión, administrar, operar o explotar un vertedero ilegal. 



Así que, en ese sentido, hay que ponderar bien la situación. No hay una pena proporcional, sino una que es igual para las dos conductas. Y la que se establece equivale, por ejemplo, a la de comercialización o distribución de pornografía infantil. 



¿Se trata de una pena proporcional a la conducta que se pretende sancionar? Tal vez sí, pero a eso habría que darle un par de vueltas porque, a mi juicio, probablemente no se cumple bien el objetivo de tener una pena proporcional a la conducta que se desea sancionar.



También tengo dudas respecto al cuerpo legal que se modifica, pues no sé si esto debe quedar en la Ley de Tránsito o en el Código Penal.



Por eso, señor Presidente, sería interesante que hubiese un segundo informe para mejorar el texto, o bien que el proyecto volviera inmediatamente a la Comisión, sin votarlo en general, para así poder hacerle adecuaciones. Porque la idea es buena.

El señor PROKURICA.- ¡Es buena!

El señor WALKER (don Patricio).- Y por eso no quisiéramos tener que votarla en contra por elementos puntuales que son subsanables.



Por otra parte, está bien que exista una agravante cuando se trate de desechos tóxicos, peligrosos, infecciosos, y que se aplique una pena mayor. Pero creo que estamos metiendo en un mismo saco conductas distintas que, por lo mismo, debieran tener un tratamiento diferente.



Así que, señor Presidente, no sé si es posible que el proyecto vuelva a la Comisión para después votarlo en la Sala con mayor convicción.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha solicitado que la iniciativa vuelva a la Comisión de Transportes.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que existe voluntad unánime para legislar sobre la materia.



Por tal motivo, sugiero acoger la proposición del Honorable señor Novoa en el sentido de aprobar en general el proyecto para que vaya a la Comisión a su discusión particular.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para votarlo en general?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, aunque el proyecto recoge una buena idea, presenta muchos defectos desde el punto de vista jurídico. 



A mi juicio, lo lógico sería seguir el planteamiento del Senador Patricio Walker en cuanto a que la iniciativa volviera a la Comisión para que esta la reelaborara antes de traerla de nuevo a la Sala para su votación en general.



El texto exhibe deficiencias en numerosos aspectos: dónde debe quedar radicada la norma (¿en el Código Penal o en la Ley de Tránsito?); la proporcionalidad de la pena; la precisión de cuándo se entiende cometido el delito, etcétera, etcétera.



Me parece que lo lógico, incluso por nuestra propia seriedad, es que el proyecto vuelva a la Comisión, para que esta le dé una redacción adecuada y nos plantee una propuesta, teniendo en claro, por supuesto, que estamos de acuerdo con la idea.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay unanimidad en la Sala, corresponde que la Mesa resuelva qué se votará.





Hay dos opciones: una, que el proyecto vuelva a la Comisión de Transportes, y la otra, que se vote en general ahora.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el proyecto va a volver a la Comisión de todas maneras. Nosotros no tenemos inconveniente en que pase de nuevo al órgano especializado para su perfeccionamiento antes de ser votado por la Sala. 



Se trata de una buena iniciativa, pero, si hay cuestionamientos, solicito a mis colegas aceptar la proposición del Senador Zaldívar en cuanto a que ella regrese a la Comisión para su mejoramiento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si los autores de la moción manifiestan su beneplácito, se registraría un acuerdo unánime en orden a enviar el proyecto a la Comisión de Transportes para un nuevo informe.



De tal manera que, si no hay objeción, así se procedería.



Acordado.



--El proyecto vuelve a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un nuevo informe.

ERECCIÓN DE MONUMENTO EN MEMORIA DE 

SEÑOR EUGENIO HEIREMANS DESPOUY

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en la Región Metropolitana en memoria de don Eugenio Heiremans Despouy.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7413-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Frei, don Eduardo; Prokurica y Zaldívar, don Andrés, y de los entonces Senadores señores Longueira y Chadwick).



En primer trámite, sesión 81ª, en 4 de enero de 2011.



En tercer trámite, sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 6ª, en 5 de abril de 2011.



Discusión:



Sesión 7ª, en 6 de abril de 2011 (se aprueba en general y en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa inició su tramitación en el Senado y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó una enmienda, consistente en reemplazar, en el inciso primero del artículo 1°, la autorización para erigir el monumento en la Región Metropolitana por otra para erigirlo en la comuna de Las Condes.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición se transcribe el texto aprobado por el Senado y la enmienda propuesta por la Cámara Baja.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobaría la modificación propuesta.

El señor LETELIER.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo.



Entonces, en discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados (12 votos a favor, una abstención y 2 pareos), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Muñoz Aburto.



No votaron, por estar pareados, los señores Lagos y Pérez Varela.

EXTENSIÓN DE ÁREA DE EMPLAZAMIENTO DE MONUMENTO 

EN MEMORIA DE HERNÁN BRIONES GOROSTIAGA
El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.180, que autorizó erigir un monumento en memoria de don Hernán Briones Gorostiaga, con el fin de permitir que dicha construcción se realice en la Región Metropolitana.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5554-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Coloma y Orpis, y del entonces Senador señor Longueira):



En primer trámite, sesión 74ª, en 11 de diciembre de 2007.



En tercer trámite, sesión 36ª, en 18 de julio de 2012.



Informe de Comisión:



Educación, sesión 17ª, en 13 de mayo de 2009.



Discusión:



Sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009 (se aprueba en general y en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa inició su tramitación en el Senado y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó una enmienda, consistente en reemplazar, en el artículo único, la autorización para erigir el monumento en la Región Metropolitana por otra para erigirlo en la comuna de Las Condes.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcribe el texto aprobado por el Senado y la modificación introducida por la otra rama del Parlamento.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



En votación.

El señor PIZARRO.- ¿Se pueden hacer indicaciones, señor Presidente?

El señor COLOMA.- No. Estamos en el tercer trámite.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Pizarro ha pedido el uso de la palabra.

El señor PROKURICA.- ¡Pero estamos en votación, señor Presidente! ¡Cómo es la cosa!

El señor PIZARRO.- Lo que pasa es que don Hernán Briones realizó una labor encomiable en la Cuarta Región, en la comuna de Coquimbo, particularmente en la localidad de Guanaqueros.



Pedí la palabra porque no veo por qué un reconocimiento en su memoria tiene que limitarse a la comuna de Las Condes. A mí me consta que en Guanaqueros estarían más que interesados en que se pudiera instalar un monumento a una figura que realmente hizo mucho bien por el sector, sin pedir nunca nada a cambio, ni siquiera que se conocieran todos los aportes y beneficios que entregó a la comunidad.



Quería dejar constancia de eso, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- En tal caso, usted tendría que votar en contra de la enmienda de la Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO.- La idea es que se amplíe la autorización.

El señor NOVOA.- Entonces, vote en contra para que se forme una Comisión Mixta.

El señor PIZARRO.- ¿Pero por qué no se puede ampliar ahora, Senador Novoa?



Se podría decir: “en la comuna de Las Condes y/o en la comuna de Coquimbo”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, en este trámite no puede haber indicaciones. Además, estamos en votación.

El señor PIZARRO.- Mi propósito es, simplemente, rendirle homenaje a don Hernán Briones en otro lado no más.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).-Terminada la votación
.



--Se aprueba la enmienda introducida por la Cámara de Diputados (13 votos a favor, una abstención y 2 pareos) y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Pizarro, Prokurica, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Muñoz Aburto.



No votaron, por estar pareados, los señores Lagos y Pérez Varela.

)------------(

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, nuevamente solicito que recabe el acuerdo del Senado para que la Comisión de Agricultura pueda sesionar paralelamente con la Sala.



Hay gente que ha venido de todas partes de Chile para el análisis del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios. Por ello, apelo a la buena voluntad de los señores Senadores con el fin de acceder a mi petición.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la solicitud.



--Así se acuerda.

OBLIGACIÓN DE SOTERRAMIENTO DE CABLES ELÉCTRICOS SITUADOS EN BIENES NACIONALES DE USO PÚBLICO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción del Senador señor Letelier, que obliga a trasladar a espacios subterráneos las líneas de transporte y distribución de energía eléctrica que atraviesen bienes nacionales de uso público, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5871-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Letelier): 


En primer trámite, sesión 19ª, en 13 de mayo de 2008.


Informe de Comisión:


Vivienda y Urbanismo: sesión 1ª, en 13 de marzo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es imponer a las empresas de líneas de transporte y distribución de energía eléctrica la obligación de trasladar el cableado que atraviese bienes nacionales de uso público a espacios subterráneos en un plazo de dos años, a contar de la fecha de publicación de la ley en proyecto.



Cabe hacer presente que esta iniciativa se radicó inicialmente en la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, pero con posterioridad y por acuerdo de la Sala, de 3 de agosto de 2010, fue enviada a la Comisión de Vivienda y Urbanismo, la cual aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Pérez (doña Lily) y señores Letelier, Sabag, Tuma y Uriarte.



El texto que se propone despachar en general se transcribe en el primer informe del referido órgano técnico y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión la idea de legislar.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, solicito segunda discusión para esta iniciativa, sin perjuicio de que se proceda a la primera.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.
PROHIBICIÓN DE PUBLICIDAD DE DETERMINADOS ALIMENTOS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, sobre publicidad de los alimentos, con informe de la Comisión de Salud.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8026-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 66ª, en 8 de noviembre de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es prohibir la publicidad de ciertos alimentos dirigida a menores de 14 años, fijar las condiciones en que se podrá transmitir por televisión la publicidad de alimentos con elevados contenidos de ciertos nutrientes y establecer exigencias adicionales a la publicidad y promoción de los alimentos que el Ministerio de Salud determine que poseen elevados niveles de sal, azúcar o grasas trans.



La Comisión hace presente que, durante la tramitación de las observaciones formuladas por el Ejecutivo al proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (hoy día ley Nº 20.606), el Ministro de Salud asumió el compromiso de que, al votarse en la Sala las observaciones, se ingresarían a tramitación las regulaciones referentes a esta materia, entre las cuales se encuentran los aspectos vinculados a publicidad y promoción de los alimentos.



La Comisión de Salud aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Girardi y Uriarte.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe del citado órgano técnico.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, dada la proximidad de la hora de término del Orden del Día, sería bueno analizar esta iniciativa en la sesión ordinaria de mañana.



Este proyecto responde a un acuerdo con el Ejecutivo como consecuencia del veto y me parece más adecuado tratarlo cuando se halle presente la mayoría de los colegas en la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, para que el proyecto pase a segunda discusión basta que un Comité lo solicite.

El señor GIRARDI.- Entonces, pido segunda discusión, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.
)-----------(

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo quiero dar a conocer mi preocupación sobre un hecho que no tiene que ver con las iniciativas en análisis.



He estado leyendo los antecedentes que envió la Asociación Chilena de Seguridad a propósito del accidente sufrido por el Senador Navarro y, dado que en Chile si los medios de comunicación determinan la culpabilidad de alguien este termina siéndolo, me parece que el caso es complejo, toda vez que ya hay una decisión tomada.



De acuerdo con los documentos remitidos al Senado, se trata de presunciones mediante las cuales, tras la investigación -entre comillas- que se llevó a cabo, se establece que los dichos del Senador Navarro no son ciertos.



Por ejemplo, habla un sobrino por los medios de comunicación; luego, un dirigente afirma que no se reúne con el Senador Navarro, etcétera. Es decir, hay una serie de situaciones...

El señor ESCALONA (Presidente).- Excúseme, Su Señoría. Ese no es un asunto que corresponda al Orden del Día.

El señor GÓMEZ.- Lo sé, señor Presidente. 



Solo quiero advertir -y disculpe que lo interrumpa- que sería importante tomar en consideración estos antecedentes porque, finalmente, la que puede terminar siendo corresponsable es la propia Corporación.



Lo que se señala en dicho documento es extremadamente subjetivo y, según la ley, la que debe probar los hechos es la institución.



Deseaba hacer mención a este asunto, pues considero muy complejo lo que aquí está sucediendo.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Comisión de Régimen Interior ha solicitado los antecedentes del caso y los analizará en su sesión de mañana miércoles.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Habiéndose cumplido con el propósito de la sesión...

El señor PIZARRO.- Excúseme, señor Presidente. Tenemos otro proyecto en la tabla que también requiere votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Solicita que se vote la próxima iniciativa, señor Senador?

El señor PIZARRO.- Así es.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Entonces, pasaremos al siguiente proyecto.

CREACIÓN DE CIRCUNSCRIPCIÓN SENATORIAL DE REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la circunscripción senatorial de la Región de Arica y Parinacota, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7260-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 16 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es crear la 20ª circunscripción electoral constituida por la XV Región, de Arica y Parinacota.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por 3 votos contra 2. Se pronunciaron favorablemente los Senadores señores Bianchi, Orpis y Rossi, mientras que votaron en contra los Senadores señores Sabag y Zaldívar (don Andrés).



El texto que se propone aprobar se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Ahora bien, cabe hacer presente que los artículos 1°, 2° y 3° permanentes y el artículo transitorio deben aprobarse con el pronunciamiento favorable de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio -esto es, 23 votos-, de conformidad con la disposición decimotercera transitoria de la Constitución, que exige dicho quórum para las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de Senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solo deseo expresar que este proyecto hay que votarlo, porque es la perpetuación del sistema binominal. Nosotros nos pronunciaremos en contra de él.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ¿están las condiciones para solicitar segunda discusión?

El señor ESCALONA (Presidente).- En representación de su Comité, por supuesto, Su Señoría.

El señor LAGOS.- Entonces, pido segunda discusión.



Y, al mismo tiempo, deseo aclarar, en el entendido de que esta iniciativa podría significar perpetuar el sistema binominal -como dicen algunos-, que aquello que lo perpetúa son otras cosas, y no solamente esta.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha solicitado segunda discusión por parte del Comité PPD.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto, quien se encuentra inscrito.



No hará uso de ella.



Senador señor Novoa, ¿usted va a intervenir?

El señor NOVOA.- No, señor Presidente. Me había inscrito para la iniciativa anterior.

El señor ESCALONA (Presidente).- Bien.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señores Senadores, ha terminado el Orden del Día.



Correspondería entrar al Tiempo de Votaciones. Pero, al parecer, no tenemos quórum.



Por lo tanto, no habiendo quórum para tomar acuerdos, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las dos solicitudes de oficio que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Educación y a la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, pidiéndoles información respecto de ESTABLECIMIENTOS QUE FUNCIONAN IRREGULARMENTE COMO SALAS CUNA O JARDINES INFANTILES.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Energía, solicitándole disponer MEDIDAS NECESARIAS PARA PRONTA PUBLICACIÓN DE REGLAMENTO DE LEY N° 20.571, DENOMINADA “NET METERING O MEDICIÓN NETA” (reiteración de oficio).
)---------------(



--Se levantó la sesión a las 19:32.









Manuel Ocaña Vergara,









   Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1
MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE A LA QUIEBRA COMO CAUSAL DE TÉRMINO DEL CONTRATO DE TRABAJO Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(8492-13)
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que esta​blece a la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y que regula los efectos de la misma en materia laboral y de seguridad social.

I.-   ANTECEDENTES
La quiebra es declarada por un juez frente a un estado de incumplimiento de las obligaciones de un deudor (persona natural o jurídica). A contar de esa declaración, el deudor pierde la administra​ción de sus bienes, la que pasa a manos de un tercero denominado síndico, quien está obligado a administrar y liquidar en un solo procedimiento los bienes de ese deu​dor, debiendo propender al pago de sus deudas, en el orden establecido por la ley.

Para una relación laboral, la quiebra no es un escenario neutral. En efecto, la declaración de un empleador en quiebra con​lleva, entre otros efectos, la desnaturali​zación de las facultades que le permiten conducir las relaciones laborales con sus trabajadores. 

Además, la administración que el síndico toma respecto de los bienes del em​pleador no es una continuidad del emplea​dor, sino que una situación interina im​puesta por la ley, con el propósito especí​fico de liquidar los bienes del deudor y saldar las deudas de los acreedores.

Ciertamente, la experiencia ha demos​trado que los trabajadores de un empleador declarado judicialmente en quiebra, se ven afectados, principalmente por la incerti​dumbre de los efectos de aquélla sobre su relación laboral, derechos y prestaciones de que son titulares. 

Sobre el particular, cabe tener pre​sente que de conformidad a los registros de la Superintendencia de Quiebras, 37 emplea​dores han sido declarados en quiebra en el período de enero a marzo de 2012, afectando un universo de 1.937 trabajadores. Previa​mente, durante los años 2010 y 2011, 267 empleadores fueron declarados en quiebra, involucrando un universo de 5.587 trabaja​dores. 



Además, durante el año 2011, de un to​tal de 283 reclamos formulados ante la ci​tada Superintendencia, un 57% correspondió a trabajadores de empleadores declarados en quiebra. 
A esta problemática, debe agre​garse la duración del procedimiento de quiebra, pues en promedio éste se prolonga por cincuenta y cuatro meses una vez ini​ciado.


Los escenarios descritos han permitido a la Superintendencia antes referida detectar aquellas normas laborales y concursales que generaban mayores dificultades en su apli​cación, como también aquellas áreas en que la legislación resultaba insuficiente.  
II.-
FUNDAMENTOS
De acuerdo a la normativa actual, los procedimientos de quiebra generan dificul​tades que afectan a los trabajadores. Estos problemas, constatados por la experiencia de la Superintendencia de Quiebras y de las Inspecciones del Trabajo, se refieren prin​cipalmente a falta de certeza sobre la con​tinuidad de la situación contractual labo​ral, demoras en la obtención de los pagos que se les adeudan y trabas para la rein​serción laboral, situaciones que usualmente conducen a interponer demandas judiciales y a requerir asistencia jurídica especiali​zada. 

Son estas dificultades las que el pre​sente proyecto de ley busca corregir a través de diversas modificaciones a la le​gislación vigente. Lo anterior, teniendo a la vista los efectos y finalidades particu​lares del procedimiento de quiebra, para lo cual es necesario promover el estableci​miento de un marco normativo coherente so​bre la materia, que dé certidumbre a los trabajadores sobre su situación laboral.

Por lo demás, esta necesidad de re​forma legal ha sido planteada también por parlamentarios de diversos sectores, pre​ocupación de la que dan cuenta los proyec​tos de ley en actual trámite, iniciados en moción, de los H. Diputados Aguiló, Allende Bussi, Goic, Jiménez Fuentes, Muñoz D'Al​bora y de los entonces Diputados Leal y Olivares Zepeda (boletín N° 6.164-13); así como por los H. Senadores Escalona, Muñoz Aburto (boletín N° 6.749-13) y Navarro (boletín N° 6.782-07). En la especie, esta iniciativa recoge en sus propuestas, el importante aporte contenido en aquellas mociones.

III.- PROBLEMÁTICA DE LOS TRABAJADORES DEL EMPLEADOR DECLARADO EN QUIEBRA

En síntesis, ante empleadores declara​dos en quiebra, la experiencia de la Super​intendencia de Quiebras ha demostrado que la situación de los trabajadores se ve es​pecialmente afectada en los siguientes ámbitos:
a)
Vigencia del contrato de trabajo y pago de cotizaciones de seguridad social e indemnizaciones

La sentencia que declara la quiebra fija irrevocablemente, y a contar de esa fecha, los derechos de todos los acreedo​res, quedando devengadas y exigibles todas las deudas del fallido. Además, el emplea​dor declarado en quiebra pierde la adminis​tración de sus bienes, la que pasa a manos de un síndico. Desde ese momento, el síndico debe terminar los contratos de tra​bajo, de modo que los trabajadores, al igual que el resto de los acreedores, pue​dan intervenir en la quiebra y percibir los pagos que les correspondan.

Sin embargo, la legislación vigente, sin adecuarse a la realidad del empleador declarado en quiebra, no pormenoriza a este evento como una causal de término de con​trato de trabajo. Lo anterior, ha conducido a que el síndico proceda a adecuar y asimilar artificialmente este evento a otras causales diferentes de despido.

Es útil recordar que esta necesidad de adecuar la quiebra a otros motivos de término de contrato dio lugar a diferentes interpretaciones. Es así como hasta antes de 2009, existía la práctica de asimilar la quiebra a un caso fortuito, invocando así esta circunstancia como motivo de despido, sin obligación de pago de indemnizaciones por término de contrato a favor del traba​jador. 

En 2009, la Superintendencia de Quie​bras, considerando el criterio mayoritario de la jurisprudencia judicial, instruyó a los síndicos para que, si un empleador era declarado en quiebra, invocaran como motivo de despido de sus trabajadores a las “nece​sidades de la empresa”, clarificando así la obligación de pagar indemnizaciones por término de contrato. 

Cabe tener presente que el término de los contratos de trabajo rige también en el evento que el giro del fallido, por el tiempo y fi​nes determinados en la propia ley, continúe excepcionalmente con posterioridad a una declaración de quiebra. En rigor, la continuidad de giro no configura una super​vivencia o continuación del empleador, ya que la administración del ex empleador vin​culada a la continuación de su giro tiene, para todos los efectos legales, un trata​miento distinto al que existía antes de su quiebra y ciertamente distinto al trata​miento aplicable durante el proceso de quiebra. Adicionalmente, puede ocurrir que en la continuación de giro el síndico contrate a algunos trabajadores considerados nece​sarios para esa continuidad, lo que se mate​rializa legalmente a través de un nuevo contrato de trabajo.  

b)
Fueros
En general, el fuero es un estatuto especial de protección de un trabajador, fundado en que aquél cumple tareas especia​les dentro de la organización del empleador o que aquél goza de una situación particu​lar que la ley protege. En el caso de tra​bajadores que cuentan con fuero maternal, aquél tiene una justificación alimentaria y de protección de la vida, tanto del que está por nacer como del recién nacido. Es decir, los fueros suponen la existencia y subsistencia de la organización de trabajo a cargo del empleador.
Con todo, una vez en quiebra, cabe re​cordar que el empleador que dirige tal or​ganización no continúa disponiendo de la administración de la misma, sino que ella es ejercida por un tercero con la finalidad acotada de liquidar los bienes de ese em​pleador en un tiempo determinado y pagar a sus acreedores. Por otro lado, hoy los tra​bajadores aforados están condicionados a judicializar el término de la relación la​boral y la determinación de las cantidades que tendrían o no derecho a recibir. 
c)
Finiquito
En la práctica, este es uno de los as​pectos en los cuales el procedimiento de quiebra ha sig​nificado importantes trabas y retrasos para los trabajadores. Normalmente al momento de la declaración de quiebra existen cotiza​ciones impagas, por lo que, de acuerdo a la normativa vigente, no se puede suscribir un finiquito laboral. 

En este escenario, como el síndico ca​rece de un antecedente documentario sufi​ciente para justificar el pago de los créditos laborales, éste no se materializa, aun cuando existan fondos disponibles. 

Para salvar esta situación de retraso, los trabajadores afectados deben demandar  en los tribunales laborales la declaración de sus derechos y la determinación del monto exacto de sus créditos. Adicional​mente,  deben presentar dichos antecedentes al tribunal civil que conoce del procedi​miento de quiebra, pudiendo así, final​mente, verificar sus créditos, o en virtud de la demanda presentada ante el tribunal laboral, pueden verificar condicionalmente sus créditos. 

Como se aprecia, las prácticas antes descritas implican desventajas para los trabajadores, ya que demoran el pago de sus acreencias por parte del síndico y obligan al trabajador a interponer acciones ante tribunales con el objeto de determinar los derechos y montos que le asisten.
d)
Preferencias a favor de los créditos de los trabajadores 

Las normas del Código del Trabajo y del Código Civil no son uniformes al regu​lar los límites de las preferencias legales que gozan las acreencias de los trabajado​res. Esta situación ha conducido a dispari​dades interpretativas que dificultan la de​terminación de los derechos del trabajador, en especial, en lo referido a las siguien​tes materias:

1.
Sobre la preferencia de cobro que debe aplicarse a la indemnización sus​titutiva del aviso previo dentro del artí​culo 2.472 del Código Civil, se han consta​tado dos criterios. Un criterio más favora​ble para el trabajador indica que debe aplicarse la preferencia del numeral 5 de ese artículo, mientras que otra interpreta​ción expresa que corresponde aplicar la preferencia del numeral 8 de ese artículo.  En este último caso, esa indemnización que​dará sujeta a todos los límites estableci​dos en dicho numeral. 

2.
Sobre el monto de ingreso mínimo mensual que debe computarse para la preferencia de las indemnizaciones por años de servicio, también se han constatado dis​crepancias. En efecto, si bien las indemni​zaciones de origen laboral gozan de prefe​rencia para su pago, aquélla no excede, respecto de cada beneficiario, de un monto igual a tres ingresos mínimos mensuales, existiendo controversia sobre si debe con​siderarse el ingreso mínimo mensual remune​racional o no remuneracional, cuyos montos difieren notablemente.  Así, al mes de mayo de 2012, el ingreso mínimo remuneracional es de $182.000, en tanto que el no remune​racional es de $117.401.

3.
Sobre el límite de años de servi​cio que debe computarse para la prefe​rencia del cobro de la indemnización por años de servicio, también se verifican di​ferencias. Conforme a lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 2.472 del Código Ci​vil, el límite aplicable es de diez años, mientras que de conformidad al artículo 163 del Código del Trabajo, dicha indemnización posee un límite de once años. 

IV.-
OBJETIVO 

En atención a los antecedentes antes expuestos, y con la finalidad de dar cer​teza a los trabajadores sobre sus derechos y asimismo evitar trabas y demoras en la percepción de los dineros disponibles en caso de quiebra, nuestro Gobierno ha esti​mado necesario abordar de manera sistemá​tica los efectos que la declaración de quiebra conlleva en materia laboral.

Por tanto, la iniciativa que someto a vuestro conocimiento, junto con consagrar a la quiebra declarada judicialmente como causal de término de la relación laboral, establece nuevas indemnizaciones por término de contrato, incorpora distintos mecanismos que facilitan el pago de las acreencias de los trabajadores y permite acceder a las prestaciones del seguro de cesantía de la ley N° 19.728. 



V.-
CONTENIDO DEL PROYECTO

a)   La declaración judicial de quiebra del empleador como causal de término del con​trato de trabajo

Se propone establecer a la declaración judicial de quiebra del empleador como nueva causal de término del contrato de trabajo. 

Al efecto, el síndico deberá comunicar formalmente al trabajador el término del contrato en virtud de esta causal. Dicha comunicación deberá acompañarse de determi​nados antecedentes, enviando copia de su aviso a la Inspección del Trabajo.

b)   Indemnizaciones por término de con​trato con motivo de la quiebra del emplea​dor
Se propone establecer una indemniza​ción equivalente a la última remuneración mensual devengada por el trabajador, con carácter de alimentaria, la que estará su​jeta a la preferencia del número 5 del artículo 2.472 Código Civil. 

A su vez, el trabajador también reci​birá una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, la que gozará del privilegio del número 8 del artículo 2.472 Código Ci​vil, con los límites que allí se expresan.
c)   Término del fuero e indemnizaciones
Los fueros suponen la existencia y subsistencia de la organización de trabajo a cargo del empleador. Teniendo a la vista los efectos de la quiebra, ya descritos,  se precisa que aquélla, junto con configu​rar una causal de término de contrato, tam​bién pone fin a los fueros de sus trabaja​dores.

Con todo, los trabajadores que estén gozando del fuero indicado en el artículo 201 del Código del Trabajo, tendrán derecho a una indemnización equivalente a una remu​neración mensual por cada uno de los meses que le restaren para que su fuero termine. Ahora bien, si el término de contrato ocu​rriere mientras el trabajador está haciendo uso de los permisos maternales o post natal parental, no se considerará para el cálculo de esta indemnización a las semanas durante las cuales el trabajador tenga derecho a los subsidios derivados de aquéllos. Lo an​terior, en atención a que durante las sema​nas en que se goza de permisos maternales, el empleador deja de pagar la remuneración pactada por recibir prestaciones de cargo fiscal.

A su vez, cabe señalar que las indem​nizaciones derivadas del fuero maternal serán compatibles y acumulativas, de con​formidad a las reglas establecidas al efecto, con las demás indemnizaciones regu​ladas por este proyecto de ley.
d)   Finiquito

Se establece la obligación del síndico de poner a disposición del trabaja​dor un finiquito que dé cuenta de todos aquellos montos que al trabajador se le adeuden por concepto de remuneraciones, in​demnizaciones o cotizaciones de seguridad social, según corresponda. Dicho finiquito se extenderá incluso si existen cotizacio​nes previsionales impagas.  Con todo, cual​quier estipulación que haga entender que el trabajador renuncia total o parcialmente a dichas cotizaciones se tendrá por no es​crita. En este sentido, la propuesta recoge el criterio de la Excma. Corte Suprema (v.gr., sentencia rol 7.076-2009) en el sentido de que la legislación de quiebras prevalece por sobre la sanción de nulidad de despido, por lo que una vez declarada la quiebra del empleador, no es posible gravar la masa con mayores obligaciones que las que quedaron fijadas a la fecha en que se declaró la quiebra.

Una vez suscrito el finiquito entre síndico y trabajador, este documento sirve para adelantar el pago al trabajador, ya que se entenderá como antecedente documen​tario suficiente para justificar un pago administrativo por parte del síndico.

Además, será obligación del síndico acompañar ese documento suscrito al tribu​nal de la quiebra. Efectuada la gestión, las cantidades que consten en él se enten​derán verificadas en la quiebra, sin necesi​dad de recurrir a asistencia jurídica para reclamar en un tribunal laboral la  exis​tencia de dichos créditos y para luego ve​rificarlos en el tribunal de la quiebra.
e)   Preferencias para el pago
A través de modificaciones al Código del Trabajo y al Código Civil, se precisa el alcance del privilegio del numeral 8 del artículo 2.472 del Código Civil a las in​demnizaciones de origen laboral que les co​rrespondan a los trabajadores, que estén devengadas a la fecha en que se hagan va​ler, esto es, un límite cuantitativo de tres ingresos mínimos remuneracionales men​suales por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, por cada trabajador, y un límite temporal de once años.
f)  Créditos sociales otorgados por las Ca​jas de Compensación de Asignación Familiar

Las cuotas de créditos sociales futu​ras y, por tanto, no devengadas de un crédito social otorgado por una Caja de Compensación de Asignación Familiar a un trabajador, a diferencia de aquéllas ya descontadas de su remuneración, no gozarán de la preferencia para el pago dispuesta en el artículo 22 de la ley N°18.833.  

Por otro lado, las cuotas de créditos sociales devengadas y descontadas de la re​muneración por el empleador, que no hayan sido remesadas por éste a la Caja de Com​pensación a la fecha de la declaración de la quiebra, gozarán de la preferencia  del número 5 del artículo 2.472 del Código Ci​vil. 
g)   Prestaciones del seguro de cesantía

En caso de quiebra del empleador, el trabajador tendrá acceso tanto a las pres​taciones financiadas con cargo a su cuenta individual del seguro de cesantía, como también a aquéllas que se otorgan por el Fondo de Cesantía Solidario.
h)   Ahorro previsional colectivo

Conforme a la iniciativa en análisis, ante una quiebra, los aportes realizados por el empleador a favor del trabajador tendrán el mismo régimen que actualmente se consagra para los casos en que el contrato termina por aplicación de la causal del artículo 161 del Código del Trabajo.

En consecuencia, si la relación labo​ral termina por la quiebra del empleador, los aportes efectuados por este último pa​sarán a ser de propiedad del trabajador.

En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de esa Honorable Cámara el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Introdúzcase las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y siste​matizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: 

a)
Sustitúyase en el inciso cuarto de su artículo 61 la oración “no excederá, respecto de cada beneficiario, de un monto igual a tres ingresos mínimos mensuales por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un límite de diez años; el saldo, si lo hubiere, será considerado crédito valista”, por la siguiente “se regirá por lo establecido en dicha norma”.

b)
Intercálase el siguiente artículo 163 bis, nuevo:

“Art. 163 bis.- El contrato de trabajo terminará en caso de quiebra del empleador declarada por sentencia judicial. Para todos los efectos legales, la fecha de término del contrato de trabajo será la fecha de dictación de la sentencia judicial que declara la quiebra. En este caso, se aplicarán las siguientes reglas:

1.- El síndico deberá comunicar al trabaja​dor, personalmente o por carta certificada enviada al domici​lio señalado en el contrato de trabajo, el término de la re​lación laboral en virtud de la causal señalada en este artí​culo, adjuntando a dicha comunicación un certificado emitido por la Superintendencia de Quiebras que deberá indicar el hecho de que el empleador ha sido declarado en quiebra por sentencia judicial, así como el tribunal que la dictó, la in​dividualización del proceso y la fecha en que se efectuó tal declaración. El síndico deberá realizar esta comunicación dentro de un plazo no superior a 6 días hábiles, contados desde la fecha de su aceptación y juramento de fiel desempeño del cargo en la quiebra.

Dentro del mismo plazo, el síndico deberá en​viar copia de la comunicación mencionada en el inciso ante​rior a la respectiva Inspección del Trabajo. Las Inspecciones del Trabajo, tendrán un registro de las comunicaciones de término de contrato de trabajo que se les envíen, el que se mantendrá actualizado con las comunicaciones recibidas en los últimos treinta días hábiles.

La Inspección del Trabajo, de oficio o a pe​tición de parte, constatará el cumplimiento de lo establecido en este número. En caso de incumplimiento por parte del síndico, la Inspección del Trabajo deberá informar a la Su​perintendencia de Quiebras, la que podrá sancionar los hechos imputables al síndico, de conformidad con lo establecido en el artículo 8° de la ley N°18.175.

2.- El síndico, en representación de la quie​bra, deberá pagar al trabajador una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada.

3.- Si el contrato de trabajo hubiere estado vigente un año o más, el síndico, en representación de la quiebra, deberá pagar al trabajador una indemnización por años de servicio equivalente a aquélla que el empleador es​taría obligado a pagar en caso que el contrato terminare por alguna de las causales señaladas en el artículo 161. El monto de esta indemnización se determinará de conformidad a lo es​tablecido en los incisos primero y segundo del artículo 163 de este Código. Esta indemnización será compatible con la es​tablecida en el número 2 anterior.

4.- No se requerirá solicitar la autorización previa del juez competente respecto de los trabajadores que al momento del término del contrato de trabajo tuvieren fuero.

Con todo, tratándose de trabajadores que es​tuvieren gozando del fuero señalado en el artículo 201, el síndico, en representación de la quiebra, deberá pagar una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada por cada uno de los meses que restare de fuero. Si el término de contrato ocurriere en virtud de este artículo, mientras el trabajador se encuentra haciendo uso de los des​cansos y permisos a que se refiere el artículo 198, no se considerarán para el cálculo de esta indemnización las sema​nas durante las cuales el trabajador tenga derecho a los sub​sidios derivados de aquéllos. Esta indemnización será compa​tible con la indemnización que deba pagarse en conformidad al número 3 anterior.

5.- El síndico deberá poner a disposición del trabajador el respectivo finiquito con al menos diez días de anticipación a la expiración del período de verificación or​dinaria de créditos que establece el procedimiento de quie​bra. 

El finiquito suscrito por el trabajador se entenderá como antecedente documentario suficiente para jus​tificar un pago administrativo.

El finiquito suscrito por el trabajador de​berá además ser acompañado por el síndico al tribunal de la quiebra, dentro de los dos días hábiles siguientes a su sus​cripción. Este finiquito se regirá por las siguientes reglas:

a) Tendrá el mismo valor que el finiquito suscrito y ratificado ante ministro de fe de conformidad con el artículo 177;

b)
Se entenderá como suficiente verifica​ción de los créditos por remuneraciones, asignaciones compensatorias e indemnizaciones que consten en dicho instru​mento;

c)
Si el trabajador hiciera reserva de acciones al suscribir el finiquito, la verificación o pago administrativo estará limitada a las cantidades aceptadas por el trabajador, y

d)
Cualquier estipulación que haga enten​der que el trabajador renuncia total o parcialmente a dichas cotizaciones previsionales se tendrá por no escrita.

Con todo, el síndico deberá reservar fondos, si los hubiere, respecto de aquellos finiquitos no suscritos por los trabajadores o no acompañados por el síndico al tri​bunal de la quiebra dentro del plazo señalado en el inciso tercero de este número, por un periodo de treinta días conta​dos desde la fecha en que dicho instrumento fue puesto a dis​posición del respectivo trabajador.”.

c)
Intercálase en el inciso primero de su artículo 172, entre el vocablo “artículos” y el guarismo “168”, la expresión “163 bis,”.

Artículo 2°.-
Introdúzcanse las siguientes modificaciones al artículo 2.472 del Código Civil, cuyo texto refundido, coor​dinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

a)
Sustitúyase en su numeral 5, la frase “y las asignaciones familiares”, por la siguiente oración “, las asignaciones familiares, la indemnización establecida en el número 2 del artículo 163 bis del Código del Trabajo con un límite de noventa unidades de fomento correspondiente al último día del mes anterior a su pago, considerándose valista el exceso si lo hubiere, y las cotizaciones adeudadas a las instituciones de Seguridad Social o que se recauden por su intermedio, para ser destinadas a ese fin”.

b)
Modifícase su numeral 8 de la siguiente forma:

i. Intercálase en su párrafo primero, entre los vocablos “mensuales” y “por”, el término “remuneraciona​les”.

ii. Sustitúyase en su párrafo primero, el voca​blo “diez” por “once”.

iii. Sustitúyase en su párrafo primero el punto y coma (;) que sigue al término “valistas” por un punto aparte (.). 

iv. Agréganse los siguientes párrafos segundo y terceros, nuevos:

“Asimismo, la indemnización establecida en el párrafo segundo del número 4 del artículo 163 bis del Código del Trabajo, estará sujeta a los mismos límites prece​dentemente señalados.

Para efectos del cálculo del pago de la preferencia establecida en este número, los límites máximos indicados en los párrafos primero y segundo serán determina​dos de forma independiente;”.

Artículo 3°.-
Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 22 de la ley N°18.833:

“En caso de quiebra de la entidad empleadora afiliada declarada judicialmente, regirán las siguientes re​glas:

1.- Las cuotas de créditos sociales devengadas y descontadas de la remuneración por el empleador, que no hayan sido remesadas a la Caja de Compensación a la fecha de la declaración de la quiebra, gozarán de la preferencia  del número 5 del artículo 2.472 del Código Civil, siendo obliga​ción de la respectiva Caja de Compensación verificar su crédito. 

2.- El pago de las cuotas de créditos sociales no devengadas a la fecha de la declaración de quiebra, le co​rresponderá al trabajador,  no siendo de cargo de la masa. Para estos efectos, se tendrán por no escritas las convencio​nes que permitan al empleador, en caso de término de la rela​ción laboral por quiebra de éste, descontar  los saldos pen​dientes por créditos sociales de las indemnizaciones por término de contrato a que tenga derecho el trabajador.”. 

Artículo 4°.-
Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley N°19.728:

a)
Sustitúyase en la letra a) de su artículo 12, la expresión “y 161” por la siguiente “, 161 y 163 bis”, 

b)
Sustitúyase en la letra b) de su artículo 24, la frase “o del artículo 161, ambos”, por la siguiente “o de los artículos 161 y 163 bis, todos”.

Artículo 5°.- Sustitúyase en el inciso cuarto del artículo 20 H del decreto ley N°3.500, de 1980, la oración “la causal es​tablecida en el artículo 161”, por la siguiente “las causales establecidas en los artículos 161 o 163 bis”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Evelyn Matthei Fornet, Ministra del Trabajo y Previsión Social.- Teodoro Ribera Neumann, Ministro de Justicia
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PLEBISCITO Y CONSULTAS DE CARÁCTER COMUNAL

(7308-06)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (boletín N°7308-06), con las siguientes enmiendas: 
                  Artículo primero

                  Numeral 2)

                  Lo ha reemplazado por el siguiente: 

 “2)Sustitúyese en el inciso primero del artículo 100 la palabra “municipal” por la expresión “de alcalde”.”.

                  Numeral 3)    

                  Letra Nueva

                  -Ha intercalado la siguiente letra b), pasando las actuales b) y c) a ser c) y d), respectivamente:

                  “b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la o las cuestiones sometidas” por “la cuestión sometida”; agréganse, a continuación del punto seguido (.), que se reemplaza por una coma (,), las siguientes oraciones: “siendo aplicable lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo relativo al formato de la consulta, salvo que se aplique lo dispuesto en la frase final del inciso segundo del artículo 99. El texto de la consulta debe ser claro, no puede ser ambiguo o inducir a error, ni ser sesgado hacia una de las alternativas.”; y agrégase, a continuación de las palabras “dicho decreto”, el siguiente texto: “en el Diario Oficial o de notificada la sentencia que se dicte en virtud de lo dispuesto en este artículo, debiendo en este último caso dictarse un nuevo decreto alcaldicio que fije la fecha de su realización dentro de los plazos indicados anteriormente.”.   


Numeral 7)


Lo ha eliminado

                     ********

Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos primero y segundo fueron aprobados, en general, por 89 Diputados; y, en particular, por 96 Diputados, en ambos casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1479/SEC/11, de 13 de diciembre de 2011.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL ACUERDO DE RELACIONES DE SOCIOS ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA FEDERACIÓN RUSA, SUSCRITO EN YOLANDA, JAPÓN, EL 13 DE NOVIEMBRE DE 2012

(8388-10)

Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°8388-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 

“Artículo único.-
Apruébase el Acuerdo de Relaciones de Socios entre la República de Chile y la Federación de Rusia, suscrito en Yokohama, Japón,  el 13 de noviembre de 2010.”.

    

 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

INFORME DE LA COMISION MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE DEFINE EL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS Y ESTABLECE MEDIDAS DE CONTROL Y SANCIONES PARA QUIENES INCURRAN EN ESTA PRÁCTICA EN LAS FAENAS DE PESCA

(3777-03)
HONORABLE SENADO:

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, que se originó en una Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, y del ex Senador señor Ruiz De Giorgio.


El Senado, en sesión de fecha 4 de julio de 2012, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, señores Carlos Bianchi Chelech, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss, Fulvio Rossi Ciocca, y Hosaín Sabag Castillo.


La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión de 5 de julio de 2012, designó a los Honorables Diputados señores Sergio Bobadilla Muñoz, Cristián Campos Jara, Alejandro Santana Tirachini, Jorge Ulloa Aguillón y Matías Walker Prieto.


Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 18 de julio de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss y Hosaín Sabag Castillo, y los Honorables Diputados señores Sergio Bobadilla Muñoz, Cristián Campos Jara y Jorge Ulloa Aguillón, eligiendo como Presidente al Honorable Senador señor Horvath. En la sesión siguiente se abocó al cumplimiento de su cometido.


A las sesiones en que se consideró este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio Rives, la abogada de esa División, señora Catalina Gallardo Salce y los asesores señores Marcelo García Alvarado y Mario Acevedo Gyllen; la consejera política de la organización Greenpeace, señora Elizabeth Soto; el Director Ejecutivo y el economista de la organización Océana, señores Alex Muñoz Wilson y Cristián Gutiérrez Rojas, respectivamente y el analista del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pedro Pablo Rossi.
CONSTANCIA

Se hace presente que la proposición que formula la Comisión Mixta, respecto del artículo 7° C, tiene el carácter de norma de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el número 23° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.
- - - - - - - -

MATERIAS DE LAS DIVERGENCIAS

Las controversias se han originado en el rechazo, por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto despachado en el primer trámite constitucional por el Senado.

Las disposiciones sujetas a la consideración de la Comisión Mixta corresponden a los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 7°A, el inciso primero del artículo 7°C y el artículo 104 contemplado en el numeral 5, nuevo.
- - - - -
DISCUSIÓN DE LAS DIVERGENCIAS Y ACUERDOS ADOPTADOS A SU RESPECTO

ARTÍCULO 1°

Numeral 2.

    
- El Senado, en el primer trámite constitucional, incorporó  al Título II de la Ley General de Pesca y Acuicultura un Párrafo 1° bis, nuevo, denominado “DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS”, que contiene los artículos 7° A, 7° B, 7° C y 7° D. Respecto de los artículos 7° A y 7° C se produjeron divergencias entre las dos Cámaras Legislativas.
PRIMERA DIVERGENCIA 

Artículo 7° A 

INCISO PRIMERO



El texto aprobado por el Senado, en el primer trámite constitucional, es el siguiente:


“Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos que permitan elaborar un plan de reducción del descarte. Dicho programa de investigación deberá comprender a lo menos la cuantificación del descarte, la determinación de sus causas, la forma en que se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar, a lo menos, la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la ley Nº 19.713.”.


La Cámara de Diputados incorporó a este inciso las siguientes enmiendas, que fueron rechazadas por el Senado:

 
1) Agregó a continuación de la expresión "del descarte", la primera vez que aparece, la frase "y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".




2) Intercaló entre las expresiones "del descarte,", la  segunda vez que aparece, y las palabras ", la determinación", la frase: "de la fauna acompañante y de la pesca incidental".

Al respecto, el Presidente de la República hizo llegar la siguiente proposición:

- Agregar, a continuación de la frase “plan de reducción del descarte”, la locución “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.
- Incorporar, a continuación de la frase “cuantificación del descarte”, la locución “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.

 
- Respecto de esta proposición, que es la misma que se presenta para las divergencias segunda a quinta, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, explicó que su finalidad es la reducción del descarte de la especie objetivo y de la fauna acompañante y la reducción de la captura de la pesca incidental, caso este último que implica, entre otras, a tortugas, gaviotas y lobos de mar, esto es, especies que no se aprovechan comercialmente.


SEGUNDA DIVERGENCIA

ARTÍCULO 7° A

INCISO SEGUNDO



El texto despachado por el Senado dice:


“El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte.”.

 
La Cámara de Diputados agregó a este inciso segundo del artículo 7° A, a continuación de la expresión "del descarte", la frase "y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".

El Presidente de la República propuso incorporar, a continuación de la frase “disminución del descarte”, la locución “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.
 TERCERA DIVERGENCIA

ARTÍCULO 7°A

ENCABEZAMIENTO DEL INCISO TERCERO



El texto despachado por el Senado preceptúa:


“El plan de reducción del descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:”.

 
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó su encabezamiento por el siguiente: "En el plazo máximo de tres años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca establecerá un plan de reducción del descarte y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:".

El Senado, en el tercer trámite constitucional, dispuso rechazar la frase “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

El Presidente de la República propuso incorporar después de la locución “plan de reducción del descarte”, la frase “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.

CUARTA DIVERGENCIA

ARTÍCULO 7°A

LETRAS A) Y C) DEL INCISO TERCERO
El texto aprobado por el Senado señala los siguientes elementos que deberán contener el plan de reducción del descarte:

 
“a) Las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.

b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.




c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.


d) Un programa de capacitación y difusión.”.

Respecto de las letras a) y c) del inciso tercero del artículo 7° A, la Cámara de Diputados agregó en cada una de ellas, a continuación del vocablo “descarte”, la frase: "y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental", enmienda que fue rechazada por el Senado.

El Presidente de la República propuso incorporar en cada una de las letras señaladas la frase “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”, a continuación de la locución “reducir el descarte”.



QUINTA DIVERGENCIA
ARTÍCULO 7° A
INCISO CUARTO



El Senado aprobó el siguiente texto:

 
“El plan de reducción deberá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca, como medida de mitigación complementaria. Asimismo, podrá considerar incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte.”.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó, a continuación del vocablo "descarte", la frase "y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental", la que fue rechazada por el Senado.

El Presidente de la República propuso incorporar, a continuación de la frase “disminución del descarte”, la locución “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.

SEXTA DIVERGENCIA

ARTÍCULO 7° C
INCISO PRIMERO



El texto aprobado por el Senado, en el primer trámite constitucional, es el siguiente:



“Artículo 7° C.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.”.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó en el inciso primero, a continuación de la expresión "aves marinas", la siguiente frase ", salvo que se encuentren severamente dañados o heridos", enmienda que fue rechazada por el Senado.
El Presidente de la República propuso agregar en el inciso primero, a continuación de la oración “Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas”, la frase “, salvo que se encuentren severamente dañados o heridos, en cuyo caso serán retenidos a bordo para efectos de ser enviados a un centro de rehabilitación de especies hidrobiológicas”.

- El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, indicó que los centros de rehabilitación de especies hidrobiológicas se encuentran regulados en el artículo 13 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

SÉPTIMA DIVERGENCIA

NUMERAL 5, NUEVO
INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 104

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó a la Ley General de Pesca y Acuicultura un Título VIII, nuevo, denominado “DE LOS OBSERVADORES CIENTÍFICOS”, que contiene, entre otros, el siguiente artículo 104:

“Artículo 104.- El reglamento establecerá un procedimiento de coordinación de embarque, el que deberá contemplar un plazo mínimo de 10 días para informar de la designación de observadores científicos a los armadores  respectivos.


La Autoridad Marítima no otorgará la autorización de zarpe a las naves o embarcaciones que, habiéndoles sido designado un observador, no esté incluido en la dotación a bordo.


Los armadores deberán asegurarse que los capitanes o patrones de sus naves o embarcaciones brinden a los observadores una amplia cooperación, de manera que éstos puedan llevar a cabo las tareas de recopilación de datos. El cumplimiento de esta obligación incluye brindar las facilidades adecuadas de alojamiento y alimentación a los observadores.”.

El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó el inciso tercero.


El Presidente de la República propuso agregar al artículo 104 los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto :

“Los armadores deberán asegurarse que los capitanes o patrones de sus naves o embarcaciones brinden a los observadores una amplia cooperación, de manera que éstos puedan llevar a cabo las tareas de recopilación de datos. Para estos efectos se les deberá proporcionar un espacio adecuado para la toma de información y el análisis de las muestras como asimismo un lugar habilitado para procesar los datos obtenidos. 
El cumplimiento de la obligación de cooperación incluye además brindar las facilidades adecuadas de alojamiento, alimentación, comunicación y seguridad personal a los observadores científicos. 
Los observadores científicos deberán contar con un dispositivo de localización de emergencia personal que accionarán exclusivamente en caso de peligro de su integridad física. 
La llamada de auxilio deberá ser respondida por la Autoridad Marítima quién deberá contactarse con el capitán de la nave o embarcación a fin de indagar respecto de la situación denunciada y tomar las medidas necesarias para resguardar la integridad del observador científico.”.

- El Diputado señor Cristián Campos consultó a los representantes del Ejecutivo sobre el responsable de los costos de las garantías y beneficios establecidos para los observadores científicos.

- La abogada de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señora Catalina Gallardo informó que el costo es asumido por el armador. Respecto del dispositivo de localización con que deben contar los observadores científicos y sus remuneraciones, el costo corresponde al Estado.

- La Comisión, a proposición del Senador señor Horvath, y por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi y Diputados señores Bobadilla, Campos, Ulloa y Walker) acordó incorporar al inciso tercero que propuso agregar el Ejecutivo, a continuación de las palabras “los datos”, la locución “de captura”.

- - - - - - - - 
- Puestas en votación las proposiciones del Ejecutivo respecto de las divergencias primera a sexta, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta (Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag y Diputados señores Bobadilla, Campos, Ulloa y Walker). 

-Puesta en votación la proposición del Ejecutivo respecto de la séptima divergencia, fue aprobada con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta (Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi y Diputados señores Bobadilla, Campos, Ulloa y Walker). 

- - - - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, la Comisión Mixta viene en proponer la resolución de las discrepancias entre ambas ramas del Congreso Nacional del siguiente modo:

ARTÍCULO 1°

NUMERAL 2.

ARTÍCULO 7° A
INCISO PRIMERO



Agregar, en el inciso primero del artículo 7° A, a continuación de la locución “plan de reducción del descarte”, la frase “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”. 

Intercalar a continuación de la locución “cuantificación del descarte”, la frase “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.

INCISO SEGUNDO
Agregar, a continuación de la locución “disminución del descarte”, la frase “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.
INCISO TERCERO

Encabezamiento

Intercalar, a continuación de la locución “plan de reducción del descarte”, la frase “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.
letras a) y c) del inciso tercero


Agregar, a continuación de la frase “reducir el descarte”, la locución “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.

INCISO CUARTO


Agregar, a continuación de la frase “disminución del descarte”, la locución “tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental”.
ARTÍCULO 7° C
INCISO PRIMERO



Agregar, a continuación de la oración “Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas”, la frase “, salvo que se encuentren severamente dañados o heridos, en cuyo caso serán retenidos a bordo para efectos de ser enviados a un centro de rehabilitación de especies hidrobiológicas”.
NUMERAL 5, NUEVO
Título VIII
Artículo 104

Incorporar al artículo 104 los siguientes incisos tercero a sexto:
“Los armadores deberán asegurarse que los capitanes o patrones de sus naves o embarcaciones brinden a los observadores una amplia cooperación, de manera que éstos puedan llevar a cabo las tareas de recopilación de datos. Para estos efectos se les deberá proporcionar un espacio adecuado para la toma de información y el análisis de las muestras como asimismo un lugar habilitado para procesar los datos de captura obtenidos. 

El cumplimiento de la obligación de cooperación incluye además brindar las facilidades adecuadas de alojamiento, alimentación, comunicación y seguridad personal a los observadores científicos. 

Los observadores científicos deberán contar con un dispositivo de localización de emergencia personal que accionarán exclusivamente en caso de peligro de su integridad física. 

La llamada de auxilio deberá ser respondida por la Autoridad Marítima quién deberá contactarse con el capitán de la nave o embarcación a fin de indagar respecto de la situación denunciada y tomar las medidas necesarias para resguardar la integridad del observador científico.”.
- - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


En caso de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley es el siguiente:
“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto supremo Nº 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992:

1. Modifícase el artículo 2º, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el número14 bis) por el siguiente:


“14 bis) Descarte: es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.


b) Intercálase, a continuación del número 21), el siguiente número 21 bis), nuevo:


"21 bis) Pesca incidental: aquella conformada por especies que no son parte de la fauna acompañante y que está constituida por reptiles marinos, aves marinas y mamíferos marinos.”.

c) Reemplázase el número 26 bis) por el siguiente:


“26 bis) Observador científico: persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos.


La recopilación de datos en ningún caso incluirá la individualización de las naves ni de los armadores, los cuales deberán ser codificados para estos efectos. En relación a los tratados internacionales pesqueros de los cuales Chile sea parte, la información del área regulada por  ellos que corresponda a alta mar se entregará de conformidad con las disposiciones del respectivo instrumento internacional.


La destrucción, sustracción o revelación indebida de los datos recopilados por parte del observador científico constituirá infracción grave al principio de probidad o incumplimiento grave del convenio de administración, según corresponda.


El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas, quedando limitadas sus funciones a las expresadas en este numeral.”.


2. Incorpórase al Título II el siguiente Párrafo 1º bis, nuevo:

“PÁRRAFO 1° BIS

DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS


Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos que permitan elaborar un plan de reducción del descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental. Dicho programa de investigación deberá comprender a lo menos la cuantificación del descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental, la determinación de sus causas, la forma en que se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. El programa deberá considerar, a lo menos, la información biológica pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca de conformidad con el Título VIII.
El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental.

En el plazo máximo de tres años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca establecerá un plan de reducción del descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental.


b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.


c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental.


d) Un programa de capacitación y difusión.


El plan de reducción deberá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca, como medida de mitigación complementaria. Asimismo, podrá considerar incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental.


La Subsecretaría de Pesca establecerá anualmente, mediante resolución fundada, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que se encuentren sometidas al programa de investigación a que se refiere este artículo.


Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, no podrá realizarse, salvo que se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.


b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra anterior.

c) Que sea haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo.


d) Que en el proceso de establecimiento de la cuota global anual de captura se haya considerado el descarte.

e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas al plan de reducción a que se refiere el artículo anterior.


f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.


La Subsecretaría de Pesca establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.


Artículo 7° C.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas, salvo que se encuentren severamente dañados o heridos, en cuyo caso serán retenidos a bordo para efectos de ser enviados a un centro de rehabilitación de especies hidrobiológicas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.


La Subsecretaría establecerá, mediante resolución y previo informe técnico, la nómina de especies que se encuentren en los casos previstos en este artículo.


Artículo 7° D.- Sin perjuicio de las normas de este párrafo, se deberá dar cumplimiento a las medidas de administración establecidas de conformidad con la normativa vigente.”.

3. Intercálase, a continuación del artículo 63 bis, el siguiente artículo 63 ter, nuevo:


“Artículo 63 ter.- Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en los artículos anteriores, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.


4. Agréganse, a continuación del artículo 64 D, los siguientes artículos 64 E y 64 F, nuevos:


“Artículo 64 E.- Los armadores de naves pesqueras a que se refiere el artículo 64 B y los armadores artesanales respecto de sus embarcaciones que tengan una eslora igual o superior a 15 metros, deberán instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo.

El Servicio Nacional de Pesca deberá requerir la entrega de la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.


La instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por el Servicio directamente o encargándolo a entidades externas. En este último caso, serán también de cargo del armador.


Este sistema deberá guardar relación en sus costos de instalación y operación con los que signifiquen los objetivos de protección de los recursos hidrobiológicos respectivos.


La forma, requisitos y condiciones de aplicación de las exigencias establecidas en este artículo, así como los resguardos necesarios que eviten la manipulación e interferencia del funcionamiento de los dispositivos, serán determinados en el reglamento, pudiendo éste distinguir por pesquería, tipo de nave y arte de pesca. El Servicio acreditará, directamente o por intermedio de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento.


La Subsecretaría de Pesca podrá requerir la información de que trata este artículo para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.


Artículo 64 F.- Las imágenes que registre el dispositivo a que se refiere el artículo 64 E tendrán el carácter de reservado de conformidad con la ley N° 20.285. Su destrucción, sustracción o revelación indebida será sancionada con las penas señaladas en los artículos 242 o 247 del Código Penal, según corresponda.


La información que genere el dispositivo de registro de imágenes, certificada por el Servicio Nacional de Pesca, en su caso, tendrá el carácter de instrumento público y constituirá una presunción para acreditar infracciones a la normativa pesquera. La información, en este caso, no revestirá el carácter de reservada y su publicidad quedará sometida a las normas generales que regulan el procedimiento administrativo o judicial, según corresponda.”.


5. Agrégase, a continuación del artículo 102, el siguiente Título VIII, nuevo:

“TÍTULO VIII

DE LOS OBSERVADORES CIENTÍFICOS


Artículo 103.- Los observadores científicos tendrán como únicas funciones, las de recopilar, registrar y dar cuenta de los datos e información biológico-pesquera de las operaciones de pesca industrial y artesanal, puntos de desembarque o procesamiento de recursos pesqueros. Su labor no será de fiscalización.


Los observadores científicos deberán acreditar conocimientos y aptitudes para llevar a cabo tareas científicas básicas y podrán ser profesionales o técnicos ligados a las ciencias marinas, pesqueras o acuícolas, de universidades e institutos profesionales acreditados.


Artículo 104.- El reglamento establecerá un procedimiento de coordinación de embarque, el que deberá contemplar un plazo mínimo de 10 días para informar de la designación de observadores científicos a los armadores  respectivos.


La autoridad marítima no otorgará la autorización de zarpe a las naves o embarcaciones que, habiéndoles sido designado un observador, no esté incluido en la dotación a bordo.
Los armadores deberán asegurarse que los capitanes o patrones de sus naves o embarcaciones brinden a los observadores una amplia cooperación, de manera que éstos puedan llevar a cabo las tareas de recopilación de datos. Para estos efectos se les deberá proporcionar un espacio adecuado para la toma de información y el análisis de las muestras como asimismo un lugar habilitado para procesar los datos de captura obtenidos. 

El cumplimiento de la obligación de cooperación incluye, además, brindar las facilidades adecuadas de alojamiento, alimentación, comunicación y seguridad personal a los observadores científicos. 

Los observadores científicos deberán contar con un dispositivo de localización de emergencia personal que accionarán exclusivamente en caso de peligro de su integridad física. 

La llamada de auxilio deberá ser respondida por la autoridad marítima quién deberá contactarse con el capitán de la nave o embarcación a fin de indagar respecto de la situación denunciada y tomar las medidas necesarias para resguardar la integridad del observador científico.


Artículo 105.- La información proveniente de los datos recopilados por los observadores científicos será pública en los términos de la ley N° 20.285.


La información recopilada por los observadores científicos en el marco del programa de investigación, previamente codificados los nombres de naves y armadores, será pública pudiendo requerirla cualquier institución de investigación, académica u organización no gubernamental, para efectos de su evaluación y propuestas al plan de reducción de la pesca incidental y el descarte.

La información recopilada por los observadores será administrada por la Subsecretaría y utilizada exclusivamente para fines científicos, de conservación y administración pesquera.


Artículo 106.- La Subsecretaría de Pesca podrá encomendar a una o más instituciones la administración del sistema de observadores científicos.


Para tales efectos, la Subsecretaría suscribirá un convenio de administración y operación por el cual encargará a una o más instituciones la administración del sistema de observadores científicos.


El convenio será aprobado por resolución y deberá suscribirse con personas jurídicas, públicas o privadas, las que deberán tener por objeto social o giro la investigación en el ámbito de las ciencias del mar y contar con experiencia en la recopilación y procesamiento de datos e información biológico-pesquera a bordo de naves y en plantas.
 
El reglamento establecerá los requisitos y obligaciones que deberá cumplir el administrador del sistema.”.

6. Suprímese en la letra g) del artículo 110 la frase “o desechadas al mar”.


7. Agréganse, a continuación del artículo 111, los siguientes artículos 111 A y 111 B, nuevos:


“Artículo 111 A.- El armador de la nave industrial o embarcación artesanal que realice descarte que no corresponda a los casos previstos en el Párrafo 1° bis del Título II de esta ley, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales. En caso de que se trate de especies sometidas a la medida de administración límite máximo de captura por armador, se aplicará la sanción administrativa establecida en el artículo 12 de la ley N° 19.713.


En el caso del inciso anterior, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial en que se hubiere cometido la infracción será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


Artículo 111 B.- El armador de una nave pesquera industrial o de una embarcación artesanal de eslora igual o superior a 15 metros que haya operado sin mantener en funcionamiento el dispositivo de registro de imágenes, o lo haya manipulado o interferido, será sancionado con multa de 20 a 300 unidades tributarias mensuales.

El capitán o patrón de la nave en que se hubiere cometido la infracción a que se refiere el inciso anterior será sancionado personalmente con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.


8. Agréganse al artículo 113 los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“La omisión de la entrega o la entrega incompleta de la información a que se refiere el artículo 63 ter será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.


En caso de que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 ter sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.


9. Incorpórase, a continuación del artículo 113 A, el siguiente artículo 113 B, nuevo:


“Artículo 113 B.- Durante el desarrollo del programa de investigación a que se refiere el artículo 7° A no serán aplicables, a todas aquellas naves que participen de la investigación, las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley N° 19.713.”. 

10. Agrégase, a continuación del artículo 121 bis, el siguiente artículo 121 ter, nuevo:


“Artículo 121 ter.- Será sancionado con multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales el que obstaculice el ejercicio de las funciones del observador científico a bordo de las naves o en las plantas de proceso. 

 
En las mismas sanciones incurrirán los armadores pesqueros y los gerentes o administradores de las plantas de proceso por el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones señaladas en los artículos precedentes o en el reglamento respectivo.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la ley Nº 19.713:


1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 por el siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por descarte la acción de devolver al mar las especies hidrobiológicas capturadas.”.


2) Sustitúyese el número 1. del artículo 20 por el siguiente:


“1. Intercálase en el artículo 2º, a continuación del número 14), el siguiente número 14 bis):


“14 bis) Descarte: es la acción de devolver al mar especies hidrobiológicas capturadas.”.”.

Artículo Transitorio.- En el plazo máximo de dieciocho meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, deberá efectuarse un programa de investigación conforme a las disposiciones del artículo 7º A.


En el plazo de dos años contados desde la publicación de esta ley se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 64 E, el que considerará los resultados del programa de investigación mencionado en el artículo 7° A.


Mientras no se dicte el reglamento a que alude el inciso anterior, quedarán suspendidas las obligaciones establecidas en los artículos 64 E y 64 F, así como la aplicación de las sanciones contenidas en el artículo 111 B.”.

 - - - - - - -

Acordado en sesión realizada con fecha 18 de julio de 2012, con asistencia de los Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Hosaín Sabag Castillo, y de los Diputados señores Sergio Bobadilla Muñoz, Cristián Campos Jara, y Jorge Ulloa Aguillón, y en sesión efectuada con fecha 1 de agosto de 2012, con asistencia de los Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo, y de los Diputados señores Sergio Bobadilla Muñoz, Cristián Campos Jara, Jorge Ulloa Aguillón y Matías Walker Prieto.


Valparaíso, a 2 de agosto de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión Mixta
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INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.132, DE TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE, AMPLIANDO EL GIRO DE LA EMPRESA

(8273-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

- - - - - - - 


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick; del Jefe de Gabinete del Ministro, señor Pablo Terrazas y de la Asesora del Ministro, señora María José Guzmán.



Además fueron especialmente invitadas las siguientes entidades:


- Televisión Nacional de Chile. Concurrió el Presidente, señor Carlos Zepeda.


- Observatorio de Medios Fucatel. Asistieron la Directora Ejecutiva, señora Manuela Gumucio y la Asesora Legal, señora Lorena Donoso.


- Asociación Chilena de Organismos No Gubernamentales (ACCIÓN). Participó la Periodista de la Corporación La Morada, señora Perla Wilson.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Ampliar el giro de la empresa para permitirle establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión  y transmisión de contenidos audiovisuales y radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio. En general, podrá realizar todas las actividades propias de una empresa privada de televisión y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile.


Artículos 2º y 5º.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Según se desprende del Mensaje la Constitución Política, en su artículo 19°, sobre garantías constitucionales, autoriza en su número 12 al Estado a establecer, operar y mantener estaciones de televisión.


A la luz de esta disposición, la ley N° 19.132, publicada el 8 de enero de 1992, crea Televisión Nacional de Chile como empresa autónoma del Estado que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas y con la obligación de autofinanciarse. 


Bajo este modelo, Televisión Nacional de Chile presta un servicio de información, entretención y desarrollo cultural pluralista e independiente en un escenario cada vez más competitivo dada la incorporación de nuevos actores económicos en la industria.

El Mensaje fundamenta este proyecto señalando que tiene por objetivo fortalecer el modelo de Televisión pública autónoma, pluralista y autofinanciada permitiendo que Televisión Nacional pueda cumplir con su función en las mismas condiciones que los demás canales de televisión. 


Agrega que el vertiginoso desarrollo tecnológico que afecta a esta industria, muy distinto al que existía al momento de la dictación de la ley 19.132, provoca un replanteamiento del modelo de negocios. La digitalización de la televisión representará nuevas oportunidades y desafíos de los cuales Televisión Nacional no puede quedar excluida debido a la estrecha conceptualización legal del objeto de la empresa actual. La convergencia tecnológica como fenómeno que permite la difusión de contenidos digitales por múltiples medios o plataformas es una tendencia mundial y nuestro país avanza rápidamente en esa dirección. La masividad o alcance de la información se multiplicará y la experiencia mundial evidencia que la industria de la televisión evoluciona en este sentido, siendo para Televisión Nacional parte de su misión contactar a todos los chilenos en todo momento y lugar. 


Hace presente que, actualmente, el Honorable Senado de la República discute en segundo trámite constitucional el proyecto de ley por el que se persigue introducir en Chile la Televisión Digital Terrestre. En este contexto es preciso que Televisión Nacional pueda aprovechar las oportunidades que se crean de la misma forma que las demás concesionarias de televisión. 


Finalmente, señaló que ante este escenario, tecnológico y de mercado, resulta necesario hacer ciertos ajustes a la Ley N° 19.132, a fin de que Televisión Nacional de Chile pueda cumplir eficientemente con su Misión. En consecuencia, se estima necesario la ampliación del giro de la empresa a fin de fortalecer el modelo de TV pública autónoma, pluralista y autofinanciada.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley en estudio está estructurado sobre la base de un artículo único que propone introducir mediante dos numerales las siguientes modificaciones a los artículos 2º y 5º, de la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile, a saber:

Nº 1)


Propone reemplazar el artículo 2º, por otro que prescribe, en su inciso primero que el objeto de Televisión Nacional de Chile es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.


En su inciso segundo, agrega, que en general podrá realizar todas las actividades propias de una empresa privada de televisión y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.

Nº 2)


Reemplaza en el artículo 5º, número 3, la expresión “artículo 80 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo”, por la expresión “el artículo 86 del Estatuto Administrativo”.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Presentación del Ministro Secretario General de Gobierno


El Ministro Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick, inició su presentación informando que la iniciativa legal en estudio ha sido analizada en diversas reuniones con el Directorio de Televisión Nacional de Chile, que en forma unánime ha indicado que Televisión Nacional de Chile (TVN) enfrenta actualmente una situación adversa, como empresa, en consideración a que el objeto definido en el artículo 2º de la ley Nº 19.132, es muy rígido y le impide competir en igualdad de condiciones con los demás canales de televisión abierta.


Esta iniciativa legal, se elaboró en conjunto con el Directorio de TVN considerando que la discusión del proyecto de ley que introduce la televisión digital terrestre será más larga, lo mismo sucede con el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, que abarca muchos aspectos. En cambio, la modificación del objeto de TVN es un tema que como empresa requiere abordarse con urgencia. Actualmente, en la televisión abierta existe una gran competencia.


A los demás canales de televisión han ingresado grupos económicos muy fuertes, en Canal 13, Chilevisión y Mega y TVN requiere, como empresa comercial, disponer de un objeto que le permita desarrollar actividades, fundamentalmente, aprovechando los cambios tecnológicos. Las limitaciones que tiene TVN no afectan a los demás canales de televisión y TVN como empresa requiere contar con la posibilidad de desarrollar los formatos digitales de producción.


Esta iniciativa legal propone modificar el artículo 2º de la ley Nº 19.132, para ampliar su objeto comercial a la producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio, para darle la posibilidad de que pueda desarrollar producción o transmisión audiovisual, principalmente en los formatos de carácter digital.


TVN es una empresa pública regida por la ley Nº 19.132 y como en materia de derecho público sólo se puede hacer lo que la ley permite, en consecuencia, está restringida de poder ampliar sus posibilidades de desarrollar otras actividades aprovechando las nuevas plataformas audiovisuales.


Para lograr lo anterior, se propone reemplazar en el inciso segundo del artículo segundo, el término “concesionaria de servicios de televisión” por “empresa privada de televisión”, que es más genérico y permite adelantarse a lo que sucederá con la introducción de la televisión digital terrestre, para contar con un concepto más amplio. Al mismo tiempo, se corrige, en el número 2 de este artículo único, un error de referencia debido a una incorrecta mención que se hace al artículo 80 del Estatuto Administrativo y lo que corresponde es mencionar el artículo 86 del mencionado Estatuto.


Finalmente, expresó que este proyecto de ley es muy simple y necesario para generar igualdad de oportunidades en la competencia de las empresas de televisión abierta en el país.


El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que en el proyecto de ley que introduce la televisión digital terrestre en Chile, sólo se utiliza el término “concesionario” por lo que al sustituir para TVN este término por “empresa privada de televisión” podrían presentarse algunas contradicciones. 


Luego, el señor Senador consultó cuáles son las limitaciones que afectan a TVN, para actuar como una empresa privada de televisión, para desarrollar su programación, servicios, producciones y competir con los demás canales de televisión, porque le parece que no existen limitaciones para acceder a la publicidad, ventas de servicios, celebraciones de contratos, puesto que TVN funciona como una empresa autónoma.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, consultó qué norma se aplica para proteger la información relativa a los honorarios de los rostros emblemáticos de TVN, que ha motivado la migración de éstos a otros canales de televisión. Cómo se aplican en estos casos las normas de transparencia de las empresas públicas. 


Junto con lo anterior, informó que en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce la televisión digital terrestre se aprobó para TVN la existencia de dos multiplex que le permitirán replicar en todo el país el modelo de televisión nacional regional. Al mismo tiempo, existe la intención de que sea un transportador público para los canales locales, comunales, locales comunitarios y regionales.


Adicionalmente, se discutió la posibilidad de que a través de ese multiplex se pueda transmitir la programación de los canales de televisión de la Cámara de Diputados y del Senado.


El Ministro Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick, explicó que se utiliza el concepto “empresa privada de televisión” con la finalidad de lograr un concepto más amplio para que en el futuro, con la implementación de la televisión digital, TVN no se vea restringida en esa materia. Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que si existe consenso en la aplicación del concepto de “concesionaria” no existiría inconveniente en mantener la denominación actual de empresa de servicios concesionarios. 


La modificación propuesta fue para evitar en el futuro nuevas modificaciones a la ley de TVN.


El Directorio de TVN ha señalado que en la actualidad existen diversas formas de desarrollar el negocio televisivo, que no es sólo la transmisión a través de la señal abierta, sino que por plataformas de multimedia. Para efectos de la producción y difusión, TVN está impedido por la interpretación que se ha dado del objeto social de incorporarse al desarrollo de plataformas multimedias de transmisiones, lo que genera una situación de menor capacidad de desarrollo de negocios y la tendencia es que la televisión se transforme en una emisión a través de la computación.


TVN necesita prepararse para los cambios que se avecinan con las nuevas plataformas.


Luego, en relación a los honorarios de los rostros de TVN expresó que se ha planteado un debate jurídico en el sentido de que si se aplican las normas de la transparencia de las empresas públicas, como se ha pretendido interpretar, lo que genera dificultades para competir en un mercado cada vez más exigente.
Presentación del Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile


El Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile, señor Carlos Zepeda, informó que el objetivo principal de esta iniciativa legal, que consta de un artículo único, es subsanar lo básico que requiere el canal público que consiste en la capacidad de competir en igualdad de condiciones con el resto de los actores de la industria por la vía de la ampliación de su giro.


La presentación de esta iniciativa legal se hizo previendo que la discusión legislativa del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, puede ser larga y engorrosa.


Seguramente, durante el curso de este año, estará vigente la ley que introduce la televisión digital terrestre en el país con lo cual va a cambiar el entorno tecnológico, puesto que la televisión ha experimentado grandes cambios en los últimos doce meses, lo que obliga a TVN, para mantener su obligación de autofinanciamiento, a competir en igualdad de condiciones con los demás canales de televisión.


La aprobación de este proyecto de ley es urgente porque cada día que transcurre son oportunidades que TVN no puede aprovechar, a diferencia de lo que ocurre con los demás canales de televisión.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, consultó qué opinión tiene en relación al proceso de tramitación de la ley de TVN, haciendo presente que hay temas que son muy importantes, como es la participación de los sindicatos de trabajadores con derecho a voz y voto en el Directorio, como también, la entrega de información como consecuencia de la aplicación de la Ley de Transparencia que afecta a TVN, a diferencia de lo que ocurre con los demás canales de televisión y que en cierto modo ha perjudicado a TVN.


El Honorable Senador señor Pizarro recordó que el Ministro Secretario General de Gobierno explicó las razones que motivaron la presentación de esta iniciativa legal, que básicamente pretende ampliar el giro de la empresa y establecer plataformas audiovisuales. En el Mensaje se señala que TVN puede realizar todas las actividades propias de una empresa privada de televisión y de servicios audiovisuales con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


Luego, solicitó ejemplos concretos de la necesidad que tiene TVN de modificar su ley en materia de competencia, de contratos, de publicidad, de contratación de personal, de servicios a terceros y de ampliar el negocio.


Agregó que mediante la aprobación del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, TVN tendrá, además de la posibilidad de transmitir televisión, la de realizar otras acciones.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que comparte la necesidad de ampliar el giro a TVN, para que pueda competir en igualdad de condiciones con todos los demás medios, considerando la convergencia tecnológica que va a diversificar la televisión a Internet, a plataformas celulares, a radio, es decir, se producirán grandes cambios en un futuro cercano. Estas acciones deben realizarse dentro del ámbito de la televisión pública.


A continuación, manifestó su preocupación por la exigua remuneración de los Directores de TVN, no puede ser que personas que se dedican media jornada diaria perciban un pago mensual de $ 300.000, por lo que propuso que utilice el mecanismo contemplado en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para modificar esta situación. Esta materia debe abordarse a la brevedad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, compartió la preocupación manifestada por el Honorable Senador señor Girardi y señaló que la dieta de un director de TVN son $ 140.000 por sesión, debiendo considerarse que hay personas muy preparadas para ejercer este cargo y no es justo que reciban estos pagos.


En el proyecto de ley, que introduce la televisión digital terrestre se realizó, por parte de la Biblioteca del Congreso Nacional, un estudio relativo a las remuneraciones que perciben los directores de las empresas y de organismos del Estado. Si esas remuneraciones se aplicaran al Directorio de TVN, seguramente habría muchas personas interesadas que podrían hacer un aporte mayor en tiempo y forma, por lo que es necesario dignificar al Consejo Nacional de Televisión y al Directorio de TVN.


El Presidente del Directorio de TVN, señor Carlos Zepeda, informó que el Directorio tiene un interés relevante en que el proyecto de ley, que modifica la ley de TVN, pueda tener una tramitación legislativa más ágil. En esa iniciativa legal se abordan temas estructurales y el concepto que el Congreso Nacional determine aplicar a la televisión pública, son muy importantes.


El Directorio de TVN, ha considerado que por la profundidad de las materias la tramitación va a ser larga. El proceso legislativo se va a demorar sin perjuicio del interés que existe en contar con esa normativa.


En consideración a lo anterior, esta iniciativa legal es necesaria para suplir el actuar de TVN, que tiene ciertas limitaciones que son relevantes para competir con los demás actores de la industria.


El sistema o multiplataforma tecnológica, que cada vez es más potente, permite manejar el cable, Internet, televisión abierta y radio. Para la mayor parte de los actores de la industria tiene sentido, en el ámbito noticioso, contar con una radio, porque con un solo centro de noticias, un centro recopilador de información, se distribuye a las distintas plataformas.


Los conglomerados más antiguos cuentan con radios integradas y los más nuevos las están buscando. En cambio, TVN, de acuerdo a su giro no puede abrir una radio.


La industria ha evolucionado progresivamente hacia el desarrollo de contenidos, desde el deporte donde resulta más conveniente usar una cadena internacional para tener una gran cobertura, más que intentar competir para comprar eventos hasta el mercado de los dibujos animados. 


En esta materia lo único que TVN evalúa como posible es producir teleseries, donde objetivamente se mantienen algunas ventajas. 


En el caso de los dibujos animados nunca se podrá competir con Cartoon Network.


Si TVN quisiera producir teleseries para comercializar en países extranjeros no lo podría hacer, porque teóricamente, de acuerdo al giro exclusivo de TVN, no es un servicio televisivo.


En un ambiente competitivo, donde no existen problemas con los competidores porque son estructuralmente distintos no se presenta una controversia. Sin embargo, en las condiciones actuales, TVN no puede garantizar que otro canal de televisión no reclame porque TVN está actuando fuera de su giro.


De esta forma, el planteamiento del Directorio de TVN es extender el giro a todos los servicios audiovisuales, incluyendo expresamente la producción y comercialización.


Para la implementación de la televisión digital terrestre, los demás canales de televisión están preparando su capital para poder invertir y copar las posibilidades y TVN, sólo pretende competir en igualdad de condiciones, sin limitaciones.


En relación a los montos de las remuneraciones de los directores de TVN, señaló que todos los que desempeñan funciones públicas saben que los ingresos no son altos y lo relevante es conciliar la responsabilidad con el pago. Todos los directores de TVN tienen la misma responsabilidad que los directores de las sociedades anónimas abiertas y normalmente esas dietas se relacionan con la responsabilidad que se asume.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que existe un tema de enfoque del Directorio de TVN que es fundamental. TVN es una empresa del Estado, autónoma, que cumple una función pública y cuenta con un Directorio que tiene representación plural y garantiza la existencia de una televisión pública y pluralista. 


En sus comienzos el Estado financiaba a TVN, en cambio, en la actualidad se señala que es una televisión autofinanciada, con lo cual el rol y la responsabilidad del Directorio ha cambiado, porque por los desafíos y por la competencia tiene que decidir en inversión, actualización técnica, con lo cual la mantención de esa estructura no es conveniente. 


Luego, informó que en el proyecto de ley relativo a la televisión digital terrestre se estableció una discriminación positiva a favor de TVN, para que pueda contar con una segunda señal y que en el futuro se pueda transformar en el transportador público. La existencia de esa segunda señal para TVN va a significar un mayor costo, por lo que consultó si existirá la posibilidad de concretarse.


El Presidente del Directorio de TVN, señor Carlos Zepeda, señaló que en el evento que se otorgue una segunda señal a TVN, se debe resolver el financiamiento y la responsabilidad editorial, en términos de quién responde por los contenidos que se transmitan en esa señal.


Actualmente, en los medios de comunicación responden sus autoridades, porque han tenido el manejo editorial de las mismas o al menos la capacidad de hacerlo. Cuando se lleva la señal de un tercero, es necesario definir si el transportador tiene la facultad de censurar, o en caso contrario, no será responsable, es decir, son temas que el Congreso Nacional debe resolver.


En cuanto al financiamiento expresó que tiene dos partes; la estructural, lo que significa instalar la capacidad para transmitir esa segunda señal y la operacional, que puede ser menor, pero permanente.


El Honorable Senador señor Pizarro indicó que existe una presión de los productores nacionales independientes, para transmitir su producción. Para hacerlo en los canales privados deben obtener los fondos concursables y transmitir, previo acuerdo, con un canal de televisión, como es el caso de los programas “Los 80” y “Los Archivos del Cardenal”, que se tratan de situaciones excepcionales. 


Como consecuencia de lo anterior, en las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Unidas, consideró la necesidad de contar con un transportador público de cargo del Estado, no obstante, se aprobó el otorgamiento de una segunda señal para TVN, que en la práctica va a significar un gran desafío porque junto con hacer televisión, autofinanciarse y competir tendrá que administrar esta especie de transportador, cuya programación no va a depender de TVN.


El Presidente del Directorio de TVN, señor Carlos Zepeda, señaló que esa discusión tendrá lugar cuando exista la televisión digital terrestre. El tema no es fácil, además, se puede considerar otra hipótesis, la más simple es que TVN tiene producción suficiente para 24 horas de transmisión, sin embargo, qué sucede si se tiene producción para 40 horas de transmisión, quién decide cuál programa tiene pantalla, en base a qué fundamento se excluye a un productor en beneficio de otro, cómo se determina el horario en que se da el programa.


Ese rol de censor es muy complejo para un canal como TVN porque tener una polémica que no dice relación con su propio accionar puede ser nefasto, a menos que esta materia se resuelva en el Congreso Nacional con un adecuado financiamiento. 


A la fecha TVN, incluso en los períodos más negativos ha logrado mantener una imagen de marca muy positiva en el país. 

Presentación de la Asociación Chilena de ONG Acción


La periodista de la Corporación La Morada, señora Perla Wilson, informó que esta corporación es una organización de mujeres y feminista que trabaja en temas de libertad de expresión y derechos a la comunicación. La Morada es asociada de ACCION e integra también la Mesa de Ciudadanía y TV Digital, que ha seguido la tramitación del proyecto de ley sobre televisión digital.


Expresó que hay un asunto de fundamento sobre el modelo de TV pública que parece clave reponer y ahondar en el debate ciudadano, que son los principios de autonomía, pluralismo y diversidad, que están en la base de la construcción de un modelo de TV pública y cabe volver a preguntarse si el autofinanciamiento impuesto a TVN ha contribuido o no a reforzar su función pública.


Desde ese punto de vista, parece que ocupar tiempo parlamentario en discutir un proyecto funcional, como el propuesto por el Ejecutivo, no contribuye al necesario debate de fondo que aún está pendiente y congelado desde 2009, cuando se le retiró la urgencia al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile. ¿Por qué no reponer la discusión de ese proyecto, que en su articulado incluye las propuestas de modificación de giro de la empresa pública TVN?. ¿Por qué no mejorarlo incorporando la noción de servicios audiovisuales incluyendo la convergencia tecnológica que es el cambio que ya está presente en lo medial?.


Han pasado 3 años y medio desde que se congeló esa discusión, debate sobre el cual hay un fuerte y creciente interés ciudadano en participar, abordando los temas de fondo sobre gestión de una TV pública, competitiva y altamente eficiente, midiéndola desde su función simbólica en la sociedad chilena, formación de opinión pública, plataforma de ejercicio de la libertad de expresión, integración social, generación de contenidos de calidad. ¿Se puede hacer todo eso autofinanciándose? ¿Por qué el Estado no puede invertir en una de las principales plataformas de integración social que existen en la actualidad?.

Por qué no abrir de una vez esta discusión. La ciudadanía puede, quiere y tiene capacidad para refrescar este debate, desde los movimientos sociales, desde la práctica de las TV comunitarias, desde las productoras independientes, desde la academia, hay masa crítica que se ha desarrollado en estos años, desde el año 1992 en adelante y que ha pensado sobre calidad de contenidos, representaciones diversas, pluralismo más allá de la lógica binominal, autonomía, modelos de gestión. 

Todo este aire fresco debe entrar al cerrado circuito de la TV actual, que se mira a sí misma y reproduce un mismo esquema.


Quizá la sociedad ha re dimensionado y re significado el papel de lo público, después de tantos años de apología de lo privado/comercial y la generación de lucro.


El tiempo de los temores está quedando atrás y en estos los movimientos sociales, especialmente los estudiantes nos han mostrado la potencia y el poder de lo social. ¿Qué tememos, buscamos atajos para soslayar la discusión de fondo en TV? ¿Hay temor de profundizar el carácter público, que se deteriore la autonomía y pase a primar una TV centrada en el dirigismo estatal al estilo Chavez o Correa? El camino que ha emprendido Chile en el campo de la TV pública, para bien y para mal, está distanciado de esa posibilidad.


Chile, cuenta con una TV pública con aporte financiero del Estado, que se resume sólo en documentales de la bella geografía chilena, lo cual sería minimizar las capacidades técnicas y profesionales que la propia TVN ha formado en estos años.


¿Estimamos que la gestión de la empresa privada es más eficiente que la de aquella de carácter público? Un ejemplo de otro sector: ¿Acaso no es un activo ciudadano que una ciudad como Santiago. cuente con un sistema de Metro que lo que hace es integrar la ciudad y mitigar en parte su segregación. Ahí hay inversión del Estado, también debe haberlo cuando la TV enfrenta un cambio tecnológico de la magnitud que impone el tránsito a lo digital y la convergencia.


¿Por qué no estimar como medida de eficiencia la diversidad de contenidos en la TV? Un ejemplo de esta situación es el Programa Orígenes, dependiente de Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), que ha emprendido un ambicioso programa de revitalización de las lenguas madre: mapudungun, aymara, rapa nui, entre otras. ¿Cómo no pensar el papel de los medios en esta política?, de todos los medios, pero especialmente de la TV pública. Esto es generar riqueza cultural y de paso es más barato para el Estado que militarizar una región completa, como es el caso de la Araucanía.


¿Por qué no situar ahora las preguntas pertinentes para madurar y acelerar estas discusiones?:


¿De qué manera emprende TVN la digitalización? ¿Cómo financiar la inversión que requiere este tránsito? ¿haciendo más privada su gestión? O ¿ideando una forma que profundice su sentido público? ¿qué le suma a TVN ser más empresa privada que pública? ¿podrá, enajenar patrimonio? ¿transar acciones en la bolsa?, en qué contribuye esto a profundizar su función pública. ¿Qué papel debe jugar TVN para impulsar la incorporación de nuevos actores? Uno de los puntos que la Mesa de Ciudadanía y TV Digital levantó fue el de contar con un tele transportador público, que permita a las TV comunitarias, educativas y culturales resolver el tema del transporte de su señal, ahí TVN tendría un papel clave.

El sentido de discutir ambas leyes, la de TVN y aquella que regula el tránsito a la TV digital, en forma simultánea es precisamente propender a armonizar las políticas en el sentido de propiciar el uso más intensivo posible de las potencialidades que ofrece la era digital: en nuestra opinión, más diversidad de actores y contenidos, más calidad y garantizar el acceso gratuito.


La sociedad en su conjunto y el Estado deben  hacerse cargo del papel que a los medios de comunicación, especialmente los públicos, les cabe en la disminución de la desigualdad y de la segregación social. Ambas tienen una connotación simbólica preponderante, y es evidente que en el campo de las representaciones hay sectores sociales que han estado excluidos de los medios: las regiones apartadas, los pobres, las mujeres y los pueblos originarios, entre otros, que han sido excluidos de tener medios propios y de la posibilidad de crear nuevas relaciones comunicativas y quienes no quieran hacerlos participar a éstos de maneras diversas.


Al lado de la televisión/ entretención, puede y debe convivir una TV educativa, cultural, comunitaria, que dé cuenta de toda la complejidad de esta sociedad. La TV pública tiene un lugar fundamental en este proceso, pero ese papel debemos discutirlo democráticamente, con amplitud y altura de miras.


Lo público en comunicaciones entra a la cancha con mucha desventaja, no contamos en Chille con mecanismos que frenen la concentración de la propiedad en los medios que usan bienes públicos (frecuencias de radiodifusión), menos que impidan la integración vertical y horizontal, es un debate duro, difícil por los intereses que están en juego.


Por eso los atajos legislativos no sirven y no son inocuos. La opinión de las organizaciones que representa es que se rechace este proyecto de ley y se trabaje por retomar la discusión sobre la modificación de la ley Nº 19.132 de TVN, en el marco de un gran debate nacional con plenas garantías de participación, en que la sociedad civil estará a la altura para hacer los aportes y generar los acuerdos con el dinamismos que se requiere.


Ejemplos en otros países hay muchos, el proceso ciudadano que antecedió la tramitación de la ley de servicios audiovisuales en Argentina y Uruguay y la ley de radios comunitarias en Colombia que también fue acompañada de procesos participativos. ¿Por qué en Chile no se pueden abrir procesos similares?

Presentación del Observatorio de Medios Fucatel


La Directora Ejecutiva de Fucatel, señora Manuela Gumucio, inició su presentación señalando que comparte los planteamientos anteriores. Desde hace años, está presente la discusión relativa a si TVN cumple con su rol de televisión pública. Una de las razones de la existencia de TVN es que sea un canal cuya programación sea distinta a la de los demás, debe garantizar una oferta programática diferenciadora de los otros canales de televisión, sin embargo, sus noticieros son iguales a los demás canales y algunos programas que lo diferencian, como es el caso de Vía Pública, se transmite por el cable.


En el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile se eliminó la posibilidad de contar con un financiamiento parcial para TVN y no se entiende la razón para que un canal público tenga metas competitivas, por lo que se debe reponer ese financiamiento para que TVN recupere sus objetivos.


El Observatorio de Medios insta al Senado a rechazar la llamada ley corta de TVN en tanto se encuentra, desde el 14 de agosto de 2009 en el mismo Senado, un proyecto de ley que ya cumplió el primer trámite en la Cámara de Diputados, que considera diversas reformas de gran importancia para hacer de TVN una red de real servicio público.  

Dicho proyecto de ley define de manera detallada las obligaciones del ente estatal, pero no le otorga los medios para cumplir su misión porque no considera un financiamiento público, por lo menos parcialmente. Al mismo tiempo, dicho proyecto de ley propone cambios para mejorar la representatividad del Directorio de TVN, que en la actualidad reproduce los equilibrios parlamentarios y sus sesiones son reservadas, y se  considera la incorporación de una cuenta anual, no vinculante, ante el Senado. 


A juicio del Observatorio, no hay ningún obstáculo para que se incorporen a la ley mencionada los requerimientos para hacer más competitivo comercialmente el ejercicio de TVN y afirmó que resulta incomprensible el abandono, sin asignársele plazos de tramitación a la ley ya aprobada por la Cámara de Diputados.


El Ministro Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick, señaló que las últimas dos exposiciones corresponden a una visión de la televisión pública, sin embargo, existen otras y es responsabilidad del Ejecutivo el funcionamiento de Televisión Nacional de Chile como empresa pública.


En la actualidad, el mercado de la televisión es altamente competitivo y corresponde al Gobierno entregar a TVN las condiciones que le permitan competir con los demás canales de televisión que no tienen las restricciones que afectan a TVN.


El proyecto de ley en debate, obedece a un trabajo conjunto con el Directorio de TVN, que en forma unánime, solicitó al Ejecutivo la presentación de una iniciativa legal tendiente a generar condiciones de igualdad de competencia frente a la televisión por cable e Internet, para que con posterioridad, cuando se implemente la televisión digital terrestre y se apruebe el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, se adopten las decisiones que correspondan.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que el proyecto de ley que introduce la televisión digital terrestre, busca entre otros objetivos, mejorar la calidad de la televisión y cumplir con el pluralismo, la diversidad y la democracia. Recordó que cuando fue Presidente de esta Comisión se acordó suspender el tratamiento del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, porque es preferible avanzar en la discusión de la televisión digital para contar con la estructura que regirá a la televisión.


Agregó que esta iniciativa legal aspira a que TVN pueda competir en igualdad de condiciones con los demás canales de televisión y anunció su voto a favor de esta iniciativa legal con el compromiso de que una vez aprobado el proyecto de ley de televisión digital se continuará con el estudio del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132 de Televisión Nacional de Chile. 


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que el actual Gobierno no ha definido un criterio respecto de TVN, por lo que el debate de fondo sigue pendiente. No obstante lo anterior, anunció su voto a favor de esta iniciativa legal que tiene por finalidad otorgar a TVN las condiciones necesarias para competir con igualdad con los demás canales de televisión.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, reiteró el compromiso efectuado ante el Presidente del Directorio de TVN, en el sentido de que a continuación del despacho del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, se abocará, en forma preferente, al estudio del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de TVN, para aprobarlo a fines del año en curso.


Agregó que siempre se ha señalado la conveniencia de que ambas leyes entren en vigencia conjuntamente lo que no obsta a la aprobación de la iniciativa legal en estudio.

- En votación este proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular a la vez, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán Girardi y Pizarro.

- - - - - - - - - 


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general y en particular el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile:


1) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:

“Artículo 2°.- Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.

En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de televisión y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.”.

2) Reemplázase en el artículo 5°, número 3, la expresión “artículo 80 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo”, por la expresión “el artículo 86 del Estatuto Administrativo”.“.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los día 11 y 18 de julio y 1 de agosto de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Guido Girardi Lavín y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 2 de agosto de 2012.

(Fdo.): Ana Maria Jaramillo Fuenzalida,
Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER (DON PATRICIO) Y BIANCHI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE EXTIENDE LAS PENAS DE INHABILITACIÓN A QUIENES COMETAN DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES, EN LOS CASOS QUE INDICA
(8491-07)
Durante las últimas semanas hemos visto con desazón cómo han proliferado las denuncias referidas a delitos sexuales contra menores de edad, las que han tenido mucho impacto.
El tema ha cobrado una relevancia importante y merecida. Según las estadísticas oficiales del Ministerio Público, el año pasado hubo más de 16.000 niñas, niños y adolescentes víctimas de delitos sexuales. Se calcula que la cifra negra, de personas que no se atreven a denunciar, podría multiplicar ese número hasta por 8. En otros términos, se trata de un problema grave.
Por eso, venimos sosteniendo hace años la necesidad de reducir los ámbitos de impunidad de los delitos sexuales, especialmente contra menores de edad. Hemos tenido avances. Desde luego el tema se ha hecho más visible, hemos modificado las leyes y el Gobierno se ha comprometido a impulsar una agenda que tenga como eje la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, siendo el abuso sexual infantil un punto neurálgico de esta preocupación pues se trata de una vulneración gravísima de esos derechos.
En ese contexto, el pasado mes de junio se publicó la ley N° 20.594, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades. Esta ley constituye un avance, qué duda cabe. Sin embargo, la opinión de diversos especialistas nos ha llevado a revisar algunos de sus contenidos y proponer desde ya mejoras.
Se trata de dos aspectos. En primer lugar, la incorporación de un nuevo tipo penal al catálogo de inhabilidades para trabajar con menores de edad: la comercialización de pornografía infantil. Y en segundo término, la ampliación de la publicidad del registro no sólo a aquellos condenados que registran inhabilidades, sino todas las condenas por delitos sexuales contra menores de edad.
En ambos casos, como hemos señalado, se trata de reducir los espacios de impunidad respecto de este deleznable tipo de delitos.
Primero, respecto de la comercialización de pornografía infantil pues se trata de una conducta que, a nuestro juicio, no es compatible con el trabajo con menores de edad.
Y, en segundo término, sobre la publicidad del registro de las condenas por delitos sexuales contra menores de edad, pues permitirá acceder a la información de todas aquellas personas condenadas por estos hechos, independiente de si el tribunal respectivo ha estimado que procede la inhabilitación; nuevamente, nos parece que si alguien quiere contratar a una persona para trabajar con menores de edad, debe saberse que fue condenado por este tipo de delitos, independiente de si está formalmente inhabilitado para dicho trabajo.
En atención a las referidas consideraciones, vengo a presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY
Artículo 1°.- lntrodúcense las siguientes modificaciones al artículo 372 del Código Penal:
a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión "y" que sigue de la palabra "quinquies" por una coma (,) y agréguese a continuación de la expresión "372 bis" la frase "y en el artículo 374 bis", y
b) Reemplázase en el inciso tercero la expresión "y" que sigue de la palabra "ter" por una coma (,) y agréguese a continuación de la expresión "372 bis" la frase "y en el artículo 374 bis".
Artículo 2°.- Modifícase el decreto ley N° 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, en los siguientes términos:
a) Reemplázase el inciso tercero del artículo 1° por el siguiente:
"Asimismo, el Registro tendrá una sección especial, accesible por vías telemáticas de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6° bis, denominada "Condenas por delitos sexuales contra menores de edad", en la cual se registrarán todas las inhabilitaciones establecidas en el artículo 39 bis del Código Penal y que hayan sido impuestas por sentencia ejecutoriada, y las demás condenas por delitos sexuales contra menores de edad."
b) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6° bis:
i. En su inciso primero, agréguese a continuación de la expresión "Penal" la frase "o alguna condena por delito sexual contra un menor de edad", y
ii. En su inciso tercero, agréguese a continuación de la expresión "Penal" la condena por delito sexual contra un menor de edad".

7

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ENCARGA AL ESTADO LA PROMOCIÓN EFECTIVA DEL DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES PRODUCTIVAS DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

(8500-03)
Cuando se analiza la estructura económica de cualquier país, encontramos la coexistencia de empresas de distinta envergadura. Asimismo cuando analizamos sectores determinados en los distintos países, encontramos el mismo fenómeno, de lo que podemos inferir que la dimensión de una empresa no está relacionada con un determinado sector de actividad; no una actividad donde inevitablemente las empresas deben tener una dimensión dada para funcionar, tampoco existen países o economías dados que exijan un determinado nivel de actividad para que se conforme una empresa.
Explorando en la estructura económica de distintos países, podemos encontrar sectores más dinámicos que otros, actividades que cuentan con ventajas comparativas, frente a otros países. Pero en todos encontraremos empresas pequeñas, medianas y grandes. Por otra parte, en la actual economía mundial se observan claras tendencias a la internacionalización de los negocios y de los mercados, que conllevan la liberalización del comercio y el intercambio entre grandes bloques económicos regionales.
Dentro de este proceso entendemos que las pequeñas y medianas empresas (PYMES), deben cumplir un rol destacado. Debido a la nueva concepción de la competencia, cobra especial relevancia el criterio de especialización flexible que contempla la capacidad de las empresas para responder en la forma adecuada a los cambios en el mercado internacional, adaptándose a los tipos de bienes producidos, cantidad y calidad de mano de obra, insumes, etc.
Las PYMES en este contexto encuentran su razón de ser, ya que constituyen las organizaciones más capaces de adaptarse a los cambios tecnológicos y de generar empleo, por lo que representan un importante factor de política de distribución de ingresos a las clases media y baja, con lo cual fomentan el desarrollo económico de toda una nación.
Han existido básicamente dos formas de surgimiento de las PYMES. Por una parte, aquéllas que se originaron como empresas propiamente tales, es decir, en las que se puede distinguir correctamente una organización y una estructura, donde existe una gestión empresarial representada por el propietario de la firma y el trabajo remunerado. Estas, en su mayoría se desarrollaron dentro del sector formal de la economía.
Por otro lado, están aquellas que tuvieron un origen familiar, caracterizadas por una gestión a lo que solo le preocupó su supervivencia, sin prestar demasiada atención a temas tales como el costo de oportunidad del capital o la inversión que permite el crecimiento. Sin embargo, éstas fueron evolucionando positivamente, con el advenimiento de las nuevas generaciones que valoraron la importancia de estos factores, así como la introducción de nuevas tecnologías.
La importancia de las PYMES como unidades de producción de bienes y servicios en nuestro país y en el mundo justifica la necesidad de dedicar un espacio a su conocimiento. Debido a que desarrollan un menor volumen de actividad, ellas poseen mayor flexibilidad para adaptarse a los cambios del mercado y emprender proyectos innovadores que constituirán una buena fuente generadora de empleo, sobre todo de profesionales y de personal calificado. En la casi totalidad de las economías de mercado, las empresas pequeñas y medianas, incluidos los microemprendimientos, constituyen una parte sustancial de la economía.
Dada la importancia que revisten las PYMES para la economía de nuestro país, por cuanto constituyen alrededor del ochenta por ciento de la fuente de empleo, es necesario que se garantice una preocupación del Estado por el rol que desempeñan como sector productivo, promoviendo su efectivo desarrollo económico, correspondiéndole a la ley definir que es la pequeña y mediana empresa, para este fin.
Para tal efecto, consideramos que, sin perjuicio que el artículo 19 N° 22 de la Carta Fundamental asegura que no habrá discriminación arbitraria en el trato que debe dar el Estado y sus organismos en materia económica, y que solo en virtud de una ley -que no vulnere este principio- se pueden autorizar beneficios directos o indirectos a favor de un determinado sector o actividad, es necesario establecer la obligación del Estado de promover el desarrollo de la actividad económica representada por la pequeña y mediana empresa, sector productivo que deberá será definido por una ley promulgada con dicho objeto.
En mérito a las consideraciones que anteceden, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:
Artículo único: Modifíquese el artículo 19 N° 22 de la Constitución Política de la República, agregándose el siguiente inciso tercero nuevo:

“Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, corresponderá al Estado promover el efectivo desarrollo económico de la actividad productiva llevada a cabo por la pequeña y mediana empresa, sector que será definido por una ley, promulgada con dicho propósitos en la que se establecerán asimismo, las medidas y acciones para el logro de dicho objetivo.”
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE ESTABLECE EN LA LEY N° 19.418 UNA NUEVA CAUSAL DE CESACIÓN EN EL CARGO DE DIRIGENTE DE JUNTA DE VECINOS Y DEMÁS ORGANIZACIONES COMUNITARIAS FUNCIONALES
(8499-06)
La ley N° 19.418, que contiene las normas aplicables a las Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, establece en su artículo 2°, letra b), que las juntas de vecinos son organizaciones comunitarias de carácter territorial representativas de las personas que residen en una misma unidad vecinal, y cuyo objeto es proveer el desarrollo de la comunidad, defender los intereses y velar por los derechos de los vecinos y colaborar con las autoridades del Estado y de las municipalidades.
Las organizaciones comunitarias funcionales, por su parte, son definidas en la letra d) del mismo artículo 2°, como aquellas con personalidad jurídica y sin fines de lucro, que tengan por objeto representar y promover valores e intereses específicos de la comunidad dentro del territorio en la comuna o agrupación de comunas respectiva.
En el inciso primero de su artículo 3° se establece que las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias, no podrán perseguir fines de lucro y deberán respetar la libertad religiosa y política de sus integrantes, quedando prohibida toda acción proselitista por parte de dicha organizaciones en tales materias.
El inciso segundo de esta norma, prescribe que los funcionarios públicos y municipales que, usando de su autoridad o representación, infringieren lo dispuesto en el inciso anterior, o cooperaren, a sabiendas, a que otra persona lo infrinja, sufrirán las sanciones previstas en el .Estatuto Administrativo o Municipal.
Si bien se considera justo que se sancione a los funcionarios públicos, que abusando de su poder, infrinjan la prohibición impuesta a estas organizaciones para desarrollar actividades proselitistas, no se contempla en cambio, una sanción para quienes ejercen cargo de dirigentes de ellas, que aun cuando no desarrollen acciones de carácter proselitista, reciban en dicho carácter prestaciones económicas por parte de las municipalidades, corporaciones municipales u otros organismos relacionados con dichas corporaciones.
Estimamos que esta situación, de común ocurrencia en muchas organizaciones de esta naturaleza a lo largo del país, atenta contra la normal gestión comunitaria, participación ciudadana y la defensa de los intereses específicos y derechos de los vecinos y de la comunidad, por lo cual resta objetividad a los dirigentes que sean beneficiarios de estas prestaciones, lo amerita su cesación en tales cargos.
En tal virtud, estimamos que debe establecerse como nueva causal de cesación en sus cargos de directores de estas organizaciones, la circunstancia de recibir prestaciones económicas por parte de las municipalidades o entidades relacionadas con ellas, para cuyo efecto debe modificarse el artículo 24 de la citada ley.
En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo único: Modifíquese el artículo 24 de la Ley N° 19.418, agregándose la siguiente letra g) nueva:
“g) Por percibir, en su calidad de director, prestaciones económicas de cualquier naturaleza, de parte de las respectivas municipalidades y organismos relacionados con dichas corporaciones”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY SOBRE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR CON EL FIN DE REGULAR EL PAGO DE LA MULTA POR MALTRATO

(8494-07)
La Ley N° 20.066, publicada el 7 de Octubre de 2005, tiene como objeto prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas de la misma, según se establece en su artículo 1°.
De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8°, el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, se castigará con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público o privado.
El inciso segundo de esta misma norma prescribe que el condenado por este tipo de actos deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días.
La disposición precedentemente citada presenta problemas de aplicación práctica, sobre todo cuando la respectiva sentencia ha sido objeto de apelación, ya que si ella es revocada, resulta difícil para el condenado obtener la devolución del dinero que ha pagado por concepto de multa.
Entonces resulta más lógico que el plazo para enterar la multa se cuente desde que la sentencia se encuentre ejecutoriada, por lo que se hace necesario modificar la mencionada norma en dicho sentido.
Por otra parte, muchas veces los condenados tienen la intención de pagar las multas que se les imponen, pero no cuentan con los ingresos para ello, por lo que estimamos que debe emplearse un sistema similar al que se contempla en el artículo 70 del Código Penal, que en casos de delitos en que se impongan multas, se permite al juez autorizar el pago de dichas sanciones pecuniarias en parcialidades, dentro de un plazo que no exceda de un año, haciéndose exigible el total de la multa adeudada, para el caso de no pago de una sola de las parcialidades.
En mérito a las consideraciones que anteceden, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo único:

Modifíquese el artículo 8° de la Ley N° 20.066, de la siguiente forma: 

1.- Sustitúyase el texto de su inciso segundo por el siguiente:

“El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que la sentencia se encuentre firme y ejecutoriada, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días."

2.- Intercálese un inciso tercero nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, del siguiente tenor:
“El tribunal podrá, atendidas las circunstancias, autorizar al afectado para pagar las multas por parcialidades, dentro de un límite que no exceda del plazo de un año. El no pago de una sola de las parcialidades, hará exigible el total de la multa adeudada”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE AUMENTA LA PENA DEL DELITO DE INFANTICIDIO
(8495-07)
Exposición de motivos.
El Código Penal en su artículo 390 contempla el delito de parricidio, estableciendo que el que, conociendo las relaciones que los ligan, mate a su padre, madre o hijo, a cualquier otro de sus ascendientes o descendientes o a su cónyuge o conviviente, será castigado, como parricida, con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo.
Esto significa que la pena asignada a este ilícito, fluctúa entre 15 años y un día de privación de libertad a presidio perpetuo calificado.
Por su parte, el artículo 394 del mismo ordenamiento legal, contempla el delito de infanticidio, que se comete cuando el padre, la madre o los demás ascendientes legítimos que dentro de las cuarenta y ocho horas después del parto, matan al hijo o descendiente, penándolos con presidio mayor en sus grados mínimo a medio.
En consecuencia, la pena para este delito fluctúa entre 5 años y un día y 15 años de privación de libertad.
Como se puede apreciar, la diferencia, entre las penas establecidas para ambos delitos, es bastante grande, no obstante que existe el mismo parentesco, ya que si el delito de infanticidio, se comete por quien diere muerte a una criatura a menos de 48 horas desde su nacimiento, y que tenga dicho parentesco sería sancionado como parricida con la pena correspondiente a este delito.
De lo expuesto precedentemente, aparece que la ley es más benévola para quien mate a su hijo dentro de las 48 horas de nacido, lo cual resulta inexplicable si se considera que en ese período la vida del infante es más vulnerable y quienes cometen este delito son, precisamente, quienes deben brindar todo el cariño que dicho menor requiere.
Asimismo, no resulta razonable que pasado el período de tiempo de 48 horas desde el nacimiento, el atentado contra la vida del menor tenga asignada una pena mucho mayor que si tal delito se perpetra con anterioridad a este plazo, lo que evidentemente atenta contra los derechos esenciales de los niños, cuyo resguardo están garantizados por tratados internacionales ratificados por nuestro país, y que por ende, forman parte de nuestra legislación interna.
A lo anterior, debe agregarse que nuestra Constitución Política consagra en su artículo 19 N° 2, la igualdad ante la ley, principio fundamental que obviamente se vulnera en la forma que actualmente está penado el infanticidio.
De esta forma, consideramos que debe modificarse la penalidad asignada al infanticidio, sustituyéndola por la misma que se contempla para el parricidio.

En mérito a las consideraciones expuestas, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único: Modifíquese el artículo 394 del Código Penal, sustituyéndose la expresión final " y serán penados con presidio mayor en sus grados mínimo a medio" por la siguiente:
“y serán penados con presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE IMPONE LA OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR DELITOS A QUIENES ESTÉN ENCARGADOS DE EMPRESAS QUE OPEREN SISTEMAS DE GRABACIÓN EN LUGARES PÚBLICOS
(8496-07)
Exposición de motivos.
El párrafo 2 del Título I del Código Procesal Penal, contiene las normas relativas al inicio del procedimiento penal, estableciéndose en su artículo 172 que la investigación de un hecho que revistiere caracteres de delito podrá iniciarse de oficio por el Ministerio Público, por denuncia o querella.
El artículo 173 prescribe que cualquier persona podrá comunicar directamente al ministerio público el conocimiento que tuviere de la comisión de un hecho que revistiere caracteres de delito, denuncia que podrá ser formulada también ante cualquier tribunal con competencia criminal, ante los funcionarios de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile, o de Gendarmería de Chile, en los casos de delitos cometidos al interior de recintos penitenciarios.
Del análisis de esta norma, se puede colegir inequívocamente que es optativo para cualquier persona efectuar una denuncia ante los organismos que ella contempla.
No obstante ello, el artículo 175 del mismo ordenamiento legal, establece quienes están obligados a denunciar, entre los que se incluye a los miembros de las instituciones policiales y de Gendarmería; a los de las Fuerzas Armadas, respecto de delitos de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones; a los fiscales y empleados públicos, respecto de delitos de que tomaren conocimiento en el ejercicio de sus funciones y especialmente, los que notaren en la conducta ministerial de sus subalternos; los jefes de puertos, aeropuertos, estaciones ferroviarias, rodoviarias y de carga, capitanes de naves y aeronaves que naveguen en el mar o en el espacio territorial, respectivamente y los conductores de trenes, buses u otros medios de transporte o carga, respecto de los delitos que se cometieren durante el viaje, en el recinto de una estación, puerto o aeropuerto o a bordo de un buque o aeronave.
Igual obligación rige para los jefes de establecimientos hospitalarios o clínicas particulares, y, en general, para los profesionales en medicina, odontología, química, farmacia y de otras ramas relacionadas con la conservación o restablecimiento de la salud, y los que ejercieren prestaciones auxiliares de ellas, cuando notaren en una persona o en un cadáver señales de envenenamiento o de otro delito.
Asimismo, se encuentran obligados a denunciar, los directores, inspectores y profesores de establecimientos educacionales de todo nivel, respecto de los delitos que afectaren a los alumnos o que hubieren tenido lugar en el establecimiento respectivo.
No obstante que estimamos plenamente acertada esta obligatoriedad para las personas cuya pertenencia a instituciones se mencionan o en razón de las funciones que desempeñan, consideramos que igual obligación debe regir para los encargados de empresas debidamente autorizadas que operen sistemas de filmación y grabación, ya sea en bienes nacionales de uso público, tales como calles, avenidas, carreteras, autopistas, caminos, plazas y parques, o en recintos debidamente delimitados en que se registra concurrencia masiva de público, tales como puertos, aeropuertos, estaciones ferroviarias, rodoviarias y de carga.
La obligatoriedad que se propone radica en que la tecnología imperante hoy en día, mediante este tipo de filmaciones no solo debe estar destinada al cumplimiento del objetivo para el cual se han implementado, sino que también al servicio de un bien superior, como lo es la protección de personas y bienes, ya que con esos instrumentos es posible fijar la forma y circunstancias en que se comete un delito, y eventualmente la individualización del o los autores y demás personas que algún grado de participación culpable les cupiere, como asimismo de la o las víctimas.
En tal virtud, venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo único: Modifíquese el artículo 175 del Código Procesal Penal, incorporando a su texto, la siguiente letra f):
“f) Los encargados de las empresas debidamente autorizadas, que operen sistemas de filmación y grabación en bienes nacionales de uso público, tales como calles, avenidas, carreteras, autopistas, caminos, plazas y parques, y en recintos debidamente delimitados en que se registre concurrencia masiva de público, tales como puertos, aeropuertos, estaciones ferroviarias, terminales rodoviarios y de carga.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE LEGITIMA LA PRESENTACIÓN DE QUERELLAS POR PERSONAS DISTINTAS DE LAS OFENDIDAS
(8497-07)
Exposición de motivos:

El artículo 80 de la Constitución Política de la República que define al Ministerio Público como un organismo autónomo y jerarquizado que tiene por finalidad dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado, le impone también el deber de ejercer, en su caso, la acción penal pública en la forma prevista por la ley, obligaciones que también se transcriben en el texto del artículo 1° de la Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

Por su parte, el inciso segundo del citado artículo 80, dispone que el ofendido por el delito y las demás personas que determine la ley podrán ejercer igualmente la acción penal.

Consideramos que esta facultad se ha visto excesivamente restringida, por cuanto el Código Procesal Penal establece que sólo el ofendido por el delito, al que denomina víctima, puede querellarse.
En efecto, el artículo 111 del mencionado texto legal, que regula dicho ejercicio, sólo permite que se querelle una persona distinta a la víctima, y que sea capaz de parecer en juicio y domiciliada en la provincia, respecto de hechos punibles cometidos por un funcionario público, que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución Política o contra la probidad pública.

A su vez, el inciso tercero de este mismo artículo 111, prescribe que los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.

Esta disposición, en nuestro concepto, no hace sino restringir aún más el rango de acción para el ejercicio de este tipo de acción, ya que si un servicio público determinado no cuenta expresamente con esta potestad, no podría interponer una querella contra un funcionario de su dependencia y que haya cometido, por ejemplo, un delito de malversación.

En tal virtud, si bien concordamos con la exclusividad que el Estado otorga al Ministerio Público para la dirección de la investigación de los hechos constitutivos de delito, con el objeto de ejercer en su caso la acción penal pública correspondiente, consideramos que no resulta procedente minimizar la posibilidad de que personas distintas al ofendido puedan deducir querellas por delitos de acción penal pública.

En este orden de ideas, debe considerarse al querellante ajeno al ofendido, como un verdadero coadyuvante del Ministerio Público, aportando antecedentes, proponiendo diligencias indagatorias, y en fin, colaborando con la investigación, máxime si se considera que dada la excesiva carga de trabajo que deben enfrentar los Fiscales del Ministerio Público, que les impide atender con la dedicación requerida la gran cantidad de causas que tienen asignadas, les resulta casi imposible conocer a fondo cada proceso, a lo que se agrega que en muchas audiencias propias del procedimiento, son otros los fiscales que intervienen, con un conocimiento transitorio del caso.

A lo anterior debe agregarse que actualmente muchos municipios del país han implementado dentro de sus estructuras, organismos destinados a combatir la delincuencia en el ámbito jurídico, como asimismo, para hacer efectiva la protección a las víctimas, aspecto en que el Ministerio Público no ha demostrado gran eficiencia, pero se han visto impedidos de interponer querellas a nombre de los ofendidos, por no estar permitido por la legislación.

Asimismo, se han organizado en varias ciudades, corporaciones o asociaciones de defensa de víctimas, a los que por esta misma razón, les está vedado ejercer una acción penal como querellantes, en nombre o representación de los ofendidos, sobre todo cuando se trata de ilícitos contra la propiedad, que constituyen el mayor porcentaje de los que se cometen actualmente en el país.

Con anterioridad a la reforma introducida al Código Procesal Penal, en virtud de la Ley N° 20.074, publicada el 14 de Noviembre de 2005, el inciso final del artículo 111 ya mencionado, disponía: "Asimismo, podrá deducir querella cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos en la misma, que afectaren intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto."

Considerando que tanto la doctrina como la jurisprudencia han establecido que el ejercicio de la acción penal pública está entregado principalmente al Estado, por mandato constitucional, creemos que debe incorporarse al artículo 80 de la Carta Fundamental, una norma similar a la que fue derogada, a fin de permitir la interposición de querellas por parte de personas distintas a los ofendidos y demás personas determinadas en la ley.

En virtud de las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único: Modifíquese el artículo 80 de la Constitución Política de la República, agregándose en su inciso segundo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:
"De igual modo, podrá ejercer la acción penal pública cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos en la misma, que afectaren intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto, en la forma prevista por la ley".
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR CHAHUÁN, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE TIPIFICA COMO DELITOS LA COMERCIALIZACIÓN Y LA SUSTRACCIÓN DE SANGRE, EN LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE TRASPLANTE Y DONACIÓN DE ÓRGANOS Y EN EL CÓDIGO SANITARIO, RESPECTIVAMENTE

(8498-11)
La ley N° 19.451, publicada el 10 de Abril de 1996, que establece normas sobre trasplantes y donaciones de órganos, tuvo un largo debate en ambas ramas del Congreso, que se extendió por más de cinco años, dada su importancia, lo que finalmente permitió que en esta materia nos hayamos situado al nivel de los países más desarrollados.
El inciso segundo de su artículo 13, establece que incurrirá en las penas del inciso anterior de la misma norma, “el que ofreciere o proporcionare dinero o cualesquiera otras prestaciones materiales o económicas, con el objeto de obtener algún órgano o el consentimiento necesario para la extracción, ya sea para si mismo o para un tercero”.
Las penas a que se refiere esta disposición, son las de presidio menor en su grado mínimo, para el oferente de dinero u otra prestación material o económica para los fines indicados, y con aumento hasta en dos grados, cuando se hiciere por cuenta de terceros.
Estas sanciones han sido establecidas por el legislador, como un modo de reprimir penalmente este tipo de acciones, por cuanto quien desarrolle cualquiera de las conductas antes descritas atenta contra el principio básico que inspira esta ley, que radica en que la donación de órganos debe hacerse en forma absolutamente voluntaria, en un acto pleno de generosidad y desprendimiento de parte del donante, con el fin de contribuir a salvar otras vidas, sin que medie un afán de lucro, lo que indudablemente resulta repudiable.
Se ha considerado, mediante la vía de la interpretación, que las donaciones de órganos que se regulan en esta ley, incluyen a las de sangre, de modo que su comercialización, en la forma ya mencionada, también ha de ser sancionada con las penas ya señaladas.
No obstante la conclusión a que puede arribarse mediante dichas interpretaciones, la aplicación de sanciones para este tipo de hechos, debe ser expresamente normada, en conformidad a lo dispuesto en el inciso octavo del N°3 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que prescribe: “Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella.”
En tal virtud, y con el fin de dar cumplimiento a dicho principio, se ha estimado necesario tipificar como delito la comercialización de la sangre, que se lleve a cabo en forma similar a la que se encuentra prevista para la órganos, agregando un inciso nuevo al artículo 13 de la ley N° 19.451, que así lo sancione.
Del mismo modo, y atendido que se han registrado numerosos casos de sustracción de sangre desde los bancos autorizados oficialmente para mantenerla en depósito, se hace necesario penar esta conductas, mediante la incorporación de un artículo 154 bis al Código Sanitario, que contemple una pena de presidio menor en su grado mínimo, para los responsables de la sustracción de dicha sangre, mediante hurto o robo.
En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 13 de la ley N° 19.451, que establece normas sobre trasplante y donaciones de órganos, mediante la incorporación de un inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, con el siguiente tenor:
“En las mismas penas señaladas en el inciso anterior incurrirá el que ofreciere o proporcionare dinero o cualesquiera otras prestaciones económicas, con el objeto de obtener sangre o el consentimiento necesario para su extracción, ya sea para sí mismo o para un tercero”.

Artículo 2°. Modifíquese el Código Sanitario, mediante la incorporación de un artículo 154 bis del siguiente tenor:
“Artículo 154 bis: Sin perjuicio de So establecido en el artículo precedente, la sustracción de sangre desde bancos de sangre autorizados oficialmente para tenerla en depósito, mediante hurto o robo, cometidos en alguna de las formas previstas en los N°s. 1 a 5 del Título IX del libro Segundo del Código penal, será sancionada con la pena de presidio menor en su grado mínimo”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, HORVATH, ROSSI Y WALKER (DON PATRICIO), CON EL QUE SOLICITAN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, EL ENVÍO A TRAMITACIÓN LEGISLATIVA DE UNA INICIATIVA QUE MODIFIQUE EL ARTÍCULO 85 DEL DECRETO LEY N° 3.500, DE 1980, PARA ESTABLECER LA EXENCIÓN TOTAL DE LA COTIZACIÓN PREVISIONAL DE SALUD QUE AFECTA A LAS PENSIONES QUE SEÑALA SU ARTÍCULO 85

(S 1502-12)

El año 2011 se publicó la ley 20.531 que a ciertos pensionados les elimina, en forma total o parcial según el caso, el cobro de su cotización previsional de salud, correspondiente al 7% de la pensión que reciben.
Los principales beneficiarios de la mencionada ley son los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias, ya sean beneficiarios de la Pensión Básica Solidaria como de Aporte Previsional Solidario. Sin embargo, este universo es, a nuestro juicio, insuficiente para dar cabal cumplimiento al compromiso asumido para con nuestros adultos mayores.
El reconocimiento a una vida de trabajo y aporte a la sociedad por parte de nuestra gente mayor requiere ser transversal y sin distinción, por lo tanto debe beneficiarse con la eliminación del 7% de descuento legal a todos los pensionados adultos mayores de Chile.
Lo anterior, demanda no hacer exclusiones y por ende a todo aquel que tenga el carácter de pensionado y sea adulto mayor, ha de garantizársele el derecho a la salud sin descuentos de por medio, independiente de cuál sea la fuente legal que le otorga el carácter de pensionado.
De esta forma se da cumplimiento real a una aspiración de larga data que tienen miles de chilenos, personas que en retribución a una vida de esfuerzos se merecen un descanso y un reconocimiento a la contribución hecha al desarrollo y estado actual de nuestro país desde sus diversos oficios y hogares.
El universo del que hablamos comprende a todos los pensionados del sistema, con el sólo requisito de que se trate de adultos mayores. Es decir: si queremos cumplir, hemos de cumplirles a todos.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO
Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República, don Sebastián Piñera Echeñique, el envío de un proyecto de Ley que modifique el artículo 85 del Decreto Ley 3.500 de 1980, de manera de establecer que los pensionados se encuentren totalmente exentos de la cotización legal del mencionado artículo.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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